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ACUERDO MINISTERIAL No. 149 

DIRECTORA DE REGISTRO DE NACIONALIDADES, PUEBLOS Y ORGANIZACIONES RELIGIOSAS 
DELEGADA DEL MINISTRO DE GOBIERNO 

CONSIDERANDO: 

Que, el artículo 18 de la Declaración Universal de Derechos Humanos establece: "Toda persona tiene 
derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión o de creencia, así como la libertad 
de manifestar su religión o creencia, individual y colectivamente, tanto en público como en privado, 
por la enseñanza, la práctica, el culto y la observancia"; 

Que, el numeral 1 del artículo 1 de la Declaración sobre los Derechos de las Personas Pertenecientes a 
Minorías Nacionales o Étnicas, Religiosas y Lingüísticas prescribe: "Los Estados protegerán la 
existencia y la identidad nacional o étnica, cultural, religiosa y lingüística de las minorías dentro de 
los territorios respectivos y fomentarán condiciones para la promoción de esa identidad.";  

Que, en numeral 8 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador, se reconoce y garantiza 
el derecho a practicar, conservar, cambiar, profesar en público o en privado, su religión o sus 
creencias, y a difundirlas individual o colectivamente, con las restricciones que impone el respeto 
a los derechos. El Estado protegerá la práctica religiosa voluntaria, así como la expresión de quienes 
no profesan religión alguna, y favorecerá un ambiente de pluralidad y tolerancia; 

Que, en los numerales 13 y 25 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador, se 
reconocen y garantizan: “El derecho a asociarse, reunirse y manifestarse en forma libre y 
voluntaria”; y, “El derecho a acceder a bienes y servicios públicos y privados de calidad, con 
eficiencia, eficacia y buen trato, así como a recibir información adecuada y veraz sobre su contenido 
y características”; 

Que, el artículo 154, numeral 1 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone a las ministras y 
ministros de Estado, además de las atribuciones establecidas en la ley, “(…) 1. Ejercer la rectoría 
de las políticas públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y resoluciones administrativas 
que requiera su gestión (…)”; 

Que, el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador prescribe: “Las instituciones del 
Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que 
actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y facultades que 
les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones para el 
cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la 
Constitución”; 

Que, el artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador establece que la administración 
pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia, 
calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación, participación, planificación, 
transparencia y evaluación; 

Que, el artículo 1 de la Ley de Cultos, prescribe: “Las diócesis y las demás organizaciones religiosas de 
cualquier culto que fuesen, establecidas o que se establecieren en el país, para ejercer derechos y 
contraer obligaciones civiles, enviarán al Ministerio de Cultos el Estatuto del organismo que tenga 
a su cargo el Gobierno y administración de sus bienes, así como el nombre de la persona que, de 
acuerdo con dicho Estatuto, haya de representarlo legalmente. En el referido Estatuto se 
determinará el personal que constituya el mencionado organismo, la forma de elección y renovación 
del mismo y las facultades de que estuviere investido”; 

Que, el artículo 3 de la Ley de Cultos, determina: “El Ministerio de Cultos dispondrá que el Estatuto a 
que se refiere el artículo 1 se publique en el Registro Oficial y que se inscriba en la Oficina de 
Registrador de la Propiedad del Cantón o Cantones en que estuvieren situados los bienes de cuya 
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administración se trate. Esta inscripción se hará en un libro especial que se denominará "Registro 
de las Organizaciones Religiosas", dentro de los ocho días de recibida la orden Ministerial”; 

Que, El artículo 30 del Reglamento de Cultos Religiosos establece que la entidad religiosa que se 
disolviera por su propia voluntad, deberá determinar otra entidad de carácter religioso o de carácter 
benéfico a la que deban pasar sus bienes. A falta de esta determinación hecha en el plazo de 
sesenta días, la hará el Ministro de Gobierno, previa consulta a las autoridades mencionadas en los 
números 1 y 2 del artículo 4; 

Que, el artículo 11 del Reglamento para el Otorgamiento de Personalidad Jurídica a las Organizaciones 
Sociales (Decreto Ejecutivo 193), prescribe: “En el caso de otras formas de organización social, 
nacionales o extranjeras, que se rigen por sus propias leyes, tales como: comunas, juntas de agua, 
juntas de regantes, centros agrícolas, cámaras de agricultura, etcétera, en lo que fuere aplicable, 
observarán las disposiciones de este Reglamento como norma supletoria; 

Que, el artículo 20 del Reglamento para el Otorgamiento de Personalidad Jurídica a las Organizaciones 
Sociales establece que las organizaciones sujetas a este Reglamento, podrán ser disueltas y 
liquidadas por voluntad de sus socios, mediante resolución en Asamblea General, convocada 
expresamente para el efecto y con el voto de las dos terceras partes de sus integrantes; 

Que, el artículo 17 del ERJAFE, establece que los Ministros de Estado son competentes para el despacho 
de todos los asuntos inherentes a sus ministerios sin necesidad de autorización alguna del 
Presidente de la República, salvo los casos expresamente señalados en leyes especiales. Los 
Ministros de Estado, dentro de la esfera de su competencia, podrán delegar sus atribuciones y 
deberes al funcionario inferior jerárquico de sus respectivos Ministerios, cuando se ausenten en 
comisión de servicios al exterior o cuando lo estimen conveniente, siempre y cuando las 
delegaciones que concedan no afecten a la buena marcha del Despacho Ministerial, todo ello sin 
perjuicio de las funciones, atribuciones y obligaciones que de acuerdo con las leyes y reglamentos 
tenga el funcionario delegado; 

Que el artículo 55 del ERJAFE, establece que las atribuciones propias de las diversas entidades y 
autoridades de la Administración Pública Central e Institucional, serán delegables en las autoridades 
u órganos de inferior jerarquía, excepto las que se encuentren prohibidas por la Ley o por Decreto;

Que, con Decreto Ejecutivo Nro. 5 de 23 de noviembre de 2023, el Presidente de la República del 
Ecuador, designó al abogada Mónica Palencia Núñez, como Ministra de Gobierno. 

Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 608 de 29 de noviembre de 2022 emitido por el Presidente de la 
República, en el que transfiere la competencia de movimientos organizaciones, actores sociales, 
cultos, libertad de religión, creencia y conciencia, de la Secretaría de Derechos Humanos al 
Ministerio de Gobierno; donde dispuso que el Ministerio de Gobierno tendrá atribución para legalizar 
y registrar estatutos, directivas y actos administrativos en el marco de sus competencias de 
organizaciones de religión creencia y conciencia, aprobados según el derecho propio o 
consuetudinario. El registro de las organizaciones de religión creencia y conciencia se hará bajo el 
respeto a los principios de libre asociación y autodeterminación. 

Que, mediante acción de personal Nro. 0448 de 15 de mayo de 2023, se designó a Andrea Nicole Galarce 
Fonseca, como Directora de Registro de Nacionalidades, Pueblos Cultos, Movimientos y 
Organizaciones Sociales. 

Que, mediante Acuerdo Ministerial Nro. 078 de 01 de junio de 2023, el señor Ministro de Gobierno, 
delega  al/la Director/a de Registro, Nacionalidades Pueblos Cultos Movimientos y Organizaciones 
Sociales, del Ministerio de Gobierno, o quien haga sus veces, para que a nombre y en 
representación del Titular, en el marco del Decreto Ejecutivo Nro. 608 de 29 de noviembre de 2022, 
de conformidad con la Ley de Cultos, Reglamento de Cultos Religiosos y demás normativa del 
ordenamiento jurídico vigente, en materia de movimientos, organizaciones, actores sociales, cultos, 
libertad de religión, creencia y conciencia ejerza las siguientes atribuciones: 1. Suscribir Acuerdos 
Ministeriales y demás actos administrativos que se requieran dentro de los trámites de aprobación 
de los estatutos, y otorgamiento de personalidad jurídica de movimientos , así como para, la 
reforma y codificación de estatutos; y, disolución y liquidación de organizaciones de esa naturaleza, 
2. Suscribir oficios de registro de directivas, inclusión y exclusión de miembros y de reglamentos
internos aprobados por los movimientos organizaciones, actores sociales, cultos, libertad de
religión, creencia y conciencia, 3. Emitir certificaciones de existencia legal y demás inherentes a la
vida jurídica de movimientos organizaciones, actores sociales, cultos, libertad de religión, creencia
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y conciencia; y, 4. Atender todas las solicitudes y consultas realizadas por los usuarios externos a 
través de los medios oficiales, en materia de movimientos organizaciones, actores sociales, cultos, 
libertad de religión, creencia y conciencia. 

Que, mediante comunicación ingresada al Ministerio de Gobierno con trámite Nro. MDG-CGAF-DA-GDA-
2023-2765-O de fecha 15 de noviembre de 2023, el señor/a Teobaldo Manuel Rodríguez León, en 
calidad de Representante/a Provisional de la organización en formación denominada: MISIÓN 
EVANGÉLICA UN ENCUENTRO GLORIOSO (Expediente XA-1075), solicitó la aprobación del 
estatuto y otorgamiento de personería jurídica de la citada organización, para lo cual remite la 
documentación pertinente. 

Que, mediante Informe Técnico Jurídico Nro. MGD-VDG-SDN-DRN-2023-0322-MEMO, de fecha 28 de 
diciembre de 2023, el/la Analista designada/o para el trámite, recomendó la aprobación del Estatuto 
y el reconocimiento de la personería jurídica de la citada organización religiosa en formación, por 
cuanto cumplió con todos los requisitos y condiciones exigidas en la Ley de Cultos y su Reglamento 
de Cultos Religiosos; y, 

En ejercicio de la delegación otorgada por el Ministro de Gobierno en el artículo 1 del Acuerdo Ministerial 
Nro. 078 de 01 de junio de 2023. 

ACUERDA: 

Artículo 1.- Aprobar el Estatuto y reconocer la personería jurídica a la MISIÓN EVANGÉLICA UN 
ENCUENTRO GLORIOSO, con domicilio en la Cooperativa Sergio Toral 1, Manzana 3445, Solar 24, del 
cantón Guayaquil, provincia del Guayas, como organización religiosa, de derecho privado, sin fines de lucro. 

Para el ejercicio de sus derechos, obligaciones y demás actos que le corresponda dentro de su vida jurídica, 
se sujetará estrictamente a lo que determina la Constitución de la República del Ecuador, la Ley de Cultos; 
el Reglamento de Cultos Religiosos; su Estatuto y demás normativa aplicable. 

Artículo 2.- Ordenar la publicación del presente Acuerdo en el Registro Oficial. 

Artículo 3.- Disponer que su reconocimiento se haga constar en el Registro de Organizaciones Religiosas 
del Ministerio de Gobierno y su inscripción en el Registro de la Propiedad del cantón Guayaquil, provincia 
del Guayas. 

Artículo 4.- Disponer a la organización religiosa, ponga en conocimiento del Ministerio de Gobierno, 
cualquier modificación en su Estatuto; integrantes de su directiva o del gobierno interno; ingreso y salida 
de miembros; y, del representante legal, a efectos de verificar que se haya procedido conforme el Estatuto 
y ordenar su inscripción en el Registro correspondiente.  

Artículo 5.- La referida organización religiosa deberá convocar a Asamblea General conforme su Estatuto, 
para la elección de la Directiva, en un plazo máximo de 30 días, contados a partir de la notificación del 
presente acuerdo y poner en conocimiento del Ministerio de Gobierno, para el trámite respectivo. 

Artículo 6.- El Ministerio de Gobierno, en cualquier momento, podrá ordenar la cancelación del registro de 
la referida organización religiosa y de oficio proceder con su disolución y liquidación, de comprobarse que 
no cumple con sus fines y objetivos o se evidencien hechos que constituyan violaciones al ordenamiento 
jurídico. 

Artículo 7.- Disponer que el presente Acuerdo se incorpore al respectivo expediente, el cual deberá reposar 
en el Archivo de Organizaciones Religiosas del Ministerio de Gobierno, cumpliendo condiciones técnicas de 
organización, seguridad y conservación. 

Artículo 8.- Notificar al Representante Provisional de la organización religiosa, con un ejemplar del presente 
Acuerdo. 

El presente Acuerdo, entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su publicación en el 
Registro Oficial. 

Dado en el Distrito Metropolitano de Quito, a 28 de diciembre de 2023. 
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Andrea Nicole Galarce Fonseca 

DIRECTORA DE REGISTRO DE MOVIMIENTOS SOCIALES LIBERTAD DE CULTOS 
CREENCIA Y CONCIENCIA 

Firmado electrónicamente por:

ANDREA NICOLE 
GALARCE FONSECA



Jueves 15 de febrero de 2024Registro Oficial Nº 498

7 

RAZÓN: En Quito, hoy 29 de diciembre de 2023, CERTIFICO: que las fojas 01 y 02 
corresponden al Acuerdo Ministerial No. 149 de fecha 28 de diciembre de 2023, 
suscrito electrónicamente por la señorita Andrea Nicole Galarce Fonseca Directora de 
Registro de Movimientos Sociales Libertad de Cultos Creencias y Conciencia. 

Cabe indicar que el presente documento es fiel copia del original que reposa en la 
Unidad de Gestión Documental y Archivo al cual me remito en caso de ser necesario. El 
documento antes mencionado ha sido validado exitosamente, por lo que se procede 
a emitir la siguiente certificación documental electrónica. 

Sra. Tnlga. María Belén Ordóñez Vera
FEDATARIO ADMINISTRATIVO INSTITUCIONAL
UNIDAD DE GESTIÓN DOCUMENTAL Y ARCHIVO

MINISTERIO DE GOBIERNO 

Firmado electrónicamente por:

MARIA BELEN ORDONEZ 
VERA
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ACUERDO MINISTERIAL No. 150

DIRECTORA DE REGISTRO DE MOVIMIENTOS SOCIALES, CULTOS, CREENCIA Y CONCIENCIA, 
DELEGADA DEL MINISTRO DE GOBIERNO 

Considerando: 

Que, el artículo 18 de la Declaración Universal de Derechos Humanos establece: "Toda persona tiene 
derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión o de creencia, así como la libertad 
de manifestar su religión o creencia, individual y colectivamente, tanto en público como en privado, 
por la enseñanza, la práctica, el culto y la observancia"; 

Que, el numeral 1 del artículo 1 de la Declaración sobre los Derechos de las Personas Pertenecientes a 
Minorías Nacionales o Étnicas, Religiosas y Lingüísticas prescribe: "Los Estados protegerán la 
existencia y la identidad nacional o étnica, cultural, religiosa y lingüística de las minorías dentro de 
los territorios respectivos y fomentarán condiciones para la promoción de esa identidad.";  

Que, en numeral 8 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador, se reconoce y garantiza 
el derecho a practicar, conservar, cambiar, profesar en público o en privado, su religión o sus 
creencias, y a difundirlas individual o colectivamente, con las restricciones que impone el respeto 
a los derechos. El Estado protegerá la práctica religiosa voluntaria, así como la expresión de quienes 
no profesan religión alguna, y favorecerá un ambiente de pluralidad y tolerancia; 

Que, en los numerales 13 y 25 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador, se 
reconocen y garantizan: “El derecho a asociarse, reunirse y manifestarse en forma libre y 
voluntaria”; y, “El derecho a acceder a bienes y servicios públicos y privados de calidad, con 
eficiencia, eficacia y buen trato, así como a recibir información adecuada y veraz sobre su contenido 
y características”; 

Que, el artículo 154, numeral 1 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone a las ministras y 
ministros de Estado, además de las atribuciones establecidas en la ley, “(…) 1. Ejercer la rectoría 
de las políticas públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y resoluciones administrativas 
que requiera su gestión (…)”; 

Que, el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador prescribe: “Las instituciones del 
Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que 
actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y facultades que 
les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones para el 
cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la 
Constitución”; 

Que, el artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador establece que la administración 
pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia, 
calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación, participación, planificación, 
transparencia y evaluación; 

Que, el artículo 1 de la Ley de Cultos, prescribe: “Las diócesis y las demás organizaciones religiosas de 
cualquier culto que fuesen, establecidas o que se establecieren en el país, para ejercer derechos y 
contraer obligaciones civiles, enviarán al Ministerio de Cultos el Estatuto del organismo que tenga 
a su cargo el Gobierno y administración de sus bienes, así como el nombre de la persona que, de 
acuerdo con dicho Estatuto, haya de representarlo legalmente. En el referido Estatuto se 
determinará el personal que constituya el mencionado organismo, la forma de elección y renovación 
del mismo y las facultades de que estuviere investido”; 
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ACUERDO MINISTERIAL No. 150

DIRECTORA DE REGISTRO DE MOVIMIENTOS SOCIALES, CULTOS, CREENCIA Y CONCIENCIA, 
DELEGADA DEL MINISTRO DE GOBIERNO 

Considerando: 

Que, el artículo 18 de la Declaración Universal de Derechos Humanos establece: "Toda persona tiene 
derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión o de creencia, así como la libertad 
de manifestar su religión o creencia, individual y colectivamente, tanto en público como en privado, 
por la enseñanza, la práctica, el culto y la observancia"; 

Que, el numeral 1 del artículo 1 de la Declaración sobre los Derechos de las Personas Pertenecientes a 
Minorías Nacionales o Étnicas, Religiosas y Lingüísticas prescribe: "Los Estados protegerán la 
existencia y la identidad nacional o étnica, cultural, religiosa y lingüística de las minorías dentro de 
los territorios respectivos y fomentarán condiciones para la promoción de esa identidad.";  

Que, en numeral 8 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador, se reconoce y garantiza 
el derecho a practicar, conservar, cambiar, profesar en público o en privado, su religión o sus 
creencias, y a difundirlas individual o colectivamente, con las restricciones que impone el respeto 
a los derechos. El Estado protegerá la práctica religiosa voluntaria, así como la expresión de quienes 
no profesan religión alguna, y favorecerá un ambiente de pluralidad y tolerancia; 

Que, en los numerales 13 y 25 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador, se 
reconocen y garantizan: “El derecho a asociarse, reunirse y manifestarse en forma libre y 
voluntaria”; y, “El derecho a acceder a bienes y servicios públicos y privados de calidad, con 
eficiencia, eficacia y buen trato, así como a recibir información adecuada y veraz sobre su contenido 
y características”; 

Que, el artículo 154, numeral 1 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone a las ministras y 
ministros de Estado, además de las atribuciones establecidas en la ley, “(…) 1. Ejercer la rectoría 
de las políticas públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y resoluciones administrativas 
que requiera su gestión (…)”; 

Que, el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador prescribe: “Las instituciones del 
Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que 
actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y facultades que 
les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones para el 
cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la 
Constitución”; 

Que, el artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador establece que la administración 
pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia, 
calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación, participación, planificación, 
transparencia y evaluación; 

Que, el artículo 1 de la Ley de Cultos, prescribe: “Las diócesis y las demás organizaciones religiosas de 
cualquier culto que fuesen, establecidas o que se establecieren en el país, para ejercer derechos y 
contraer obligaciones civiles, enviarán al Ministerio de Cultos el Estatuto del organismo que tenga 
a su cargo el Gobierno y administración de sus bienes, así como el nombre de la persona que, de 
acuerdo con dicho Estatuto, haya de representarlo legalmente. En el referido Estatuto se 
determinará el personal que constituya el mencionado organismo, la forma de elección y renovación 
del mismo y las facultades de que estuviere investido”; 

Que, el artículo 3 de la Ley de Cultos, determina: “El Ministerio de Cultos dispondrá que el Estatuto a 
que se refiere el artículo 1 se publique en el Registro Oficial y que se inscriba en la Oficina de 
Registrador de la Propiedad del Cantón o Cantones en que estuvieren situados los bienes de cuya 
administración se trate. Esta inscripción se hará en un libro especial que se denominará "Registro 
de las Organizaciones Religiosas", dentro de los ocho días de recibida la orden Ministerial”; 

Que, El artículo 30 del Reglamento de Cultos Religiosos establece que la entidad religiosa que se 
disolviera por su propia voluntad, deberá determinar otra entidad de carácter religioso o de carácter 
benéfico a la que deban pasar sus bienes. A falta de esta determinación hecha en el plazo de 
sesenta días, la hará el Ministro de Gobierno, previa consulta a las autoridades mencionadas en los 
números 1 y 2 del artículo 4; 

Que, el artículo 11 del Reglamento para el Otorgamiento de Personalidad Jurídica a las Organizaciones 
Sociales (Decreto Ejecutivo 193), prescribe: “En el caso de otras formas de organización social, 
nacionales o extranjeras, que se rigen por sus propias leyes, tales como: comunas, juntas de agua, 
juntas de regantes, centros agrícolas, cámaras de agricultura, etcétera, en lo que fuere aplicable, 
observarán las disposiciones de este Reglamento como norma supletoria; 

Que, el artículo 20 del Reglamento para el Otorgamiento de Personalidad Jurídica a las Organizaciones 
Sociales establece que las organizaciones sujetas a este Reglamento, podrán ser disueltas y 
liquidadas por voluntad de sus socios, mediante resolución en Asamblea General, convocada 
expresamente para el efecto y con el voto de las dos terceras partes de sus integrantes; 

Que, el artículo 17 del ERJAFE, establece que los Ministros de Estado son competentes para el despacho 
de todos los asuntos inherentes a sus ministerios sin necesidad de autorización alguna del 
Presidente de la República, salvo los casos expresamente señalados en leyes especiales. Los 
Ministros de Estado, dentro de la esfera de su competencia, podrán delegar sus atribuciones y 
deberes al funcionario inferior jerárquico de sus respectivos Ministerios, cuando se ausenten en 
comisión de servicios al exterior o cuando lo estimen conveniente, siempre y cuando las 
delegaciones que concedan no afecten a la buena marcha del Despacho Ministerial, todo ello sin 
perjuicio de las funciones, atribuciones y obligaciones que de acuerdo con las leyes y reglamentos 
tenga el funcionario delegado; 

Que   con Decreto Ejecutivo Nro. 5 de 23 de noviembre de 2023, el Presidente Constitucional de la 
República del Ecuador, nombró a la Abogada Mónica Palencia Núñez, como Ministra de Gobierno; 

Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 608 de 29 de noviembre de 2022 emitido por el 
Presidente de la República, en el que transfiere la competencia de movimientos 
organizaciones, actores sociales, cultos, libertad de religión, creencia y conciencia, de la 
Secretaría de Derechos Humanos al Ministerio de Gobierno; donde dispuso que el 
Ministerio de Gobierno tendrá atribución para legalizar y registrar estatutos, directivas y 
actos administrativos en el marco de sus competencias de organizaciones de religión 
creencia y conciencia, aprobados según el derecho propio o consuetudinario. El registro 
de las organizaciones de religión creencia y conciencia se hará bajo el respeto a los 
principios de libre asociación y autodeterminación; 

Que, mediante Acuerdo Ministerial Nro. 078 de 01 de junio de 2023, el señor Ministro de 
Gobierno, delega  al/la Director/a de Registro, de Movimientos Sociales, Cultos, Creencia 
y Conciencia, del Ministerio de Gobierno, o quien haga sus veces, para que a nombre y 
en representación del Titular, en el marco del Decreto Ejecutivo Nro. 608 de 29 de 
noviembre de 2022, de conformidad con la Ley de Cultos, Reglamento de Cultos 
Religiosos y demás normativa del ordenamiento jurídico vigente, en materia de 
movimientos, organizaciones, actores sociales, cultos, libertad de religión, creencia y 
conciencia ejerza las siguientes atribuciones: 1. Suscribir Acuerdos Ministeriales y demás 
actos administrativos que se requieran dentro de los trámites de aprobación de los 
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estatutos, y otorgamiento de personalidad jurídica de movimientos , así como para, la 
reforma y codificación de estatutos; y, disolución y liquidación de organizaciones de esa 
naturaleza, 2. Suscribir oficios de registro de directivas, inclusión y exclusión de miembros 
y de reglamentos internos aprobados por los movimientos organizaciones, actores 
sociales, cultos, libertad de religión, creencia y conciencia, 3. Emitir certificaciones de 
existencia legal y demás inherentes a la vida jurídica de movimientos organizaciones, 
actores sociales, cultos, libertad de religión, creencia y conciencia; y, 4. Atender todas las 
solicitudes y consultas realizadas por los usuarios externos a través de los medios 
oficiales, en materia de movimientos organizaciones, actores sociales, cultos, libertad de 
religión, creencia y conciencia. 

Que, mediante acción de personal Nro. 0448 de 15 de mayo de 2023, se designó a Andrea 
Nicole Galarce Fonseca, como Directora de Registro de Movimientos Sociales, Cultos, 
Creencia y Conciencia. 

Que, mediante comunicación ingresada al Ministerio de la Mujer y Derechos Humanos, con trámite Nro. 
MMDH-CGAF-DA-2023-1215-E de fecha 09 de marzo de 2023, el/la señor/a Edgar Raúl Lema 
Quishpe, en calidad de Presidente Provisional de la organización en formación denominada 
IGLESIA BÍBLICA CRISTO NUESTRA VIDA. (Expediente XA-1344), solicitó la aprobación del 
Estatuto y Otorgamiento de la personería jurídica de la citada organización, para lo cual remitió la 
Documentación pertinente; 

Que, mediante Informe Técnico Jurídico Nro. MDG-VDG-SMS-DRMS-2024-0008-MEMO, de fecha 05 de 
enero de 2024, la Analista designada para el trámite, recomendó la aprobación del Estatuto y el 
reconocimiento de la personería jurídica de la citada organización religiosa en formación, por cuanto 
cumplió con todos los requisitos y condiciones exigidas en la Ley de Cultos, su Reglamento de 
Cultos Religiosos. 

En ejercicio de la delegación otorgada por el Ministro de Gobierno en el artículo 1 del Acuerdo Ministerial 
Nro. 078 de 01 de junio de 2023. 

ACUERDA: 

Artículo 1.- Aprobar el Estatuto y reconocer la personería jurídica de la organización IGLESIA BÍBLICA 
CRISTO NUESTRA VIDA. Con domicilio en el Barrio Catzuqui de Velasco, s/n, perteneciente a la parroquia 
Cotocollao, cantón Quito, Provincia de Pichincha, como organización religiosa, de derecho privado sin fines 
de lucro. 

Para el ejercicio de sus derechos, obligaciones y demás actos que le corresponda dentro de su vida jurídica, 
se sujetará estrictamente a lo que determina la Constitución de la República del Ecuador, la Ley de Cultos; 
el Reglamento de Cultos Religiosos, su Estatuto y demás normativa aplicable. 

Artículo 2.-Ordenar la publicación del presente Acuerdo en el Registro Oficial. 

Artículo 3.-Disponer que su reconocimiento se haga constar en el Registro de Organizaciones Religiosas 
del Ministerio de Gobierno y su inscripción en el Registro de la Propiedad del Cantón Quito, provincia de 
Pichincha.  

Artículo 4.- Disponer a la organización religiosa, ponga en conocimiento del Ministerio de Gobierno, 
cualquier modificación en su Estatuto; integrantes de su directiva o del gobierno interno; ingreso y salida 
de miembros; y, del representante legal, a efectos de verificar que se haya procedido conforme el 
Estatuto y ordenar su inscripción en el Registro correspondiente. 
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Artículo 5.- La referida organización religiosa deberá convocar a Asamblea General conforme su Estatuto, 
para la elección de la Directiva, en un plazo máximo de 30 días; contados a partir de la notificación del 
presente acuerdo y poner en conocimiento del Ministerio de Gobierno, para el trámite respectivo. 

Artículo 6.- El Ministerio de Gobierno, en cualquier momento, podrá ordenar la cancelación del registro de 
la referida organización religiosa y de oficio proceder con su disolución y liquidación, de comprobarse que 
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jurídico. 

Artículo 7.- Disponer que el presente Acuerdo se incorpore al respectivo expediente, el cual debe reposar 
en el Archivo de Organizaciones Religiosas del Ministerio de Gobierno, cumpliendo condiciones técnicas de 
organización, seguridad y conservación. 

Artículo 8.- Notificar al Representante Provisional de la organización religiosa, con un ejemplar del presente 
Acuerdo. 

El presente Acuerdo, entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su publicación en el 
Registro Oficial. 

COMUNÍQUESE Y PUBLÍQUESE. -  

Dado en el Distrito Metropolitano de Quito, a 05 de enero de 2024. 

Andrea Nicole Galarce Fonseca 

Directora de Registro de Nacionalidades, Pueblos Cultos, Movimientos y 
Organizaciones Sociales 

Firmado electrónicamente por:

ANDREA NICOLE 
GALARCE FONSECA
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RAZÓN: En Quito, hoy 08 de enero de 2024, CERTIFICO: que las fojas 01 y 02 
corresponden al Acuerdo Ministerial No. 150 de fecha 05 de enero de 2024, 
suscrito electrónicamente por la señorita Andrea Nicole Galarce Fonseca Directora de 
Registro de Movimientos Sociales, Cultos Creencias y Conciencia. 

Cabe indicar que el presente documento es fiel copia del original que reposa en la 
Unidad de Gestión Documental y Archivo al cual me remito en caso de ser necesario. El 
documento antes mencionado ha sido validado exitosamente, por lo que se procede 
a emitir la siguiente certificación documental electrónica. 

Sra. Tlga. María Belén Ordóñez Vera
FEDATARIO ADMINISTRATIVO INSTITUCIONAL
UNIDAD DE GESTIÓN DOCUMENTAL Y ARCHIVO

MINISTERIO DE GOBIERNO 

Firmado electrónicamente por:

MARIA BELEN ORDONEZ 
VERA
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ACUERDO MINISTERIAL No. 152

DIRECTORA DE REGISTRO DE MOVIMIENTOS SOCIALES, CULTOS, CREENCIA Y CONCIENCIA, 
DELEGADA DEL MINISTRO DE GOBIERNO 

Considerando: 

Que, el artículo 18 de la Declaración Universal de Derechos Humanos establece: "Toda persona tiene 
derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión o de creencia, así como la libertad 
de manifestar su religión o creencia, individual y colectivamente, tanto en público como en privado, 
por la enseñanza, la práctica, el culto y la observancia"; 

Que, el numeral 1 del artículo 1 de la Declaración sobre los Derechos de las Personas Pertenecientes a 
Minorías Nacionales o Étnicas, Religiosas y Lingüísticas prescribe: "Los Estados protegerán la 
existencia y la identidad nacional o étnica, cultural, religiosa y lingüística de las minorías dentro de 
los territorios respectivos y fomentarán condiciones para la promoción de esa identidad.";  

Que, en numeral 8 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador, se reconoce y garantiza 
el derecho a practicar, conservar, cambiar, profesar en público o en privado, su religión o sus 
creencias, y a difundirlas individual o colectivamente, con las restricciones que impone el respeto 
a los derechos. El Estado protegerá la práctica religiosa voluntaria, así como la expresión de quienes 
no profesan religión alguna, y favorecerá un ambiente de pluralidad y tolerancia; 

Que, en los numerales 13 y 25 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador, se 
reconocen y garantizan: “El derecho a asociarse, reunirse y manifestarse en forma libre y 
voluntaria”; y, “El derecho a acceder a bienes y servicios públicos y privados de calidad, con 
eficiencia, eficacia y buen trato, así como a recibir información adecuada y veraz sobre su contenido 
y características”; 

Que, el artículo 154, numeral 1 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone a las ministras y 
ministros de Estado, además de las atribuciones establecidas en la ley, “(…) 1. Ejercer la rectoría 
de las políticas públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y resoluciones administrativas 
que requiera su gestión (…)”; 

Que, el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador prescribe: “Las instituciones del 
Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que 
actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y facultades que 
les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones para el 
cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la 
Constitución”; 

Que, el artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador establece que la administración 
pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia, 
calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación, participación, planificación, 
transparencia y evaluación; 

Que, el artículo 1 de la Ley de Cultos, prescribe: “Las diócesis y las demás organizaciones religiosas de 
cualquier culto que fuesen, establecidas o que se establecieren en el país, para ejercer derechos y 
contraer obligaciones civiles, enviarán al Ministerio de Cultos el Estatuto del organismo que tenga 
a su cargo el Gobierno y administración de sus bienes, así como el nombre de la persona que, de 
acuerdo con dicho Estatuto, haya de representarlo legalmente. En el referido Estatuto se 
determinará el personal que constituya el mencionado organismo, la forma de elección y renovación 
del mismo y las facultades de que estuviere investido”; 
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Que, el artículo 3 de la Ley de Cultos, determina: “El Ministerio de Cultos dispondrá que el Estatuto a 
que se refiere el artículo 1 se publique en el Registro Oficial y que se inscriba en la Oficina de 
Registrador de la Propiedad del Cantón o Cantones en que estuvieren situados los bienes de cuya 
administración se trate. Esta inscripción se hará en un libro especial que se denominará "Registro 
de las Organizaciones Religiosas", dentro de los ocho días de recibida la orden Ministerial”; 

Que, El artículo 30 del Reglamento de Cultos Religiosos establece que la entidad religiosa que se 
disolviera por su propia voluntad, deberá determinar otra entidad de carácter religioso o de carácter 
benéfico a la que deban pasar sus bienes. A falta de esta determinación hecha en el plazo de 
sesenta días, la hará el Ministro de Gobierno, previa consulta a las autoridades mencionadas en los 
números 1 y 2 del artículo 4; 

Que, el artículo 11 del Reglamento para el Otorgamiento de Personalidad Jurídica a las Organizaciones 
Sociales (Decreto Ejecutivo 193), prescribe: “En el caso de otras formas de organización social, 
nacionales o extranjeras, que se rigen por sus propias leyes, tales como: comunas, juntas de agua, 
juntas de regantes, centros agrícolas, cámaras de agricultura, etcétera, en lo que fuere aplicable, 
observarán las disposiciones de este Reglamento como norma supletoria; 

Que, el artículo 20 del Reglamento para el Otorgamiento de Personalidad Jurídica a las Organizaciones 
Sociales establece que las organizaciones sujetas a este Reglamento, podrán ser disueltas y 
liquidadas por voluntad de sus socios, mediante resolución en Asamblea General, convocada 
expresamente para el efecto y con el voto de las dos terceras partes de sus integrantes; 

Que, el artículo 17 del ERJAFE, establece que los Ministros de Estado son competentes para el despacho 
de todos los asuntos inherentes a sus ministerios sin necesidad de autorización alguna del 
Presidente de la República, salvo los casos expresamente señalados en leyes especiales. Los 
Ministros de Estado, dentro de la esfera de su competencia, podrán delegar sus atribuciones y 
deberes al funcionario inferior jerárquico de sus respectivos Ministerios, cuando se ausenten en 
comisión de servicios al exterior o cuando lo estimen conveniente, siempre y cuando las 
delegaciones que concedan no afecten a la buena marcha del Despacho Ministerial, todo ello sin 
perjuicio de las funciones, atribuciones y obligaciones que de acuerdo con las leyes y reglamentos 
tenga el funcionario delegado; 

Que   con Decreto Ejecutivo Nro. 5 de 23 de noviembre de 2023, el Presidente Constitucional de la 
República del Ecuador, nombró a la Abogada Mónica Palencia Núñez, como Ministra de Gobierno; 

Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 608 de 29 de noviembre de 2022 emitido por el 
Presidente de la República, en el que transfiere la competencia de movimientos 
organizaciones, actores sociales, cultos, libertad de religión, creencia y conciencia, de la 
Secretaría de Derechos Humanos al Ministerio de Gobierno; donde dispuso que el 
Ministerio de Gobierno tendrá atribución para legalizar y registrar estatutos, directivas y 
actos administrativos en el marco de sus competencias de organizaciones de religión 
creencia y conciencia, aprobados según el derecho propio o consuetudinario. El registro 
de las organizaciones de religión creencia y conciencia se hará bajo el respeto a los 
principios de libre asociación y autodeterminación; 

Que, mediante Acuerdo Ministerial Nro. 078 de 01 de junio de 2023, el señor Ministro de 
Gobierno, delega  al/la Director/a de Registro, de Movimientos Sociales, Cultos, Creencia 
y Conciencia, del Ministerio de Gobierno, o quien haga sus veces, para que a nombre y 
en representación del Titular, en el marco del Decreto Ejecutivo Nro. 608 de 29 de 
noviembre de 2022, de conformidad con la Ley de Cultos, Reglamento de Cultos 
Religiosos y demás normativa del ordenamiento jurídico vigente, en materia de 
movimientos, organizaciones, actores sociales, cultos, libertad de religión, creencia y 
conciencia ejerza las siguientes atribuciones: 1. Suscribir Acuerdos Ministeriales y demás 
actos administrativos que se requieran dentro de los trámites de aprobación de los 
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actos administrativos en el marco de sus competencias de organizaciones de religión 
creencia y conciencia, aprobados según el derecho propio o consuetudinario. El registro 
de las organizaciones de religión creencia y conciencia se hará bajo el respeto a los 
principios de libre asociación y autodeterminación; 

Que, mediante Acuerdo Ministerial Nro. 078 de 01 de junio de 2023, el señor Ministro de 
Gobierno, delega  al/la Director/a de Registro, de Movimientos Sociales, Cultos, Creencia 
y Conciencia, del Ministerio de Gobierno, o quien haga sus veces, para que a nombre y 
en representación del Titular, en el marco del Decreto Ejecutivo Nro. 608 de 29 de 
noviembre de 2022, de conformidad con la Ley de Cultos, Reglamento de Cultos 
Religiosos y demás normativa del ordenamiento jurídico vigente, en materia de 
movimientos, organizaciones, actores sociales, cultos, libertad de religión, creencia y 
conciencia ejerza las siguientes atribuciones: 1. Suscribir Acuerdos Ministeriales y demás 
actos administrativos que se requieran dentro de los trámites de aprobación de los 

estatutos, y otorgamiento de personalidad jurídica de movimientos , así como para, la 
reforma y codificación de estatutos; y, disolución y liquidación de organizaciones de esa 
naturaleza, 2. Suscribir oficios de registro de directivas, inclusión y exclusión de miembros 
y de reglamentos internos aprobados por los movimientos organizaciones, actores 
sociales, cultos, libertad de religión, creencia y conciencia, 3. Emitir certificaciones de 
existencia legal y demás inherentes a la vida jurídica de movimientos organizaciones, 
actores sociales, cultos, libertad de religión, creencia y conciencia; y, 4. Atender todas las 
solicitudes y consultas realizadas por los usuarios externos a través de los medios 
oficiales, en materia de movimientos organizaciones, actores sociales, cultos, libertad de 
religión, creencia y conciencia. 

Que, mediante acción de personal Nro. 0448 de 15 de mayo de 2023, se designó a Andrea 
Nicole Galarce Fonseca, como Directora de Registro de Movimientos Sociales, Cultos, 
Creencia y Conciencia. 

Que, mediante comunicación ingresada al extinto Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, con trámite 
Nro. GSG-2010-6694 de fecha 30 de agosto de 2010, el/la señor/a. Juan Quintanilla Naranjo, en 
calidad de Presidente Provisional de la organización en formación denominada MISIÓN 
NACIONAL EVANGÉLICA PENTECOSTÉS “REDIMIDA DE CRISTO”. (Expediente N-116), 
solicitó la aprobación del Estatuto y Otorgamiento de la personería jurídica de la citada 
organización, para lo cual remitió la Documentación pertinente; 

Que, mediante Informe Técnico Jurídico Nro. MDG-VDG-SMS-DRMS-2024-0008-MEMO, de fecha 05 de 
enero de 2024, la Analista designada para el trámite, recomendó la aprobación del Estatuto y el 
reconocimiento de la personería jurídica de la citada organización religiosa en formación, y cambia 
de denominación de MISIÓN NACIONAL EVANGÉLICA PENTECOSTÉS “REDIMIDA DE CRISTO a 
MISIÓN EVANGÉLICA PENTECOSTÉS REDIMIDA DE CRISTO, por cuanto cumplió con todos 
los requisitos y condiciones exigidas en la Ley de Cultos, su Reglamento de Cultos Religiosos. 

En ejercicio de la delegación otorgada por el Ministro de Gobierno en el artículo 1 del Acuerdo Ministerial 
Nro. 078 de 01 de junio de 2023. 

ACUERDA: 

Artículo 1.- Aprobar el Estatuto y reconocer la personería jurídica de la organización MISIÓN 
EVANGÉLICA PENTECOSTÉS REDIMIDA DE CRISTO. Con domicilio en el Barrio Santa Rosa, calle 
Humberto del Pozo y Cándido Rada, cantón Caluma, Provincia de Bolívar, como organización religiosa, de 
derecho privado sin fines de lucro. 

Para el ejercicio de sus derechos, obligaciones y demás actos que le corresponda dentro de su vida jurídica, 
se sujetará estrictamente a lo que determina la Constitución de la República del Ecuador, la Ley de Cultos; 
el Reglamento de Cultos Religiosos, su Estatuto y demás normativa aplicable. 

Artículo 2.-Ordenar la publicación del presente Acuerdo en el Registro Oficial. 

Artículo 3.-Disponer que su reconocimiento se haga constar en el Registro de Organizaciones Religiosas 
del Ministerio de Gobierno y su inscripción en el Registro de la Propiedad del Cantón Caluma, provincia de 
Bolívar.  

Artículo 4.- Disponer a la organización religiosa, ponga en conocimiento del Ministerio de Gobierno, 
cualquier modificación en su Estatuto; integrantes de su directiva o del gobierno interno; ingreso y salida 
de miembros; y, del representante legal, a efectos de verificar que se haya procedido conforme el 
Estatuto y ordenar su inscripción en el Registro correspondiente. 
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Artículo 5.- La referida organización religiosa deberá convocar a Asamblea General conforme su Estatuto, 
para la elección de la Directiva, en un plazo máximo de 30 días; contados a partir de la notificación del 
presente acuerdo y poner en conocimiento del Ministerio de Gobierno, para el trámite respectivo. 

Artículo 6.- El Ministerio de Gobierno, en cualquier momento, podrá ordenar la cancelación del registro de 
la referida organización religiosa y de oficio proceder con su disolución y liquidación, de comprobarse que 
no cumple con sus fines y objetivos o se evidencien hechos que constituyan violaciones al ordenamiento 
jurídico. 

Artículo 7.- Disponer que el presente Acuerdo se incorpore al respectivo expediente, el cual debe reposar 
en el Archivo de Organizaciones Religiosas del Ministerio de Gobierno, cumpliendo condiciones técnicas de 
organización, seguridad y conservación. 

Artículo 8.- Notificar al Representante Provisional de la organización religiosa, con un ejemplar del presente 
Acuerdo. 

El presente Acuerdo, entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su publicación en el 
Registro Oficial. 

COMUNÍQUESE Y PUBLÍQUESE. -  

Dado en el Distrito Metropolitano de Quito, a 11 de enero de 2024. 

Andrea Nicole Galarce Fonseca 

Directora de Registro de Movimientos Sociales, Cultos, Creencia y Conciencia. 

Firmado electrónicamente por:

ANDREA NICOLE 
GALARCE FONSECA
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Artículo 5.- La referida organización religiosa deberá convocar a Asamblea General conforme su Estatuto, 
para la elección de la Directiva, en un plazo máximo de 30 días; contados a partir de la notificación del 
presente acuerdo y poner en conocimiento del Ministerio de Gobierno, para el trámite respectivo. 

Artículo 6.- El Ministerio de Gobierno, en cualquier momento, podrá ordenar la cancelación del registro de 
la referida organización religiosa y de oficio proceder con su disolución y liquidación, de comprobarse que 
no cumple con sus fines y objetivos o se evidencien hechos que constituyan violaciones al ordenamiento 
jurídico. 

Artículo 7.- Disponer que el presente Acuerdo se incorpore al respectivo expediente, el cual debe reposar 
en el Archivo de Organizaciones Religiosas del Ministerio de Gobierno, cumpliendo condiciones técnicas de 
organización, seguridad y conservación. 

Artículo 8.- Notificar al Representante Provisional de la organización religiosa, con un ejemplar del presente 
Acuerdo. 

El presente Acuerdo, entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su publicación en el 
Registro Oficial. 

COMUNÍQUESE Y PUBLÍQUESE. -  

Dado en el Distrito Metropolitano de Quito, a 11 de enero de 2024. 

Andrea Nicole Galarce Fonseca 

Directora de Registro de Movimientos Sociales, Cultos, Creencia y Conciencia. 

Firmado electrónicamente por:

ANDREA NICOLE 
GALARCE FONSECA

RAZÓN: En Quito, hoy 15 de enero de 2024, CERTIFICO: que las fojas 01 y 02 
corresponden al Acuerdo Ministerial No. 152 de fecha 11 de enero de 2024, 
suscrito electrónicamente por la señorita Andrea Nicole Galarce Fonseca Directora de 
Registro de Movimientos Sociales, Cultos Creencias y Conciencia. 

Cabe indicar que el presente documento es fiel copia del original que reposa en la 
Unidad de Gestión Documental y Archivo al cual me remito en caso de ser necesario. El 
documento antes mencionado ha sido validado exitosamente, por lo que se procede 
a emitir la siguiente certificación documental electrónica. 

Sra. Tlga. María Belén Ordóñez Vera
FEDATARIO ADMINISTRATIVO INSTITUCIONAL
UNIDAD DE GESTIÓN DOCUMENTAL Y ARCHIVO

MINISTERIO DE GOBIERNO 

Firmado electrónicamente por:

MARIA BELEN ORDONEZ 
VERA
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Acuerdo Ministerial Nro. 153

Dra. Mónica Rosa Irene Palencia Núñez
MINISTRA DE GOBIERNO 

CONSIDERANDO:

Que, el artículo 83 de la Constitución de la República del Ecuador establece: “Son deberes 
y responsabilidades de las ecuatorianas y los ecuatorianos, sin perjuicio de otros
previstos en la Constitución y la ley: 1. Acatar y cumplir la Constitución, la ley y las
decisiones legítimas de autoridad competente (…)”;

Que, el artículo 154 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone: "A las
ministras y ministros de Estado, además de las atribuciones establecidas en la ley, les
corresponde: 1. Ejercer la rectoría de las políticas públicas del área a su cargo y 
expedir los acuerdos y resoluciones administrativas que requiera su gestión";

Que, el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador, instituye: "Las 
instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores
públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán 
solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y
la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y
hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución";

Que, el artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “La
administración pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los 
principios de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, 
descentralización, coordinación, participación, planificación, transparencia y 
evaluación”;

Que, el artículo 67 del Código Orgánico Administrativo dispone que: “El ejercicio de las 
competencias asignadas a los órganos o entidades administrativas incluye, no solo lo 
expresamente definido en la ley, sino todo aquello que sea necesario para el
cumplimiento de sus funciones.”;

Que, el artículo 1 de la Ley de Cultos, expedida con Decreto Supremo Nro. 212, publicada 
en el Registro Oficial Nro. 547, de 23 de julio de 1937, establece: “Las diócesis y las 
demás organizaciones religiosas de cualquier culto que fuesen, establecidas o que se 
establecieren en el país, para ejercer derechos y contraer obligaciones civiles,
enviarán al Ministerio de Cultos el Estatuto del organismo que tenga a su cargo el 
Gobierno y administración de sus bienes, así como el nombre de la persona que, de 
acuerdo con dicho estatuto, haya de representarlo legalmente. En el referido Estatuto
se determinará el personal que constituya el mencionado organismo, la forma de
elección y renovación del mismo y las facultades de que estuviere investido.”;

Que, el artículo 2 de la Ley de Cultos reformado por la Sentencia 48-16-IN/21, publicada 
en el Registro Oficial Edición Constitucional Nro. 202 de 19 de julio de 2021, señala: 
“La representación legal de que habla el artículo anterior no podrá ser
ejercida sino por personas con las facultades suficientes para representar a las 
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entidades referidas, en juicio y fuera de él, en cuántos casos fuere menester. El
Organismo administrativo, lo propio que el representante legal, tendrá 
necesariamente su domicilio en el Ecuador.”

Que, el artículo 4 Ut Supra, señala: “Siempre que ocurriere alguna modificación en los 
Estatutos o en el personal de la corporación administrativa, lo mismo que cuando 
cambiare el personero o representante de dicha entidad, se comunicará al Ministerio
de Cultos para que éste ordene que se tome nota en los respectivos Registros.”;

Que, el artículo 1 del Reglamento de Cultos Religiosos, expedido con Decreto Ejecutivo
Nro. 1682, publicado en el Registro Oficial Nro. 365 de 20 de enero de 2000, 
establece: “Para cumplir lo previsto en el artículo 1 del Decreto Supremo 212, 
publicado en el Registro Oficial 547, de 23 de julio de 1937, y especialmente lo 
señalado para las entidades católicas por el artículo quinto del Modus Vivendi 
celebrado con la Santa Sede, el Ministro de Gobierno expedirá el Acuerdo respectivo, 
para ordenar la inscripción de la entidad religiosa en el Registro Especial de los 
Registradores de la Propiedad, y la publicación del Estatuto en el Registro Oficial.”;

Que, el artículo 11 del reglamento Ut Supra, señala: “Además del Registro de Entidades
Religiosas que debe llevar cada Registrador de la Propiedad, conforme al Art. 3 del 
Decreto Supremo 212, publicado en el Registro Oficial 547, de 23 de julio de 1937,
habrá también un Registro General de Entidades Religiosas a cargo del Ministerio de 
Gobierno, Secretaría de Estado de Gobierno, Policía, Justicia, Cultos y 
Municipalidades, para fines estadísticos y de control.”;

Que, el artículo 17 del Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la Función 
Ejecutiva señala: “Los Ministros de Estado son competentes para el despacho de 
todos los asuntos inherentes a sus ministerios sin necesidad de autorización alguna 
del Presidente de la República, salvo los casos expresamente señalados en leyes 
especiales.(…)”;

Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 608 de 29 de noviembre de 2022, el Presidente de la
República del Ecuador, decreta: “Art. 2.- Transfiérase la competencia de 
movimientos, organizaciones, actores sociales, cultos, libertad de religión, creencia y 
conciencia de la Secretaría de Derechos Humanos al Ministerio de Gobierno.”; y, en 
función de lo cual, establece que el Ministerio de Gobierno ejercerá en esa materia las 
siguientes atribuciones: “1. Emitir política pública en la temática de cultos, libertad 
de religión, creencia y conciencia; 2. Ejercer las atribuciones establecidas e n la Ley
de Cultos y su Reglamento, en donde se especifique atribuciones al ente rector en 
materia de cultos;(…);

Que, mediante sentencia de 18 de noviembre de 2019, el Tribunal de Garantías Penales de 
Pichincha, dicta sentencia dentro de la causa No. 17282-2018-03064, disponiendo 
como medidas de reparación integral: “(…) ofíciese a la Secretaria Nacional de 
Planificación, a la Secretaria de la Presidencia de la República y Secretaria de 
Derechos Humanos del Ecuador; a fin de que el ente rector de Cultos en el Ecuador
conociendo un extracto del presente caso implemente un Registro de Pastores, 
Pastoras, Líderes Religiosos, Ministros y Ministras de Cultos. (…) ofíciese a la 
Iglesia del Evangelio Cuadrangular del Ecuador disponiendo el retiro inmediato del 
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nombre “Iglesia Oasis de Esperanza” de esta comunidad y dejando prohibido el uso 
de este nombre para iglesias de esta denominación (…)”;

Que, mediante Memorando MDG-CGJ-DPJ-2023-0399-M de 30 de octubre de 2023, 
dirigido al Subsecretario de Movimientos Sociales, Libertad De Cultos, Creencia y 
Conciencia, la Directora de Patrocinio Judicial del Ministerio de Gobierno, en virtud
de la sentencia dictada en la causa No. 17282-2018-03064, manifiesta y solicita: “(…) 
me permito remitir la disposición judicial así como la documentación de respaldo,
con el propósito de que se digne disponer con el carácter de urgente, se realice las 
acciones que estime necesarias en el cumplimiento de la segunda parte de la 
sentencia con respecto al registro de pastores, pastoras, lídere [Sic] religiosos,
ministros y ministras de cultos. De igual manera se informe sobre la existencia y 
cambio de nombre de la iglesia “Oasis de Esperanza” y de que de así hacerlo, sean 
la entidad correspondiente quien tome las medidas en el caso de no estar legalizada. 
Las acciones que realicen entorno a este asunto, ruego a usted mantener informado a 
este despacho con el propósito de comunicar a la autoridad judicial correspondiente 
(…)”;

Que, mediante Memorando Nro. MDG-VDG-SDN-2023-0084-MEMO de 16 de 
noviembre de 2023, suscrito por el Subsecretario de Movimientos Sociales, Libertad
De Cultos, Creencia y Conciencia, en contestación a la información requerida por la
Directora de Patrocinio Judicial del Ministerio de Gobierno, manifiesta: “(…)En lo 
relativo al cumplimiento de la medida de reparación integral que dispone la 
implementación de un “Registro de Pastores, Pastoras, Líderes Religiosos, Ministros
y Ministras de Culto”, esta Subsecretaría considera procedente la emisión de un
Acuerdo Ministerial, como acto administrativo que resuelva el cumplimiento 
inmediato de la medida de reparación, siguiendo la misma línea del precitado 
Acuerdo Ministerial Nro. MMDH-MMDH-2023-0001-A del Ministerio de la Mujer y 
Derechos Humanos de fecha 30 de enero de 2023”;

Que, con Memorando Nro. MDG-CGJ-DPJ-2023-0428-M, de 21 de noviembre de 2023, 
dirigido al Director de Asesoría Jurídica, la Directora de Patrocinio Judicial del 
Ministerio de Gobierno, en la parte pertinente manifiesta: “(…) 1.2.- En
cumplimiento al traslado de competencias del Ministerio de la Mujer y Derechos 
Humanos al Ministerio de Gobierno se emite el oficio No. MMDH-DNAJ-2023-0156-
0 de 12 de abril de 2023 suscrito por la Dra. Ximena de Lourdes Garbay Mancheno, 
Directora de Asesoría Jurídica del Ministerio de la Mujer y Derechos Humanos, 
comunica al señor Coordinador Jurídico del Ministerio de Gobierno, el informe de 
las acciones ejecutadas en este caso concreto y señala que: “(...) 1.3.- Mediante acta 
entrega recepción de 21 de abril de 2023, suscrito por la abogada Ximena Garbay
Directora de Asesoría Jurídica del Ministerio de la Mujer y Derechos Humanos y la 
abogada Tannia Loyola Moreano Directora de Patrocinio Judicial del Ministerio de 
Gobierno remiten la carpeta de cumplimiento de medidas cautelares No. 17281-
2018-03064 en 47 fojas útiles. (…) 1.6.- De lo antes indicado se debe acotar que la 
Secretaria de Derechos Humanos no ha cumplido de manera integral con la 
ejecución de la sentencia, dejando disposiciones judiciales pendientes de ejecución y 
que deben de ser acatadas por esta cartera de Estado en base al Decreto Ejecutivo No.
609 de 29 de noviembre de 2022. 2.- SOLICITUD: Por las consideraciones 
expuestas, remito para su conocimiento la documentación de respaldo, con el 
propósito de que se realice el análisis de la propuesta de Acuerdo Ministerial que ha 
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sido remitida por la Secretaria de Movimientos Sociales, Libertad de Cultos, 
Creencias y Conciencia con respecto al cumplimiento de la sentencia sobre el 
registro de pastores, pastoras, líderes religiosos, ministros y ministras de cultos”;

Que, mediante Memorando Nro. MDG-CGJ-2023-0593-MEMO de 21 de noviembre de
2023, la Coordinación General Jurídica, informa al Subsecretario de Movimientos 
Sociales, Libertad de Cultos, Creencia y Conciencia, que la Dirección de Asesoría 
Jurídica, ha procedido a elaborar un Proyecto de Acuerdo Ministerial, con el cual se 
implementa el Registro de Pastores, Pastoras, Líderes Religiosos, Ministros y 
Ministras de Cultos, ajustado a la normativa vigente, que recoge la información 
técnica proporcionada en el Memorando Nro. MDG-VDG-SDN-2023-0084-MEMO
de 16 de noviembre de 2023; y, en ese contexto, se remitió el referido proyecto a fin 
de que proceda a consensuar con la Coordinación General de Tecnologías de la 
Información y Comunicación y de ser el caso se emitan las observaciones técnicas 
que ameriten;

Que, Mediante Decreto Ejecutivo No. 5 de 23 de noviembre de 2023, el Presidente de la 
República del Ecuador, designó a la doctora Mónica Rosa Irene Palencia Núñez, como
Ministra de Gobierno;

Que, con Memorando Nro. MDG-VDG-SDN-2023-0098-MEMO de 01 de diciembre de 
2023, la Subsecretaría de Movimientos Sociales, Libertad de Cultos, Creencia y 
Conciencia, remite a la Coordinación General Jurídica, el Proyecto de Acuerdo 
Ministerial incorporando con control de cambios las observaciones técnicas 
trabajadas y consensuadas con la Coordinación General de Tecnologías de la 
Información, atendiendo la viabilidad administrativa y tecnológica de la 
implementación del Registro de Pastores;

Que, Mediante memorando No. MDG-VDG-SDN-2023-0102-MEMO de 13 de diciembre 
de 2023, la Subsecretaria de Movimientos Sociales, Libertad de Cultos, Creencia y 
Conciencia comunica, que el Ministerio de Trabajo resuelve cambiar las 
denominaciones de puesto de esta Subsecretaria y de sus dos Direcciones quedando 
establecida de la siguiente manera: 
- Subsecretario/a de Movimientos Sociales, Libertad de Cultos, Creencia y

Conciencia.
- Director/a de Registro de Movimientos Sociales, Cultos, Creencia y Conciencia.
- Director/a de Gestión de Movimientos Sociales y Política Pública de Cultos,

Creencia y Conciencia.

Que, En función de las competencias asumidas por esta Cartera de Estado en el marco de 
la normativa vigente, corresponde dar cumplimiento con las medidas de reparación 
dictadas en sentencia por el Tribunal de Garantías Penales de Pichincha, dentro de la 
causa No. 17282- 2018-03064; y,

En ejercicio de las atribuciones conferidas en el artículo 154 numeral 1 de la Constitución de
la República del Ecuador y el artículo 17 del Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo 
de la Función Ejecutiva,
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ACUERDA:

EXPEDIR EL INSTRUCTIVO PARA EL REGISTRO DE PASTORES, PASTORAS, 
LÍDERES RELIGIOSOS, MINISTRAS Y MINISTROS DE CULTOS.

Artículo 1.- Implementar el Registro de Pastores, Pastoras, Líderes Religiosos, Ministros y
Ministras de Cultos, mismo que complementará la información contenida en el Registro 
General de Entidades Religiosas, constituidas al amparo de la Ley de Cultos y el Reglamento 
de Cultos Religiosos, y que estará a cargo de la Dirección de Registro de Movimientos 
Sociales, Libertad de Cultos, Creencia y Conciencia o la que hiciere sus veces.

Artículo 2.- El Registro de Pastores, Pastoras, Líderes Religiosos, Ministros y Ministras de 
Cultos, constituye una base de datos de recopilación de información y consulta sobre las 
autoridades que bajo dichas prelaturas religiosas, tienen a cargo el liderazgo y guía espiritual 
de los fieles de cada organización religiosa; el cual, se alimentará con la siguiente 
información: nombres y apellidos, número de cédula de ciudadanía o pasaporte, 
denominación del cargo religioso y vigencia del mismo, con especificación de día, mes y año
y dirección donde se ejercen las actividades, misma que deberá ser proporcionada por las 
organizaciones religiosas en el contexto del presente Acuerdo Ministerial, en concordancia 
con lo dispuesto en la Ley de Cultos.

Artículo 3.- La información señalada en el artículo precedente, además será indispensable en 
la tramitación de constitución, aprobación y reforma de estatutos, inscripción del organismo 
encargado del gobierno y administración de los bienes, inscripción del representante legal y 
demás actos relacionados con la vida jurídica de las organizaciones religiosas.

Artículo 4.- La Coordinación General de Tecnologías de la Información y Comunicación, en 
conjunto con la Dirección de Registro de Movimientos Sociales, Cultos, Creencia y 
Conciencia del Ministerio de Gobierno o la que hiciere sus veces, aplicará los mecanismos 
tecnológicos y técnicos que sean necesarios para garantizar la implementación, actualización
y mantenimiento del Registro de Pastores, Pastoras, Líderes Religiosos, Ministros y Ministras 
de Cultos; así como la disponibilidad de la información que contiene el mismo.

Artículo 5.- A la Dirección de Registro de Movimientos Sociales, Cultos, Creencia y 
Conciencia del Ministerio de Gobierno o la que hiciere sus veces, le corresponderá, la 
difusión y socialización, a las organizaciones religiosas contenidas en el Registro General de 
Entidades Religiosas, sobre la implementación del Registro de Pastores, Pastoras, Líderes 
Religiosos, Ministros y Ministras de Cultos, en el plazo de un mes, en el contexto del 
presente Acuerdo Ministerial.

DISPOSICIONES GENERALES

PRIMERA.- De la ejecución y cumplimiento del presente Acuerdo Ministerial, encárguense 
la Coordinación General de Tecnologías de la Información y Comunicación; la Subsecretaría 
de Movimientos Sociales, Libertad De Cultos, Creencia y Conciencia; y, la Dirección de 
Registro de Movimientos Sociales, Cultos, Creencia y Conciencia o la que hiciere sus veces.

SEGUNDA.- Póngase en conocimiento de la Coordinación General Jurídica y de la 
Dirección de Patrocinio Judicial, a fin de que hagan saber al órgano jurisdiccional competente 
sobre el cumplimiento de las medidas de reparación dictadas dentro del juicio Nro. 17282-
2018-03064, por el delito de plagio con resultado de muerte de la ciudadana Juliana 
Campoverde (+).
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TERCERA.- Póngase en conocimiento de la Dirección Administrativa del Ministerio de 
Gobierno a fin de que proceda al registro y archivo respectivo; así como para que proporcione
el número de copias certificadas que sean requeridas por las Unidades administrativas inmersas
en el presente instrumento.

DISPOSICION TRANSITORIA

Única.- Dentro del término máximo de sesenta días contados a partir de la expedición del 
presente Acuerdo Ministerial, todas las organizaciones religiosas constituidas al amparo de la 
Ley de Cultos y el Reglamento de Cultos Religiosos, deberán presentar ante la Dirección de 
Registro de Movimientos Sociales, Cultos, Creencia y Conciencia o la que hiciere sus veces,
la información señalada en el artículo 2 del presente Acuerdo Ministerial para el registro 
correspondiente, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3 de éste instrumento.

DISPOSICIÓN FINAL. - El presente Acuerdo Ministerial entrará en vigencia a partir de su 
suscripción, sin perjuicio de su publicación en el Registro Oficial.

COMUNÍQUESE Y PUBLÍQUESE. -

Dado y firmado en la ciudad de Quito, Distrito Metropolitano, a los 23 días del mes de enero de 
2024.

Dra. Mónica Rosa Irene Palencia Núñez
MINISTRA DE GOBIERNO

Firmado electrónicamente por:

MONICA ROSA IRENE 
PALENCIA NUÑEZ
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RAZÓN: En Quito, hoy 24 de enero de 2024, CERTIFICO: que desde la foja 01 a la foja 
03 corresponden al Acuerdo Ministerial No. 153 de fecha 23 de enero de 2024, 
suscrito electrónicamente por la Doctora Mónica Rosa Irene Palencia Núñez Ministra 
de Gobierno. 

Cabe indicar que el presente documento es fiel copia del original que reposa en la 
Unidad de Gestión Documental y Archivo al cual me remito en caso de ser necesario. El 
documento antes mencionado ha sido validado exitosamente, por lo que se procede a 
emitir la siguiente certificación documental electrónica. 

Sra. Tlga. María Belén Ordóñez Vera
FEDATARIO ADMINISTRATIVO INSTITUCIONAL
UNIDAD DE GESTIÓN DOCUMENTAL Y ARCHIVO

MINISTERIO DE GOBIERNO 

Firmado electrónicamente por:

MARIA BELEN ORDONEZ 
VERA

ACUERDO Nro. MPCEIP-MPCEIP-2024-0009-A  

SRA. MGS. MARÍA SONSOLES GARCÍA LEÓN 

MINISTRA DE PRODUCCIÓN COMERCIO EXTERIOR INVERSIONES Y 
PESCA 

CONSIDERANDO:

Que, el numeral 1 del artículo 154 de la Constitución de la República del Ecuador,

dispone lo siguiente: “A las ministras y ministros de Estado, además de las atribuciones
establecidas en la ley, les corresponde: 1. Ejercer la rectoría de las políticas públicas del
área a su cargo y expedir los acuerdos y resoluciones administrativas que requiera su
gestión (…)";

Que, el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador, determina que: “Las
instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores
públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente
las competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán
el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce
y ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución”; 

Que, en el artículo 227 de la Carta Magna, establece que: “La Administración Pública
constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia,
eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación,
participación, planificación, transparencia y evaluación”; 

Que, el artículo 149 del Código Orgánico Monetario y Financiero, dispone: “Sistema de
garantía crediticia. Créase el sistema de garantía crediticia como un mecanismo que
tiene por objeto afianzar obligaciones crediticias u obligaciones y garantías destinadas a
asegurar el cumplimiento de contratos amparados por la Ley Orgánica del Sistema de
Contratación Pública de las personas que no están en capacidad de concretar proyectos
con el sistema financiero nacional o contratos como proveedores del Estado por falta de
garantías, tales como primeros emprendedores, madres solteras, personas en movilidad
humana, con discapacidad, jóvenes y otras personas pertenecientes a grupos de atención
prioritaria. (…)”;

Que, la Disposición Transitoria Octava del Código Orgánico Monetario y Financiero,

establece: “Octava.- Sistema de garantía crediticia. El sistema de garantía crediticia
referido en la Ley de Creación del Sistema de Garantía Crediticia, seguirá operando de
acuerdo con las disposiciones aplicables a la fecha de vigencia de este Código, hasta su
transformación en el sistema de garantía crediticia señalado en el artículo 149, de
acuerdo con las regulaciones que emita la Junta de Política y Regulación Monetaria y
Financiera. (…)”;

Que, el artículo 7 del Código Orgánico Administrativo (COA), señala: “Principio de
desconcentración. La función administrativa se desarrolla bajo el criterio de distribución
objetiva de funciones, privilegia la delegación de la repartición de funciones entre los
órganos de una misma administración pública, para descongestionar y acercar las
administraciones a las personas.”; 
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ACUERDO Nro. MPCEIP-MPCEIP-2024-0009-A  

SRA. MGS. MARÍA SONSOLES GARCÍA LEÓN 

MINISTRA DE PRODUCCIÓN COMERCIO EXTERIOR INVERSIONES Y 
PESCA 

CONSIDERANDO:

Que, el numeral 1 del artículo 154 de la Constitución de la República del Ecuador,

dispone lo siguiente: “A las ministras y ministros de Estado, además de las atribuciones
establecidas en la ley, les corresponde: 1. Ejercer la rectoría de las políticas públicas del
área a su cargo y expedir los acuerdos y resoluciones administrativas que requiera su
gestión (…)";

Que, el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador, determina que: “Las
instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores
públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente
las competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán
el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce
y ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución”; 

Que, en el artículo 227 de la Carta Magna, establece que: “La Administración Pública
constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia,
eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación,
participación, planificación, transparencia y evaluación”; 

Que, el artículo 149 del Código Orgánico Monetario y Financiero, dispone: “Sistema de
garantía crediticia. Créase el sistema de garantía crediticia como un mecanismo que
tiene por objeto afianzar obligaciones crediticias u obligaciones y garantías destinadas a
asegurar el cumplimiento de contratos amparados por la Ley Orgánica del Sistema de
Contratación Pública de las personas que no están en capacidad de concretar proyectos
con el sistema financiero nacional o contratos como proveedores del Estado por falta de
garantías, tales como primeros emprendedores, madres solteras, personas en movilidad
humana, con discapacidad, jóvenes y otras personas pertenecientes a grupos de atención
prioritaria. (…)”;

Que, la Disposición Transitoria Octava del Código Orgánico Monetario y Financiero,

establece: “Octava.- Sistema de garantía crediticia. El sistema de garantía crediticia
referido en la Ley de Creación del Sistema de Garantía Crediticia, seguirá operando de
acuerdo con las disposiciones aplicables a la fecha de vigencia de este Código, hasta su
transformación en el sistema de garantía crediticia señalado en el artículo 149, de
acuerdo con las regulaciones que emita la Junta de Política y Regulación Monetaria y
Financiera. (…)”;

Que, el artículo 7 del Código Orgánico Administrativo (COA), señala: “Principio de
desconcentración. La función administrativa se desarrolla bajo el criterio de distribución
objetiva de funciones, privilegia la delegación de la repartición de funciones entre los
órganos de una misma administración pública, para descongestionar y acercar las
administraciones a las personas.”; 
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Que, el Capítulo Segundo del Título I del Libro Primero del Código Orgánico

Administrativo, COA, establece las normas generales para el funcionamiento de los

cuerpos colegiados de la Administración Pública; 

Que, el artículo 68 del Código antes referido, señala que: “La competencia es
irrenunciable y se ejerce por los órganos o entidades señalados en el ordenamiento
jurídico, salvo los casos de delegación, avocación, suplencia, subrogación,
descentralización y desconcentración cuando se efectúen en los términos previstos en la 
ley”; 

Que, el artículo 69 de dicho Código, sobre la delegación de competencias, prevé: “Los
órganos administrativos pueden delegar el ejercicio de sus competencias, incluida la de
gestión: 1. Otros órganos o entidades de la misma administración pública,
jerárquicamente dependientes. (…)”;

Que, el artículo 70 del Código referido, sobre el contenido de la delegación, señala que:

“La delegación contendrá: 1. La especificación del delegado. 2. La especificación del
órgano delegante y la atribución para delegar dicha competencia. 3. Las competencias
que son objeto de delegación o los actos que el delegado debe ejercer para el
cumplimiento de las mismas. 4. El plazo o condición, cuando sean necesarios. 5. El acto
del que conste la delegación expresará además lugar, fecha y número. 6. Las decisiones
que pueden adoptarse por delegación. La delegación de competencias y su revocación se
publicarán por el órgano delegante, a través de los medios de difusión institucional.”; 

Que, el artículo 71 de dicho Código ordena como efectos de la delegación las siguientes:

“1. Las decisiones delegadas se consideran adoptadas por el delegante. 2. La
responsabilidad por las decisiones adoptadas por el delegado o el delegante, según 
corresponda.”; 

Que, el segundo inciso del artículo 73 del Código antes mencionado, prevé que: “(…) El
cambio de titular del órgano delegante o delegado no extingue la delegación de la
competencia, pero obliga, al titular que permanece en el cargo, a informar al nuevo
titular dentro los tres días siguientes a la posesión de su cargo, bajo prevenciones de
responsabilidad administrativa, las competencias que ha ejercido por delegación y las
actuaciones realizadas en virtud de la misma.”; 

Que, el segundo inciso del artículo 17 del Estatuto del Régimen Jurídico y

Administrativo de la Función Ejecutiva, ERJAFE, prevé que: “Los Ministros de Estado,
dentro de la esfera de su competencia, podrán delegar sus atribuciones y deberes al
funcionario inferior jerárquico de sus respectivos Ministerios, cuando se ausenten en
comisión de servicios al exterior o cuando lo estimen conveniente, siempre y cuando las
delegaciones que concedan no afecten a la buena marcha del Despacho Ministerial, todo
ello sin perjuicio de las funciones, atribuciones y obligaciones que de acuerdo con las
leyes y reglamentos tenga el funcionario delegado. Las delegaciones ministeriales a las
que se refiere este artículo serán otorgadas por los Ministros de Estado mediante
acuerdo ministerial, el mismo que será puesto en conocimiento del Secretario General de
la Administración Pública y será publicada en el Registro Oficial”; 

Que, el artículo 122 del Reglamento de Inversiones del Código Orgánico de la

Producción, Comercio e Inversiones, dispone: “Estructura del Fondo Nacional de
Garantías.- Contará como constituyente inicial a la Corporación Financiera Nacional; y
Constituyentes Adherentes, que podrán ser personas jurídicas o entes dotados de
personalidad jurídica, de naturaleza pública, privada o mixta, nacionales o extranjeras,
pudiendo incluir, pero sin limitarse a instituciones financieras, organismos
internacionales o multilaterales y agencias de cooperación, contará con una Junta de
Fideicomiso en la que participarán el Ministerio de Coordinación de la Política
Económica, el Ministerio Coordinador de la Producción, Empleo y Competitividad, el
Ministerio Coordinador de Desarrollo Social; y, la Corporación Financiera Nacional,
quien estará a cargo de la Secretaría Técnica.”; 

Que, con Decreto Ejecutivo No. 7 publicado en el Registro Oficial Suplemento No. 16 de

16 de junio de 2017, se suprime, entre otros, el Ministerio Coordinador de la Producción,

Empleo y Competitividad y se determina que las atribuciones específicas,

representaciones y delegaciones constantes en leyes, decretos, reglamentos y demás

normativa vigente, que correspondían a los ministerios de coordinación, serán asignadas o

redefinidas por el Presidente de la República; 

Que, las Normas de Control Interno para las Entidades, Organismos del Sector Público y

Personas Jurídicas de Derecho Privado que dispongan de Recursos Públicos, publicada en

el Suplemento del Registro Oficial Nro. 257 de 27 de febrero de 2023, Norma 200-05

Delegación de autoridad, establece:  “La asignación de responsabilidad, la delegación de
autoridad y el establecimiento de políticas conexas, ofrecen una base para el seguimiento
de las actividades, objetivos, funciones operativas y requisitos regulatorios, incluyendo la
responsabilidad sobre los sistemas de información y autorizaciones para efectuar
cambios. La delegación de competencias debe conllevar, no sólo la exigencia de la
responsabilidad por el cumplimiento de los procesos y actividades correspondientes, sino
también la asignación de la autoridad necesaria, a fin de que los servidores puedan
emprender las acciones más oportunas para ejecutar su cometido de manera expedita y 
eficaz”; 

Que, el artículo 1 del Decreto Ejecutivo Nro. 677 de 13 de mayo de 2015, publicado en el

Suplemento del Registro Oficial Nro. 512 de 1 de junio de 2015, dispone: “Créase el
banco público denominado BANECUADOR B.P. como una entidad financiera que forma
parte del Sector Financiero Público, con personalidad jurídica propia y jurisdicción
nacional, con patrimonio autónomo, autonomía técnica, administrativa, Financiera y
presupuestaria. (…)”;

Que, el artículo 7 del Decreto Ejecutivo antes mencionado, reformado por el Decreto

Ejecutivo Nro. 7 de 24 de mayo de 2017, publicado en el Segundo Suplemento del

Registro Oficial Nro. 16 de 16 de junio 2017, establece: “La administración del Banco se
ejercerá a través del Directorio y la Gerencia General. El Directorio tendrá a su cargo,
fundamentalmente, la expedición de las políticas de gestión de la entidad, el control de su
ejecución y las demás determinadas en el artículo 375 del Código Orgánico Monetario y
Financiero. 1) Un delegado permanente del Presidente de la República, quien lo
presidirá y tendrá voto dirimente; 2) El Ministro de Economía y Finanzas o su delegado
permanente; 3) El Ministro de Agricultura y Ganadería o su delegado permanente 4) El
Ministro de Producción, Comercio Exterior, Inversiones y Pesca, o su delegado
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Que, el artículo 122 del Reglamento de Inversiones del Código Orgánico de la

Producción, Comercio e Inversiones, dispone: “Estructura del Fondo Nacional de
Garantías.- Contará como constituyente inicial a la Corporación Financiera Nacional; y
Constituyentes Adherentes, que podrán ser personas jurídicas o entes dotados de
personalidad jurídica, de naturaleza pública, privada o mixta, nacionales o extranjeras,
pudiendo incluir, pero sin limitarse a instituciones financieras, organismos
internacionales o multilaterales y agencias de cooperación, contará con una Junta de
Fideicomiso en la que participarán el Ministerio de Coordinación de la Política
Económica, el Ministerio Coordinador de la Producción, Empleo y Competitividad, el
Ministerio Coordinador de Desarrollo Social; y, la Corporación Financiera Nacional,
quien estará a cargo de la Secretaría Técnica.”; 

Que, con Decreto Ejecutivo No. 7 publicado en el Registro Oficial Suplemento No. 16 de

16 de junio de 2017, se suprime, entre otros, el Ministerio Coordinador de la Producción,

Empleo y Competitividad y se determina que las atribuciones específicas,

representaciones y delegaciones constantes en leyes, decretos, reglamentos y demás

normativa vigente, que correspondían a los ministerios de coordinación, serán asignadas o

redefinidas por el Presidente de la República; 

Que, las Normas de Control Interno para las Entidades, Organismos del Sector Público y

Personas Jurídicas de Derecho Privado que dispongan de Recursos Públicos, publicada en

el Suplemento del Registro Oficial Nro. 257 de 27 de febrero de 2023, Norma 200-05

Delegación de autoridad, establece:  “La asignación de responsabilidad, la delegación de
autoridad y el establecimiento de políticas conexas, ofrecen una base para el seguimiento
de las actividades, objetivos, funciones operativas y requisitos regulatorios, incluyendo la
responsabilidad sobre los sistemas de información y autorizaciones para efectuar
cambios. La delegación de competencias debe conllevar, no sólo la exigencia de la
responsabilidad por el cumplimiento de los procesos y actividades correspondientes, sino
también la asignación de la autoridad necesaria, a fin de que los servidores puedan
emprender las acciones más oportunas para ejecutar su cometido de manera expedita y 
eficaz”; 

Que, el artículo 1 del Decreto Ejecutivo Nro. 677 de 13 de mayo de 2015, publicado en el

Suplemento del Registro Oficial Nro. 512 de 1 de junio de 2015, dispone: “Créase el
banco público denominado BANECUADOR B.P. como una entidad financiera que forma
parte del Sector Financiero Público, con personalidad jurídica propia y jurisdicción
nacional, con patrimonio autónomo, autonomía técnica, administrativa, Financiera y
presupuestaria. (…)”;

Que, el artículo 7 del Decreto Ejecutivo antes mencionado, reformado por el Decreto

Ejecutivo Nro. 7 de 24 de mayo de 2017, publicado en el Segundo Suplemento del

Registro Oficial Nro. 16 de 16 de junio 2017, establece: “La administración del Banco se
ejercerá a través del Directorio y la Gerencia General. El Directorio tendrá a su cargo,
fundamentalmente, la expedición de las políticas de gestión de la entidad, el control de su
ejecución y las demás determinadas en el artículo 375 del Código Orgánico Monetario y
Financiero. 1) Un delegado permanente del Presidente de la República, quien lo
presidirá y tendrá voto dirimente; 2) El Ministro de Economía y Finanzas o su delegado
permanente; 3) El Ministro de Agricultura y Ganadería o su delegado permanente 4) El
Ministro de Producción, Comercio Exterior, Inversiones y Pesca, o su delegado
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permanente; (…)”;

Que, el artículo 1 del Decreto Ejecutivo Nro. 680 de 18 de mayo de 2015, publicado en el

Registro Oficial Nro. 521 de 12 de junio de 2015, dispone: “Créase el Fondo de Capital
de Riesgo con la finalidad de impulsar dentro del territorio nacional, el desarrollo de
emprendimientos innovadores, en su etapa de aplicación productiva, de personas
naturales y jurídicas de derecho privado, a través de la prestación de servicios de
provisión de recursos monetarios en forma de capital de riesgo, así como también
servicios de apoyo y asistencia técnica. (…)”;

Que, el artículo 2 del Decreto Ejecutivo antes mencionado, reformado por el Decreto

Ejecutivo Nro. 64 de 6 de julio de 2017, publicado en el Segundo Suplemento del

Registro Oficial Nro. 36 de 14 de Julio 2017, establece: “La Junta del Fidecomiso
Mercantil, estará conformada por las siguientes instituciones: a) La máxima autoridad
del Ministerio de Industrias y Productividad, o su delegado permanente, quien lo
presidirá y tendrá voto dirimente; b) La máxima autoridad del Ministerio de Economía y
Finanzas o su delegado permanente; c) La máxima autoridad del Ministerio de Comercio
Exterior, o su delegado permanente; d) La máxima autoridad del Ministerio de
Agricultura y Ganadería; e) La máxima autoridad del Ministerio de Turismo, o su
delegado permanente; f) La máxima autoridad de la Secretaria de Educación Superior,
Ciencia y Tecnología, o su delegado permanente. g) La máxima autoridad del Ministerio
de Acuacultura y Pesca. (…)”;

Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 559 de 14 de noviembre de 2018, publicado en el

Suplemento del Registro Oficial Nro. 387 de 13 de diciembre de 2018, se dispone: 

“Fusiónese por absorción al Ministerio de Comercio Exterior e Inversiones de las
siguientes instituciones: El Ministerio de Industrias y Productividad, el Instituto de
Promoción de Exportaciones e Inversiones Extrajeras y el Ministerio de Acuacultura y 
Pesca”. Todas las competencias, atribuciones, funciones, representaciones y delegaciones

constantes en leyes, decretos, reglamentos y demás normativa vigente que le

correspondían al Ministerio de Producción, Comercio Exterior, Inversiones y Pesca; 

Que, mediante Acuerdo Ministerial Nro. MPCEIP-MPCEIP-2023-0034-A de 7 de agosto

de 2023, el Ministro de Producción, Comercio Exterior Inversiones y Pesca, a la época,

emitió “LAS DIRECTRICES GENERALES PARA LOS DELEGADOS DESIGNADOS
POR LA MÁXIMA AUTORIDAD ANTE LOS CUERPOS COLEGIADOS DE LOS QUE
FORMA PARTE EL MINISTERIO DE PRODUCCIÓN, COMERCIO EXTERIOR,
INVERSIONES Y PESCA”, de cumplimiento obligatorio para los delegados; 

Que, mediante escritura pública otorgada el 4 de diciembre del 2013, ante el Notario

Público Décimo Octavo del cantón Quito, doctor Enrique Díaz Ballesteros, se constituyó

el Fideicomiso Mercantil Irrevocable de Administración, denominando Fideicomiso

Fondo Nacional de Garantías, entre la Corporación Financiera Nacional y Fiduciaria

Ecuador Fiduecuador S.A. Administradora de Fondos y Fideicomisos; 

Que, mediante Oficio No. T.119-SGJ-17-0243 de 6 de septiembre de 2017, el Presidente

de la República comunica que, “las atribuciones, representaciones y delegaciones dentro
del Fideicomiso Fondo Nacional de Garantías –CFN B.P., serán asumidas por los
Ministerios de Industrias y Productividad, Comercio Exterior y Economía y Finanzas”; 

Que, mediante escritura pública otorgada el 19 de abril de 2018, ante la Abogada Lorena

Katiuska Lizano Bajaña, Notaria Septuagésima Primera del Cantón Quito, se reformó

íntegramente el “Contrato de Fideicomiso Mercantil Irrevocable de Administración que
realiza la Corporación Financiera Nacional y la Compañía Fiduciaria Ecuador
FIDUECUADOR S.A. Administradora de Fondos y Fideicomisos, cuya Cláusula Décima
determina : “JUNTA DE FIDEICOMISO.- La JUNTA DE FIDEICOMISO, tendrá la
integración, funciones y atribuciones establecidas en la presente cláusula. La JUNTA DE
FIDEICOMISO estará integrada por cuatro (4) miembros, esto es por el Ministro de
Economía y Finanzas o su delegado; el Ministro de Comercio Exterior o su delegado; el
Ministro de Industrias y Productividad o su delegado; y un representante de la
Corporación Financiera Nacional B.P. o su delegado. (…)”;

Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 14 de 23 de noviembre de 2023, el Presidente de

la República del Ecuador, designó a la Magister María Sonsoles García León, como

Ministra de Producción, Comercio Exterior, Inversiones y Pesca; y,  

En ejercicio de las atribuciones que le confiere el numeral 1 del artículo 154 de la

Constitución de la República del Ecuador, los artículos 68 y 69 del Código Orgánico

Administrativo, el artículo 17 del Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la

Función Ejecutiva. 

ACUERDA:

Artículo 1.- Designar al titular de la Coordinación General de Mercados y Empresas y

Alianzas Estratégicas o quien haga sus veces para que, a nombre y en representación del

Ministerio de Producción, Comercio Exterior, Inversiones y Pesca, actúe como delegado

permanente ante los cuerpos colegiados que se detallan a continuación: 

1.- Directorio del Banco Público BANECUADOR B.P.

2.- Junta del Fideicomiso Fondo de Capital de Riesgo 

3.- Junta del Fideicomiso del Fondo Nacional de Garantías. 

Artículo 2.- El delegado observará la normativa legal aplicable y responderá

directamente de los actos realizados en el ejercicio de la presente delegación; debiendo

informar de manera periódica a la máxima autoridad de esta cartera de Estado. 

Artículo 3.- El delegado será jurídicamente responsable de sus actos u omisiones en el

ejercicio de la presente delegación, además, deberá cumplir las directrices del Acuerdo

Ministerial Nro. MPCEIP-MPCEIP-2023-0034-A de 7 de agosto de 2023. 

DISPOSICIÓN GENERAL:

Única: Encárguese a la Dirección de Secretaría General notificar con el presente Acuerdo

Ministerial al funcionario delegado de conformidad con lo dispuesto en los artículos 101

y 164 del Código Orgánico Administrativo; y, a la Secretaría del Directorio del Banco

Público BANECUADOR B.P., de la  Junta del Fideicomiso Fondo de Capital de Riesgo;

y, Junta del Fideicomiso del Fondo Nacional de Garantías. 



Jueves 15 de febrero de 2024Registro Oficial Nº 498

29 

Que, mediante escritura pública otorgada el 19 de abril de 2018, ante la Abogada Lorena

Katiuska Lizano Bajaña, Notaria Septuagésima Primera del Cantón Quito, se reformó

íntegramente el “Contrato de Fideicomiso Mercantil Irrevocable de Administración que
realiza la Corporación Financiera Nacional y la Compañía Fiduciaria Ecuador
FIDUECUADOR S.A. Administradora de Fondos y Fideicomisos, cuya Cláusula Décima
determina : “JUNTA DE FIDEICOMISO.- La JUNTA DE FIDEICOMISO, tendrá la
integración, funciones y atribuciones establecidas en la presente cláusula. La JUNTA DE
FIDEICOMISO estará integrada por cuatro (4) miembros, esto es por el Ministro de
Economía y Finanzas o su delegado; el Ministro de Comercio Exterior o su delegado; el
Ministro de Industrias y Productividad o su delegado; y un representante de la
Corporación Financiera Nacional B.P. o su delegado. (…)”;

Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 14 de 23 de noviembre de 2023, el Presidente de

la República del Ecuador, designó a la Magister María Sonsoles García León, como

Ministra de Producción, Comercio Exterior, Inversiones y Pesca; y,  

En ejercicio de las atribuciones que le confiere el numeral 1 del artículo 154 de la

Constitución de la República del Ecuador, los artículos 68 y 69 del Código Orgánico

Administrativo, el artículo 17 del Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la

Función Ejecutiva. 

ACUERDA:

Artículo 1.- Designar al titular de la Coordinación General de Mercados y Empresas y

Alianzas Estratégicas o quien haga sus veces para que, a nombre y en representación del

Ministerio de Producción, Comercio Exterior, Inversiones y Pesca, actúe como delegado

permanente ante los cuerpos colegiados que se detallan a continuación: 

1.- Directorio del Banco Público BANECUADOR B.P.

2.- Junta del Fideicomiso Fondo de Capital de Riesgo 

3.- Junta del Fideicomiso del Fondo Nacional de Garantías. 

Artículo 2.- El delegado observará la normativa legal aplicable y responderá

directamente de los actos realizados en el ejercicio de la presente delegación; debiendo

informar de manera periódica a la máxima autoridad de esta cartera de Estado. 

Artículo 3.- El delegado será jurídicamente responsable de sus actos u omisiones en el

ejercicio de la presente delegación, además, deberá cumplir las directrices del Acuerdo

Ministerial Nro. MPCEIP-MPCEIP-2023-0034-A de 7 de agosto de 2023. 

DISPOSICIÓN GENERAL:

Única: Encárguese a la Dirección de Secretaría General notificar con el presente Acuerdo

Ministerial al funcionario delegado de conformidad con lo dispuesto en los artículos 101

y 164 del Código Orgánico Administrativo; y, a la Secretaría del Directorio del Banco

Público BANECUADOR B.P., de la  Junta del Fideicomiso Fondo de Capital de Riesgo;

y, Junta del Fideicomiso del Fondo Nacional de Garantías. 
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DISPOSICIÓN DEROGATORIA: 

Única: Derogar el Acuerdo Ministerial Nro. MPCEIP-MPCEIP-2023-0056-A de 30 de

noviembre de 2023, el Acuerdo Ministerial Nro. MPCEIP-MPCEIP-2023-0067-A de 26

de diciembre de 2023, Acuerdo Ministerial Nro. MPCEIP-MPCEIP-2023-0065-A de 26

de diciembre de 2023; y, cualquier otro instrumento legal que se contraponga. 

El presente Acuerdo Ministerial entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin

perjuicio de su publicación en el Registro Oficial. 

Comuníquese y publíquese.- 

Dado en Quito, D.M., a los 30 día(s) del mes de Enero de dos mil veinticuatro.  

Documento firmado electrónicamente

SRA. MGS. MARÍA SONSOLES GARCÍA LEÓN 

MINISTRA DE PRODUCCIÓN COMERCIO EXTERIOR INVERSIONES Y 
PESCA 

Firmado electrónicamente por:

MARIA SONSOLES 
GARCIA LEON

Resolución Nro. MPCEIP-SC-2024-0025-R

Quito, 30 de enero de 2024

MINISTERIO DE PRODUCCIÓN, COMERCIO EXTERIOR, INVERSIONES Y 
PESCA

CONSIDERANDO:

Que, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 52 de la Constitución de la

República del Ecuador, “Las personas tienen derecho a disponer de bienes y servicios de
óptima calidad y a elegirlos con libertad, así como a una información precisa y no
engañosa sobre su contenido y características”; 

Que, la Ley del Sistema Ecuatoriano de la Calidad establece: “el Sistema Ecuatoriano de
la Calidad, tiene como objetivo establecer el marco jurídico destinado a: i) Regular los
principios, políticas y entidades relacionados con las actividades vinculadas con la
evaluación de la conformidad, que facilite el cumplimiento de los compromisos
internacionales en esta materia; ii) Garantizar el cumplimiento de los derechos
ciudadanos relacionados con la seguridad, la protección de la vida y la salud humana,
animal y vegetal, la preservación del medio ambiente, la protección del consumidor
contra prácticas engañosas y la corrección y sanción de estas prácticas; y, iii) Promover
e incentivar la cultura de la calidad y el mejoramiento de la competitividad en la
sociedad ecuatoriana.”; 

Que, el Artículo 2 del Decreto Ejecutivo No. 338, publicado en el Suplemento del

Registro Oficial No. 263 del 9 de junio de 2014 establece: “Sustitúyanse las
denominaciones del Instituto Ecuatoriano de Normalización por Servicio Ecuatoriano de
Normalización. (...)”; 

Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 559 del 14 de noviembre de 2018, publicado en el

Registro Oficial Suplemento No. 387 del 13 de diciembre de 2018, en su Artículo 1 se

decreta “Fusiónese por absorción al Ministerio de Comercio Exterior e Inversiones las
siguientes instituciones: el Ministerio de Industrias y Productividad, el Instituto de
Promoción de Exportaciones e Inversiones Extranjeras, y el Ministerio de Acuacultura y
Pesca” ,y en su Artículo 2 dispone “Una vez concluido el proceso de fusión por
absorción, modifíquese la denominación del Ministerio de Comercio Exterior e
Inversiones a Ministerio de Producción, Comercio Exterior, Inversiones y Pesca”; 

Que, en la normativa Ibídem en su artículo 3 dispone “Una vez concluido el proceso de
fusión por absorción, todas las competencias, atribuciones, funciones, representaciones,
y delegaciones constantes en leyes, decretos, reglamentos y demás normativa vigente,
que le correspondían al Ministerio de Industrias y Productividad, al Instituto de
Promoción de Exportaciones, e Inversiones Extranjeras, y el Ministerio de Acuacultura y
Pesca, serán asumidas por el Ministerio de Producción, Comercio Exterior, Inversiones
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Resolución Nro. MPCEIP-SC-2024-0025-R

Quito, 30 de enero de 2024

MINISTERIO DE PRODUCCIÓN, COMERCIO EXTERIOR, INVERSIONES Y 
PESCA

CONSIDERANDO:

Que, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 52 de la Constitución de la

República del Ecuador, “Las personas tienen derecho a disponer de bienes y servicios de
óptima calidad y a elegirlos con libertad, así como a una información precisa y no
engañosa sobre su contenido y características”; 

Que, la Ley del Sistema Ecuatoriano de la Calidad establece: “el Sistema Ecuatoriano de
la Calidad, tiene como objetivo establecer el marco jurídico destinado a: i) Regular los
principios, políticas y entidades relacionados con las actividades vinculadas con la
evaluación de la conformidad, que facilite el cumplimiento de los compromisos
internacionales en esta materia; ii) Garantizar el cumplimiento de los derechos
ciudadanos relacionados con la seguridad, la protección de la vida y la salud humana,
animal y vegetal, la preservación del medio ambiente, la protección del consumidor
contra prácticas engañosas y la corrección y sanción de estas prácticas; y, iii) Promover
e incentivar la cultura de la calidad y el mejoramiento de la competitividad en la
sociedad ecuatoriana.”; 

Que, el Artículo 2 del Decreto Ejecutivo No. 338, publicado en el Suplemento del

Registro Oficial No. 263 del 9 de junio de 2014 establece: “Sustitúyanse las
denominaciones del Instituto Ecuatoriano de Normalización por Servicio Ecuatoriano de
Normalización. (...)”; 

Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 559 del 14 de noviembre de 2018, publicado en el

Registro Oficial Suplemento No. 387 del 13 de diciembre de 2018, en su Artículo 1 se

decreta “Fusiónese por absorción al Ministerio de Comercio Exterior e Inversiones las
siguientes instituciones: el Ministerio de Industrias y Productividad, el Instituto de
Promoción de Exportaciones e Inversiones Extranjeras, y el Ministerio de Acuacultura y
Pesca” ,y en su Artículo 2 dispone “Una vez concluido el proceso de fusión por
absorción, modifíquese la denominación del Ministerio de Comercio Exterior e
Inversiones a Ministerio de Producción, Comercio Exterior, Inversiones y Pesca”; 

Que, en la normativa Ibídem en su artículo 3 dispone “Una vez concluido el proceso de
fusión por absorción, todas las competencias, atribuciones, funciones, representaciones,
y delegaciones constantes en leyes, decretos, reglamentos y demás normativa vigente,
que le correspondían al Ministerio de Industrias y Productividad, al Instituto de
Promoción de Exportaciones, e Inversiones Extranjeras, y el Ministerio de Acuacultura y
Pesca, serán asumidas por el Ministerio de Producción, Comercio Exterior, Inversiones
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y Pesca”; 

Que, mediante Acuerdo Ministerial Nro. MPCEIP-MPCEIP-2023-0028-A, de 8 de junio

de 2023, publicado en el cuarto Suplemento Nº 332 del Registro Oficial, de 15 de junio

de 2023, se expidió el Tarifario de los Servicios que presta el Servicio Ecuatoriano de

Normalización – INEN, y que en su Disposición Derogatoria establece “Deróguese y

déjese sin efecto todas las disposiciones de igual o menor jerarquía que se contrapongan

con el presente Acuerdo”; 

Que, el Servicio Ecuatoriano de Normalización, INEN, de acuerdo a las funciones

determinadas en el literal b) del artículo 15, de la Ley del Sistema Ecuatoriano de la

Calidad, que manifiesta: “b) Formular, en sus áreas de competencia, luego de los
análisis técnicos respectivos, las propuestas de normas, reglamentos técnicos y
procedimientos de evaluación de la conformidad, los planes de trabajo, así como las
propuestas de las normas y procedimientos metrológicos;(...)”, ha formulado la Tercera 
Revisión de la Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 174, Cacao en grano.
Determinación del contenido de grasa. Método de extracción por Soxhlet, y mediante

Oficio Nro. INEN-INEN-2023-0413-OF, solicita a la Subsecretaría de Calidad, proceda

con los trámites pertinentes para su oficialización; 

Que, de conformidad con el último inciso del Articulo 8 de la Ley del Sistema

Ecuatoriano de la Calidad, el Ministerio de Industrias y Productividad es la institución

rectora del Sistema Ecuatoriano de la Calidad; de igual manera lo señala el literal f) del

Artículo 17 de la Ley Ibídem el cual establece: “En relación con el INEN, corresponde al
Ministerio de Industrias y Productividad; aprobar las propuestas de normas o
reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad, en el ámbito de
su competencia (...)”, en consecuencia es competente para aprobar y oficializar con el

carácter de VOLUNTARIO, la Tercera Revisión de la Norma Técnica Ecuatoriana NTE
INEN 174, Cacao en grano. Determinación del contenido de grasa. Método de
extracción por Soxhlet, mediante su publicación en el Registro Oficial, a fin de que

exista un justo equilibrio de intereses entre proveedores y consumidores; 

Que, su elaboración ha seguido el trámite regular de conformidad al Instructivo Interno

del INEN para la elaboración y aprobación de documentos normativos del INEN

mediante el estudio y participación en Comités Nacionales Espejo establecido en la

Resolución Nro. INEN-INEN-2020-0013-R de fecha 14 de septiembre de 2020; 

Que, mediante Informe Técnico realizado por la Dirección de Gestión Estratégica de la

Calidad y aprobada por el Subsecretario de Calidad contenido en la Matriz de Revisión 

No. AFP-0257 de fecha 30 de enero 2024, recomendó continuar con los trámites de

oficialización de la Tercera Revisión de la Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 174,
Cacao en grano. Determinación del contenido de grasa. Método de extracción por 
Soxhlet; 

Que, mediante Acuerdo Ministerial No. 11446 del 25 de noviembre de 2011, publicado 
en el Registro Oficial No. 599 del 19 de diciembre de 2011, la Ministra de Industrias y 
Productividad delega a la Subsecretaria de la Calidad la facultad de aprobar y oficializar 
las propuestas de normas o reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la 
conformidad propuestos por el INEN, en el ámbito de su competencia, de conformidad 
con lo previsto en la Ley del Sistema Ecuatoriano de la Calidad y en su reglamento 
general; y, 

En ejercicio de las facultades que le concede la Ley, 

RESUELVE:

ARTÍCULO 1.- Aprobar y oficializar con el carácter de VOLUNTARIA la Tercera 
Revisión de la Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 174, Cacao en grano. 
Determinación del contenido de grasa. Método de extracción por Soxhlet, que, 
establece el procedimiento para determinar el contenido de grasa en granos de cacao. 

ARTÍCULO 2.- Disponer al Servicio Ecuatoriano de Normalización, INEN, que de 
conformidad con el Acuerdo Ministerial No. 11256 del 15 de julio de 2011, publicado en 
el Registro Oficial No. 499 del 26 de julio de 2011, publique la Tercera Revisión de la 
Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 174, Cacao en grano. Determinación del 
contenido de grasa. Método de extracción por Soxhlet, en la página web de esa 
institución, www.normalizacion.gob.ec. 

ARTÍCULO 3.- Esta Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 174:2024 (Tercera 
Revisión), entrará en vigencia desde la fecha de su publicación en el Registro Oficial. 

COMUNÍQUESE Y PUBLÍQUESE en el Registro Oficial. 

Documento firmado electrónicamente

Mgs. Edgar Mauricio Rodriguez Estrada

SUBSECRETARIO DE CALIDAD 

Firmado electrónicamente por:

EDGAR MAURICIO 
RODRIGUEZ ESTRADA
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Que, mediante Acuerdo Ministerial No. 11446 del 25 de noviembre de 2011, publicado 
en el Registro Oficial No. 599 del 19 de diciembre de 2011, la Ministra de Industrias y 
Productividad delega a la Subsecretaria de la Calidad la facultad de aprobar y oficializar 
las propuestas de normas o reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la 
conformidad propuestos por el INEN, en el ámbito de su competencia, de conformidad 
con lo previsto en la Ley del Sistema Ecuatoriano de la Calidad y en su reglamento 
general; y, 

En ejercicio de las facultades que le concede la Ley, 

RESUELVE:

ARTÍCULO 1.- Aprobar y oficializar con el carácter de VOLUNTARIA la Tercera 
Revisión de la Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 174, Cacao en grano. 
Determinación del contenido de grasa. Método de extracción por Soxhlet, que, 
establece el procedimiento para determinar el contenido de grasa en granos de cacao. 

ARTÍCULO 2.- Disponer al Servicio Ecuatoriano de Normalización, INEN, que de 
conformidad con el Acuerdo Ministerial No. 11256 del 15 de julio de 2011, publicado en 
el Registro Oficial No. 499 del 26 de julio de 2011, publique la Tercera Revisión de la 
Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 174, Cacao en grano. Determinación del 
contenido de grasa. Método de extracción por Soxhlet, en la página web de esa 
institución, www.normalizacion.gob.ec. 

ARTÍCULO 3.- Esta Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 174:2024 (Tercera 
Revisión), entrará en vigencia desde la fecha de su publicación en el Registro Oficial. 

COMUNÍQUESE Y PUBLÍQUESE en el Registro Oficial. 

Documento firmado electrónicamente

Mgs. Edgar Mauricio Rodriguez Estrada

SUBSECRETARIO DE CALIDAD 

Firmado electrónicamente por:

EDGAR MAURICIO 
RODRIGUEZ ESTRADA
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RESOLUCIÓN Nro. 003-DIGERCIC-CGAJ-DPyN-2024

Mgs. Mario Andrés Cuvero Miranda 
DIRECTOR GENERAL 

REGISTRO CIVIL, IDENTIFICACIÓN Y CEDULACIÓN 

CONSIDERANDO: 

Que, el artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador dispone: “Se reconoce y 
garantizará a las personas: 17. El derecho a la libertad de trabajo. Nadie será obligado 
a realizar un trabajo gratuito o forzoso, salvo los casos que determine la ley”; 

Que,  el artículo 82 de la Constitución de la República, determina: "El derecho a la seguridad 
jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas 
jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes"; 

Que, el artículo 225 de la Constitución de la República, establece: “El sector público 
comprende: 1. Los organismos y dependencias de las funciones Ejecutiva, Legislativa, 
Judicial, Electoral y de Transparencia y Control Social. 2. Las entidades que integran el 
régimen autónomo descentralizado. 3. Los organismos y entidades creados por la 
Constitución o la ley para el ejercicio de la potestad estatal, para la prestación de 
servicios públicos o para desarrollar actividades económicas asumidas por el Estado. 4. 
Las personas jurídicas creadas por acto normativo de los gobiernos autónomos 
descentralizados para la prestación de servicios públicos”; 

Que,  el artículo 226 de la Constitución de la República, establece: "Las instituciones del 
Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las 
personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las 
competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el 
deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y 
ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución"; 

Que,  el artículo 227 de la Carta Magna, señala: "La Administración Pública constituye un 
servicio a la colectividad que se rige por principios de eficacia, eficiencia, calidad, 
jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación, participación, 
planificación, transparencia y evaluación"; 

Que,  además la norma constitucional, en su artículo 233, dispone: "Ninguna servidora ni 
servidor público estará exento de responsabilidades por los actos realizados en el 
ejercicio de sus funciones, o por sus omisiones, y serán responsables administrativa, civil 
y penalmente por el manejo y administración de fondos, bienes o recursos públicos"; 

Que, la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 288, determina: “Las 
compras públicas cumplirán con criterios de eficiencia, transparencia, calidad, 
responsabilidad ambiental y social. Se priorizarán los productos y servicios nacionales, 
en particular los provenientes de la economía popular y solidaria, y de las micro, 
pequeñas y medianas unidades productivas”; 

Que,  el artículo 7 del Código Orgánico Administrativo, al referirse al principio de 
desconcentración, establece: “La función administrativa se desarrolla bajo el criterio 
de distribución objetiva de funciones, privilegia la delegación de la repartición de 
funciones entre los órganos de una misma administración pública, para 
descongestionar y acercar las administraciones y las omisiones”; 

Que, el Código Administrativo, en su artículo 9, señala: “Principio de coordinación.- Las 
administraciones públicas desarrollan sus competencias de forma racional y ordenada, 
evitan las duplicidades a las personas”; 

Que,  el artículo 47 del citado cuerpo normativo establece: “La máxima autoridad 
administrativa de la correspondiente entidad pública ejerce su representación para 
intervenir en todos los actos, contratos y relaciones jurídicas sujetas a su competencia. 
Esta autoridad no requiere delegación o autorización alguna de un órgano o entidad 
superior, salvo en los casos expresamente previstos en la ley”; 

Que, el Código Orgánico Administrativo, en su artículo 52, determina: “Duplicación de 
competencias. Se prohíbe crear nuevos órganos o entidades administrativas que 
supongan duplicación de otros ya existentes, salvo que en el mismo acto se suprima o 
restrinja la competencia de estos”; 

Que, dentro del Capítulo Tercero “Ejercicio de las Competencias”, del Código Orgánico 
Administrativo, en la sección segunda, “Formas de transferencia de las competencias”, 
se señalan las normas para el mecanismo de delegación de competencias, así como 
sus efectos y condiciones particulares; 

Que, el artículo 68 del Código Orgánico Administrativo, dispone: “La competencia es 
irrenunciable y se ejerce por los órganos o entidades señalados en el ordenamiento 
jurídico, salvo los casos de delegación, avocación, suplencia, subrogación, 
descentralización y desconcentración cuando se efectúen en los términos previstos en la 
ley”; 

Que, el artículo 69 del Código Orgánico Administrativo,  dispone: “Delegación de 
competencias. Los órganos administrativos pueden delegar el ejercicio de sus 
competencias, incluida la de gestión, en: 1. Otros órganos o entidades de la misma 
administración pública, jerárquicamente dependientes; 2. Otros órganos o entidades de 
otras administraciones; 3. Esta delegación exige coordinación previa de los órganos o 
entidades afectados, su instrumentación y el cumplimiento de las demás exigencias del 
ordenamiento jurídico en caso de que existan; 4. Los titulares de otros órganos 
dependientes para la firma de sus actos administrativos; y, 5. Sujetos de derecho 
privado, conforme con la ley de la materia. La delegación de gestión no supone cesión 
de la titularidad de la competencia”; 

Que, el artículo 70 del Código Orgánico Administrativo, señala que la delegación deberá 
contener: “1. La especificación del delegado. 2. La especificación del órgano delegante y 
la atribución para delegar dicha competencia. 3. Las competencias que son objeto de 
delegación o los actos que el delegado debe ejercer para el cumplimiento de las mismas. 
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RESOLUCIÓN Nro. 003-DIGERCIC-CGAJ-DPyN-2024

Mgs. Mario Andrés Cuvero Miranda 
DIRECTOR GENERAL 

REGISTRO CIVIL, IDENTIFICACIÓN Y CEDULACIÓN 

CONSIDERANDO: 

Que, el artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador dispone: “Se reconoce y 
garantizará a las personas: 17. El derecho a la libertad de trabajo. Nadie será obligado 
a realizar un trabajo gratuito o forzoso, salvo los casos que determine la ley”; 

Que,  el artículo 82 de la Constitución de la República, determina: "El derecho a la seguridad 
jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas 
jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes"; 

Que, el artículo 225 de la Constitución de la República, establece: “El sector público 
comprende: 1. Los organismos y dependencias de las funciones Ejecutiva, Legislativa, 
Judicial, Electoral y de Transparencia y Control Social. 2. Las entidades que integran el 
régimen autónomo descentralizado. 3. Los organismos y entidades creados por la 
Constitución o la ley para el ejercicio de la potestad estatal, para la prestación de 
servicios públicos o para desarrollar actividades económicas asumidas por el Estado. 4. 
Las personas jurídicas creadas por acto normativo de los gobiernos autónomos 
descentralizados para la prestación de servicios públicos”; 

Que,  el artículo 226 de la Constitución de la República, establece: "Las instituciones del 
Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las 
personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las 
competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el 
deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y 
ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución"; 

Que,  el artículo 227 de la Carta Magna, señala: "La Administración Pública constituye un 
servicio a la colectividad que se rige por principios de eficacia, eficiencia, calidad, 
jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación, participación, 
planificación, transparencia y evaluación"; 

Que,  además la norma constitucional, en su artículo 233, dispone: "Ninguna servidora ni 
servidor público estará exento de responsabilidades por los actos realizados en el 
ejercicio de sus funciones, o por sus omisiones, y serán responsables administrativa, civil 
y penalmente por el manejo y administración de fondos, bienes o recursos públicos"; 

Que, la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 288, determina: “Las 
compras públicas cumplirán con criterios de eficiencia, transparencia, calidad, 
responsabilidad ambiental y social. Se priorizarán los productos y servicios nacionales, 
en particular los provenientes de la economía popular y solidaria, y de las micro, 
pequeñas y medianas unidades productivas”; 

Que,  el artículo 7 del Código Orgánico Administrativo, al referirse al principio de 
desconcentración, establece: “La función administrativa se desarrolla bajo el criterio 
de distribución objetiva de funciones, privilegia la delegación de la repartición de 
funciones entre los órganos de una misma administración pública, para 
descongestionar y acercar las administraciones y las omisiones”; 

Que, el Código Administrativo, en su artículo 9, señala: “Principio de coordinación.- Las 
administraciones públicas desarrollan sus competencias de forma racional y ordenada, 
evitan las duplicidades a las personas”; 

Que,  el artículo 47 del citado cuerpo normativo establece: “La máxima autoridad 
administrativa de la correspondiente entidad pública ejerce su representación para 
intervenir en todos los actos, contratos y relaciones jurídicas sujetas a su competencia. 
Esta autoridad no requiere delegación o autorización alguna de un órgano o entidad 
superior, salvo en los casos expresamente previstos en la ley”; 

Que, el Código Orgánico Administrativo, en su artículo 52, determina: “Duplicación de 
competencias. Se prohíbe crear nuevos órganos o entidades administrativas que 
supongan duplicación de otros ya existentes, salvo que en el mismo acto se suprima o 
restrinja la competencia de estos”; 

Que, dentro del Capítulo Tercero “Ejercicio de las Competencias”, del Código Orgánico 
Administrativo, en la sección segunda, “Formas de transferencia de las competencias”, 
se señalan las normas para el mecanismo de delegación de competencias, así como 
sus efectos y condiciones particulares; 

Que, el artículo 68 del Código Orgánico Administrativo, dispone: “La competencia es 
irrenunciable y se ejerce por los órganos o entidades señalados en el ordenamiento 
jurídico, salvo los casos de delegación, avocación, suplencia, subrogación, 
descentralización y desconcentración cuando se efectúen en los términos previstos en la 
ley”; 

Que, el artículo 69 del Código Orgánico Administrativo,  dispone: “Delegación de 
competencias. Los órganos administrativos pueden delegar el ejercicio de sus 
competencias, incluida la de gestión, en: 1. Otros órganos o entidades de la misma 
administración pública, jerárquicamente dependientes; 2. Otros órganos o entidades de 
otras administraciones; 3. Esta delegación exige coordinación previa de los órganos o 
entidades afectados, su instrumentación y el cumplimiento de las demás exigencias del 
ordenamiento jurídico en caso de que existan; 4. Los titulares de otros órganos 
dependientes para la firma de sus actos administrativos; y, 5. Sujetos de derecho 
privado, conforme con la ley de la materia. La delegación de gestión no supone cesión 
de la titularidad de la competencia”; 

Que, el artículo 70 del Código Orgánico Administrativo, señala que la delegación deberá 
contener: “1. La especificación del delegado. 2. La especificación del órgano delegante y 
la atribución para delegar dicha competencia. 3. Las competencias que son objeto de 
delegación o los actos que el delegado debe ejercer para el cumplimiento de las mismas. 
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4. El plazo o condición, cuando sean necesarios. 5. El acto del que conste la delegación
expresará además lugar, fecha y número. 6. Las decisiones que pueden adoptarse por
delegación (…)”;

Que, el artículo 71 del Código Orgánico Administrativo, manifiesta: “Efectos de la 
delegación. Son efectos de la delegación: 1. Las decisiones delegadas se consideran 
adoptadas por el delegante. 2. La responsabilidad por las decisiones adoptadas por el 
delegado o el delegante, según corresponda”; 

Que,  el artículo 78 ibídem, señala: “Los órganos superiores pueden avocar para sí el 
conocimiento de un asunto cuya resolución corresponda, ordinariamente o por 
delegación, a sus órganos administrativos dependientes, cuando circunstancias de 
índole técnica, económica, social, jurídica o territorial lo hagan conveniente o necesario 
(…)”;  

Que, el artículo 84 del Código Orgánico Administrativo, manifiesta: “Desconcentración.- La 
desconcentración es el traslado de funciones desde el nivel central de una 
administración pública hacia otros niveles jerárquicamente dependientes de la misma, 
manteniendo la primera, la responsabilidad por su ejercicio”; 

Que, el artículo 116 del Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas, dispone: “Los 
créditos presupuestarios quedarán comprometidos en el momento en que la autoridad 
competente, mediante acto administrativo expreso, decida la realización de los gastos, 
con o sin contraprestación cumplida o por cumplir y siempre que exista la respectiva 
certificación presupuestaria. En ningún caso se adquirirán compromisos para una 
finalidad distinta a la prevista en el respectivo presupuesto. El compromiso subsistirá 
hasta que las obras se realicen, los bienes se entreguen o los servicios se presten. En tanto 
no sea exigible la obligación para adquisiciones nacionales e internacionales, se podrá 
anular total o parcialmente el compromiso”; 

Que, el artículo 117 del cuerpo normativo ibídem, dispone: “Obligaciones.- La obligación se 
genera y produce afectación presupuestaria definitiva en los siguientes casos: 1. Cuando 
ineludiblemente por excepción deban realizarse pagos sin contraprestación, de acuerdo 
con lo que dispongan las normas técnicas de presupuesto que dicte el ente rector de las 
finanzas públicas; y, 2. Cuando se reciban de terceros obras, bienes o servicios adquiridos 
por autoridad competente, mediante acto administrativo válido, haya habido o no 
compromiso previo. El registro de obligaciones deberá ser justificado para el numeral 1 
y además comprobado para el numeral 2 con los documentos auténticos respectivos. 
Para estos efectos, se entenderá por documentos justificativos, los que determinan un 
compromiso presupuestario y, por documentos comprobatorios, los que demuestren la 
entrega de las obras, los bienes o servicios contratados”; 

Que, el Código Civil en su artículo 1453, determina: “Las obligaciones nacen, ya del concurso 
real de las voluntades de dos o más personas, como en los contratos o convenciones; ya 
de un hecho voluntario de la persona que se obliga, como en la aceptación de una 
herencia o legado y en todos los cuasicontratos; ya a consecuencia de un hecho que ha 

inferido injuria o daño a otra persona, como en los delitos y cuasidelitos; ya por 
disposición de la ley, como entre los padres y los hijos de familia”; 

Que, el Código Civil en su artículo 1454, señala: “Contrato o convención es un acto por el 
cual una parte se obliga para con otra a dar, hacer o no hacer alguna cosa. Cada parte 
puede ser una o muchas personas”; 

Que, el artículo 4 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, 
establece: “Para la aplicación de esta Ley y de los contratos que de ella deriven, se 
observarán los principios de legalidad, trato justo, igualdad, calidad, vigencia 
tecnológica, oportunidad, concurrencia, transparencia, publicidad; y, participación 
nacional”; 

Que, el número 9a del artículo 6 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 
Pública, determina que la delegación: "Es la traslación de determinadas facultades y 
atribuciones de un órgano superior a otro inferior, a través de la máxima autoridad, en 
el ejercicio de su competencia y por un tiempo determinado. Son delegables todas las 
facultades y atribuciones previstas en esta Ley para la máxima autoridad de las 
entidades y organismos que son parte del sistema nacional de contratación pública. La 
resolución que la máxima autoridad emita para el efecto podrá instrumentarse en 
decretos, acuerdos, resoluciones, oficios o memorandos y determinará el contenido y 
alcance de la delegación, sin perjuicio de su publicación en el Registro Oficial, de ser el 
caso. Las máximas autoridades de las personas jurídicas de derecho privado que actúen 
como entidades contratantes, otorgarán poderes o emitirán delegaciones, según 
corresponda, conforme a la normativa de derecho privado que les sea aplicable. En el 
ámbito de responsabilidades derivadas de las actuaciones, producto de las delegaciones 
o poderes emitidos, se estará al régimen aplicable a la materia";

Que, de conformidad con el numeral 16 del artículo 6 de la Ley Orgánica del Sistema 
Nacional de Contratación Pública, la máxima autoridad es quien ejerce 
administrativamente la representación legal de la entidad contratante; 

Que, en el artículo 5 de la Ley Orgánica de Gestión de la Identidad y Datos Civiles, dispone 
que la Dirección General de Registro Civil, Identificación y Cedulación “Será la 
encargada de la administración y provisión de servicios relacionados con la gestión de 
la identidad y de los hechos y actos relativos al estado civil de las personas”; 

Que, el artículo 8 de la norma ibídem, señala que el Director General es la máxima 
autoridad de la Dirección General de Registro Civil, Identificación y Cedulación; 

Que, en el artículo 9 de la Ley Orgánica de Gestión de la Identidad y Datos Civiles, consta 
como atribución del Director General de Registro Civil, Identificación y Cedulación, 
entre otras: “2. Expedir actos administrativos y normativos, manuales e instructivos u 
otros de similar naturaleza relacionados con el ámbito de sus competencias”; 

Que, mediante Decreto del Congreso de la Repu blica del Ecuador S/N, publicado en el 
Registro Oficial Nro. 1252 de 29 de octubre de 1900, se establecio  desde el 1 de enero 
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4. El plazo o condición, cuando sean necesarios. 5. El acto del que conste la delegación
expresará además lugar, fecha y número. 6. Las decisiones que pueden adoptarse por
delegación (…)”;

Que, el artículo 71 del Código Orgánico Administrativo, manifiesta: “Efectos de la 
delegación. Son efectos de la delegación: 1. Las decisiones delegadas se consideran 
adoptadas por el delegante. 2. La responsabilidad por las decisiones adoptadas por el 
delegado o el delegante, según corresponda”; 

Que,  el artículo 78 ibídem, señala: “Los órganos superiores pueden avocar para sí el 
conocimiento de un asunto cuya resolución corresponda, ordinariamente o por 
delegación, a sus órganos administrativos dependientes, cuando circunstancias de 
índole técnica, económica, social, jurídica o territorial lo hagan conveniente o necesario 
(…)”;  

Que, el artículo 84 del Código Orgánico Administrativo, manifiesta: “Desconcentración.- La 
desconcentración es el traslado de funciones desde el nivel central de una 
administración pública hacia otros niveles jerárquicamente dependientes de la misma, 
manteniendo la primera, la responsabilidad por su ejercicio”; 

Que, el artículo 116 del Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas, dispone: “Los 
créditos presupuestarios quedarán comprometidos en el momento en que la autoridad 
competente, mediante acto administrativo expreso, decida la realización de los gastos, 
con o sin contraprestación cumplida o por cumplir y siempre que exista la respectiva 
certificación presupuestaria. En ningún caso se adquirirán compromisos para una 
finalidad distinta a la prevista en el respectivo presupuesto. El compromiso subsistirá 
hasta que las obras se realicen, los bienes se entreguen o los servicios se presten. En tanto 
no sea exigible la obligación para adquisiciones nacionales e internacionales, se podrá 
anular total o parcialmente el compromiso”; 

Que, el artículo 117 del cuerpo normativo ibídem, dispone: “Obligaciones.- La obligación se 
genera y produce afectación presupuestaria definitiva en los siguientes casos: 1. Cuando 
ineludiblemente por excepción deban realizarse pagos sin contraprestación, de acuerdo 
con lo que dispongan las normas técnicas de presupuesto que dicte el ente rector de las 
finanzas públicas; y, 2. Cuando se reciban de terceros obras, bienes o servicios adquiridos 
por autoridad competente, mediante acto administrativo válido, haya habido o no 
compromiso previo. El registro de obligaciones deberá ser justificado para el numeral 1 
y además comprobado para el numeral 2 con los documentos auténticos respectivos. 
Para estos efectos, se entenderá por documentos justificativos, los que determinan un 
compromiso presupuestario y, por documentos comprobatorios, los que demuestren la 
entrega de las obras, los bienes o servicios contratados”; 

Que, el Código Civil en su artículo 1453, determina: “Las obligaciones nacen, ya del concurso 
real de las voluntades de dos o más personas, como en los contratos o convenciones; ya 
de un hecho voluntario de la persona que se obliga, como en la aceptación de una 
herencia o legado y en todos los cuasicontratos; ya a consecuencia de un hecho que ha 

inferido injuria o daño a otra persona, como en los delitos y cuasidelitos; ya por 
disposición de la ley, como entre los padres y los hijos de familia”; 

Que, el Código Civil en su artículo 1454, señala: “Contrato o convención es un acto por el 
cual una parte se obliga para con otra a dar, hacer o no hacer alguna cosa. Cada parte 
puede ser una o muchas personas”; 

Que, el artículo 4 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, 
establece: “Para la aplicación de esta Ley y de los contratos que de ella deriven, se 
observarán los principios de legalidad, trato justo, igualdad, calidad, vigencia 
tecnológica, oportunidad, concurrencia, transparencia, publicidad; y, participación 
nacional”; 

Que, el número 9a del artículo 6 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 
Pública, determina que la delegación: "Es la traslación de determinadas facultades y 
atribuciones de un órgano superior a otro inferior, a través de la máxima autoridad, en 
el ejercicio de su competencia y por un tiempo determinado. Son delegables todas las 
facultades y atribuciones previstas en esta Ley para la máxima autoridad de las 
entidades y organismos que son parte del sistema nacional de contratación pública. La 
resolución que la máxima autoridad emita para el efecto podrá instrumentarse en 
decretos, acuerdos, resoluciones, oficios o memorandos y determinará el contenido y 
alcance de la delegación, sin perjuicio de su publicación en el Registro Oficial, de ser el 
caso. Las máximas autoridades de las personas jurídicas de derecho privado que actúen 
como entidades contratantes, otorgarán poderes o emitirán delegaciones, según 
corresponda, conforme a la normativa de derecho privado que les sea aplicable. En el 
ámbito de responsabilidades derivadas de las actuaciones, producto de las delegaciones 
o poderes emitidos, se estará al régimen aplicable a la materia";

Que, de conformidad con el numeral 16 del artículo 6 de la Ley Orgánica del Sistema 
Nacional de Contratación Pública, la máxima autoridad es quien ejerce 
administrativamente la representación legal de la entidad contratante; 

Que, en el artículo 5 de la Ley Orgánica de Gestión de la Identidad y Datos Civiles, dispone 
que la Dirección General de Registro Civil, Identificación y Cedulación “Será la 
encargada de la administración y provisión de servicios relacionados con la gestión de 
la identidad y de los hechos y actos relativos al estado civil de las personas”; 

Que, el artículo 8 de la norma ibídem, señala que el Director General es la máxima 
autoridad de la Dirección General de Registro Civil, Identificación y Cedulación; 

Que, en el artículo 9 de la Ley Orgánica de Gestión de la Identidad y Datos Civiles, consta 
como atribución del Director General de Registro Civil, Identificación y Cedulación, 
entre otras: “2. Expedir actos administrativos y normativos, manuales e instructivos u 
otros de similar naturaleza relacionados con el ámbito de sus competencias”; 

Que, mediante Decreto del Congreso de la Repu blica del Ecuador S/N, publicado en el 
Registro Oficial Nro. 1252 de 29 de octubre de 1900, se establecio  desde el 1 de enero 
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de 1901, la creacio n del Registro Civil en la Repu blica del Ecuador; 

Que,  mediante Decreto Ejecutivo Nro. 8 de 13 de agosto de 2009, publicado en el Registro 
Oficial Nro. 10 de fecha 24 de agosto de 2009, con su última reforma de 27 de 
noviembre de 2015, en su artículo 21 se determina: “Adscríbase la Dirección General 
de Registro Civil, Identificación y Cedulación al Ministerio de Telecomunicaciones y 
Sociedad de la Información, el que supervisará la inmediata reforma y modernización 
de esa entidad. El Director General de Registro Civil, Identificación y Cedulación, será 
nombrado por el Ministro de Telecomunicaciones y podrá dictar la normativa interna 
de carácter general"; 

Que, mediante Acuerdo Nro. MINTEL-MINTEL-2023-0022, el Dr. César Antonio Martín 
Moreno, Ministro de Telecomunicaciones y de la Sociedad de la Información, resolvió 
designar al Mgs. Mario Andrés Cuvero Miranda como Director General de Registro 
Civil, Identificación y Cedulación, desde el 19 de diciembre de 2023; 

Que, mediante resolución No. 014-DIGERCIC-CGAJ-DPyN-2019, publicada en Edición 
Especial del Registro Oficial Nro. 822 el 19 de marzo de 2019, se expidió el Estatuto 
Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos de la Dirección General de Registro 
Civil, Identificación y Cedulación, en el que consta el nuevo modelo de gestión y el 
rediseño de la estructura institucional; 

Que, en el numeral 1.1.1 del Estatuto Orga nico de Gestio n Organizacional por Procesos de 
la Direccio n General de Registro Civil, Identificacio n y Cedulacio n, publicado en la 
Edicio n Especial del Registro Oficial Nro. 822 de 19 de marzo de 2019, consta entre 
otras atribuciones del Director General de la DIGERCIC, dentro del proceso 
gobernante, las siguientes: "(...) a. Ejercer todas las atribuciones que se establecen en la 
Ley Orgánica de Gestión de la Identidad y Datos Civiles y demás normativa vigente. (…); 
c. Ejercer la rectoría sobre el Sistema Nacional de Registro Civil, Identificación y
Cedulación. (…); e. Establecer la política institucional en el ámbito de sus competencias.
(…); h. Expedir los actos y hechos que requiera la gestión institucional”;

Que, con fecha 30 de abril de 2009, la Direccio n General de Registro Civil, Identificacio n y 
Cedulacio n y la Corporacio n Nacional de Telecomunicaciones, suscribieron el contrato 
No. GNNEG-025-2009 de Prestacio n de Servicios Portadores, cuyo objeto es: “(…) la 
prestación de servicios portadores, por parte de CNT a favor del Cliente, conforme al 
detalle y más especificaciones contantes en este instrumento, en el Anexo 1 
“Especificaciones Técnicas del Servicio”, en el Anexo 2 “Acuerdo de Nivel de Servicio” y, en 
la (las) Solicitud (es) de Servicio que se anexa con un número de identificación igual al 
de este contrato (…)”; 

Que, en la Cláusula Quinta del Contrato No. GNNEG-025-2009 de Prestación de Servicios 
Portadores, se señalan las CONDICIONES DEL SERVICIO, en la que menciona que el 
servicio contratado será prestado bajo las condiciones de servicio que constan en el 
Anexo 2 “Acuerdo de Nivel de Servicio”, mismos que se detallan a continuación: 

 Enlaces de datos (instalación, ampliación de ancho de banda, traslado y baja de enlaces
de datos a nivel nacional)

 Enlaces de Internet (publicación de servicios de interoperabilidad, firma electrónica,
pasaportes, uso de servicios portadores de la DIGERCIC, otros).

 Internet móvil (para uso de las autoridades y servidores de la DIGERCIC).
 Hosting (alojamiento de la página web institucional www.registrocivil.gob.ec).
 Centro de Datos Virtual (Infraestructura contratada en la nube de CNT EP).
 LAN Gestionada (servicio de red de datos en la agencia de la Plataforma Gubernamental

de Desarrollo Social).
 Servicio SMS BULK (notificaciones vía SMS de servicios al ciudadano - este servicio no

es parte del contrato original fue incluido en el año 2016);

Que, la Cláusula Novena del Contrato No. GNNEG-025-2009, menciona: “Una vez suscrito 
 el Contrato por las partes y previo a la dotación del o los servicios, el Cliente deberá 
cancelar a CNT, en un plazo de 20 días hábiles después de la emisión de la factura, los 
valores por concepto de derechos de inscripción y eventual compra de equipos. 

Los valores correspondientes a la “Pensión Mensual” así como el “Presupuesto Especial”, 
el “Arrendamiento de Equipos” y “Mantenimiento”, cuando sea el caso, serán abonados 
por mes vencido, dentro de los primeros once días desde la fecha de entrega de la 
Factura”; 

Que, el Acuerdo Ministerial Nro. 103, publicado en el Registro Oficial Suplemento Nro. 381 
el 29 de enero de 2021, que trata sobre la NORMATIVA TÉCNICA DEL SISTEMA 
NACIONAL DE FINANZAS PÚBLICAS SINFIP, en el numeral 2.3.4. DE LA EJECUCIÓN 
PRESUPUESTARIA, NTP 11. AUTORIZADORES DE GASTO Y DE PAGO, NTP 11. 
AUTORIZADORES DE GASTO Y DE PAGO, señala: “1. La máxima autoridad de una 
entidad pública, a través de un acto normativo de carácter administrativo, designará 
los servidores del nivel jerárquico superior con competencia para autorizar gastos y 
pagos con aplicación al presupuesto institucional. Para tal efecto, podrá considerar la 
naturaleza de los recursos que constituirán gasto y los montos de las contrataciones 
requeridas. 

Autorizadores de gasto 

2. Son autorizadores de gasto los servidores del nivel jerárquico superior, designados
por la máxima autoridad, que, mediante acto administrativo o de simple administración
expreso válido, decidan la realización de una acción que genere o produzca afectación
al presupuesto de gastos institucional”;

Que,  mediante memorando Nro. DIGERCIC-CGTIC-2024-0034-M de 19 de enero de 2024, 
el Sr. Luis Stefenson Flores Jaramillo, Coordinador General de Tecnologías de la 
Información y Comunicación TIC, ha solicitado al Mgs. Mario Andrés Cuvero Miranda, 
Director General de Registro Civil, Identificación y Cedulación, lo siguiente: “(…) 
solicito a su autoridad, se delegue al Ing. Milton Daniel Torres Carrera, Director de 
Infraestructura y Operaciones TIC, Encargado, como Autorizador de Gasto en el 
Contrato Nro. GNNEG-025-2009 Prestación de Servicios Portadores; y se autorice a la 
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de 1901, la creacio n del Registro Civil en la Repu blica del Ecuador; 

Que,  mediante Decreto Ejecutivo Nro. 8 de 13 de agosto de 2009, publicado en el Registro 
Oficial Nro. 10 de fecha 24 de agosto de 2009, con su última reforma de 27 de 
noviembre de 2015, en su artículo 21 se determina: “Adscríbase la Dirección General 
de Registro Civil, Identificación y Cedulación al Ministerio de Telecomunicaciones y 
Sociedad de la Información, el que supervisará la inmediata reforma y modernización 
de esa entidad. El Director General de Registro Civil, Identificación y Cedulación, será 
nombrado por el Ministro de Telecomunicaciones y podrá dictar la normativa interna 
de carácter general"; 

Que, mediante Acuerdo Nro. MINTEL-MINTEL-2023-0022, el Dr. César Antonio Martín 
Moreno, Ministro de Telecomunicaciones y de la Sociedad de la Información, resolvió 
designar al Mgs. Mario Andrés Cuvero Miranda como Director General de Registro 
Civil, Identificación y Cedulación, desde el 19 de diciembre de 2023; 

Que, mediante resolución No. 014-DIGERCIC-CGAJ-DPyN-2019, publicada en Edición 
Especial del Registro Oficial Nro. 822 el 19 de marzo de 2019, se expidió el Estatuto 
Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos de la Dirección General de Registro 
Civil, Identificación y Cedulación, en el que consta el nuevo modelo de gestión y el 
rediseño de la estructura institucional; 

Que, en el numeral 1.1.1 del Estatuto Orga nico de Gestio n Organizacional por Procesos de 
la Direccio n General de Registro Civil, Identificacio n y Cedulacio n, publicado en la 
Edicio n Especial del Registro Oficial Nro. 822 de 19 de marzo de 2019, consta entre 
otras atribuciones del Director General de la DIGERCIC, dentro del proceso 
gobernante, las siguientes: "(...) a. Ejercer todas las atribuciones que se establecen en la 
Ley Orgánica de Gestión de la Identidad y Datos Civiles y demás normativa vigente. (…); 
c. Ejercer la rectoría sobre el Sistema Nacional de Registro Civil, Identificación y
Cedulación. (…); e. Establecer la política institucional en el ámbito de sus competencias.
(…); h. Expedir los actos y hechos que requiera la gestión institucional”;

Que, con fecha 30 de abril de 2009, la Direccio n General de Registro Civil, Identificacio n y 
Cedulacio n y la Corporacio n Nacional de Telecomunicaciones, suscribieron el contrato 
No. GNNEG-025-2009 de Prestacio n de Servicios Portadores, cuyo objeto es: “(…) la 
prestación de servicios portadores, por parte de CNT a favor del Cliente, conforme al 
detalle y más especificaciones contantes en este instrumento, en el Anexo 1 
“Especificaciones Técnicas del Servicio”, en el Anexo 2 “Acuerdo de Nivel de Servicio” y, en 
la (las) Solicitud (es) de Servicio que se anexa con un número de identificación igual al 
de este contrato (…)”; 

Que, en la Cláusula Quinta del Contrato No. GNNEG-025-2009 de Prestación de Servicios 
Portadores, se señalan las CONDICIONES DEL SERVICIO, en la que menciona que el 
servicio contratado será prestado bajo las condiciones de servicio que constan en el 
Anexo 2 “Acuerdo de Nivel de Servicio”, mismos que se detallan a continuación: 

 Enlaces de datos (instalación, ampliación de ancho de banda, traslado y baja de enlaces
de datos a nivel nacional)

 Enlaces de Internet (publicación de servicios de interoperabilidad, firma electrónica,
pasaportes, uso de servicios portadores de la DIGERCIC, otros).

 Internet móvil (para uso de las autoridades y servidores de la DIGERCIC).
 Hosting (alojamiento de la página web institucional www.registrocivil.gob.ec).
 Centro de Datos Virtual (Infraestructura contratada en la nube de CNT EP).
 LAN Gestionada (servicio de red de datos en la agencia de la Plataforma Gubernamental

de Desarrollo Social).
 Servicio SMS BULK (notificaciones vía SMS de servicios al ciudadano - este servicio no

es parte del contrato original fue incluido en el año 2016);

Que, la Cláusula Novena del Contrato No. GNNEG-025-2009, menciona: “Una vez suscrito 
 el Contrato por las partes y previo a la dotación del o los servicios, el Cliente deberá 
cancelar a CNT, en un plazo de 20 días hábiles después de la emisión de la factura, los 
valores por concepto de derechos de inscripción y eventual compra de equipos. 

Los valores correspondientes a la “Pensión Mensual” así como el “Presupuesto Especial”, 
el “Arrendamiento de Equipos” y “Mantenimiento”, cuando sea el caso, serán abonados 
por mes vencido, dentro de los primeros once días desde la fecha de entrega de la 
Factura”; 

Que, el Acuerdo Ministerial Nro. 103, publicado en el Registro Oficial Suplemento Nro. 381 
el 29 de enero de 2021, que trata sobre la NORMATIVA TÉCNICA DEL SISTEMA 
NACIONAL DE FINANZAS PÚBLICAS SINFIP, en el numeral 2.3.4. DE LA EJECUCIÓN 
PRESUPUESTARIA, NTP 11. AUTORIZADORES DE GASTO Y DE PAGO, NTP 11. 
AUTORIZADORES DE GASTO Y DE PAGO, señala: “1. La máxima autoridad de una 
entidad pública, a través de un acto normativo de carácter administrativo, designará 
los servidores del nivel jerárquico superior con competencia para autorizar gastos y 
pagos con aplicación al presupuesto institucional. Para tal efecto, podrá considerar la 
naturaleza de los recursos que constituirán gasto y los montos de las contrataciones 
requeridas. 

Autorizadores de gasto 

2. Son autorizadores de gasto los servidores del nivel jerárquico superior, designados
por la máxima autoridad, que, mediante acto administrativo o de simple administración
expreso válido, decidan la realización de una acción que genere o produzca afectación
al presupuesto de gastos institucional”;

Que,  mediante memorando Nro. DIGERCIC-CGTIC-2024-0034-M de 19 de enero de 2024, 
el Sr. Luis Stefenson Flores Jaramillo, Coordinador General de Tecnologías de la 
Información y Comunicación TIC, ha solicitado al Mgs. Mario Andrés Cuvero Miranda, 
Director General de Registro Civil, Identificación y Cedulación, lo siguiente: “(…) 
solicito a su autoridad, se delegue al Ing. Milton Daniel Torres Carrera, Director de 
Infraestructura y Operaciones TIC, Encargado, como Autorizador de Gasto en el 
Contrato Nro. GNNEG-025-2009 Prestación de Servicios Portadores; y se autorice a la 
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Coordinación General de Asesoría Jurídica, la elaboración del instrumento legal de 
delegación. 

Esta solicitud de delegación se realiza con la finalidad de que la DIGERCIC, pueda 
cumplir con los pagos acordados en el mencionado Contrato, y hasta que se analice y se 
reforme de ser pertinente por las áreas involucradas, la Resolución 008-DIGERCIC-CGAJ-
DPyN-2023, suscrita el 20 de julio de 2023, en lo que respecta a la figura del Autorizador 
de Gasto (…)”; 

Que,  mediante sumilla inserta en el memorando Nro. DIGERCIC-CGTIC-2024-0034-M de 
19 de enero de 2024, el Mgs. Mario Andrés Cuvero Mirando, Director General de 
Registro Civil, Identificación y Cedulación, dispone a la Abg. María Doménica Guevara 
Villacís, Coordinadora General de Asesoría Jurídica, lo siguiente: “Para su revisión y 
elaboración del instrumento correspondiente en base a normativa legal.”; y, 

En ejercicio de las atribuciones conferidas por el artículo 9, numeral 2 de la Ley Orgánica de 
Gestión de la Identidad y Datos Civiles, 

RESUELVE: 

EXPEDIR LA DELEGACIÓN AL DIRECTOR DE INFRAESTRUCTURA Y OPERACIONES TIC 
DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE REGISTRO CIVIL, IDENTIFICACIÓN Y CEDULACIÓN – 
DIGERCIC 

Artículo 1.-  DELEGAR al Director de Infraestructura y Operaciones TIC y/o quien haga sus 
veces, para que a más de las atribuciones y responsabilidades contempladas en el Estatuto 
Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos de la Dirección General de Registro Civil, 
Identificación y Cedulación; en la Resolución Nro. 008-DIGERCIC-CGAJ-DPyN-2023; y, 
Resolución Nro. 011-DIGERCIC-CGAJ-DPyN-2023 y, previo cumplimiento de la Constitución 
de la República del Ecuador, la Ley y más normativa aplicable, ejerza y ejecute las siguientes 
atribuciones: 

a) Actúe como autorizador de gasto por servicios concurrentes, contratados con la
Corporación Nacional de Telecomunicaciones CNT, que sean de responsabilidad de la
Dirección de Infraestructura y Operaciones TIC, y se devenguen mensualmente
contra prestación del servicio y emisión de las facturas correspondientes.

b) Solicitar la certificación PAP y los pagos a la Dirección de Planificación e Inversión y
a la Dirección Financiera.

DISPOSICIONES GENERALES 

Primera.- El Director General de Registro Civil, Identificación y Cedulación, podrá revocar 
las atribuciones delegadas en la presente Resolución, en cualquier momento, de así 
considerarlo oportuno; retomando las atribuciones delegadas, sin necesidad de que éstas 
sean reformadas o derogadas. 

Segunda.- Sin perjuicio de la responsabilidad del delegante, es de responsabilidad del 
respectivo delegado los hechos y actos que se expidan o suscriban en virtud de la presente 
resolución, quien deberá ejercerla en estricto apego a la Constitución y la ley e informar a la 
máxima autoridad, o cuando ésta así lo requiera. 

DISPOSICIONES FINALES 

PRIMERA.- La presente Resolución entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin 
perjuicio de su publicación en el Registro Oficial. 

SEGUNDA.- Por medio de la Unidad de Gestión de Secretaría de la DIGERCIC notifíquese el 
contenido de la presente Resolución, a la Subdirección General, Coordinación General 
Administrativa Financiera, Coordinación General de Planificación y Gestión Estratégica, 
Coordinación General de Tecnologías de la Información y Comunicación, Dirección 
Financiera, Dirección de Planificación e Inversión y Dirección de Infraestructura y 
Operaciones TIC, así como el envío al Registro Oficial para la publicación correspondiente. 

Dado en esta ciudad de Quito, Distrito Metropolitano, a los veintitrés (23) días del mes de 
enero de 2024. 

Mgs. Mario Andrés Cuvero Miranda 
DIRECTOR GENERAL DE REGISTRO CIVIL, 

IDENTIFICACIÓN Y CEDULACIÓN 

Firmado electrónicamente por:

MARIO ANDRES CUVERO 
MIRANDA
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Coordinación General de Asesoría Jurídica, la elaboración del instrumento legal de 
delegación. 

Esta solicitud de delegación se realiza con la finalidad de que la DIGERCIC, pueda 
cumplir con los pagos acordados en el mencionado Contrato, y hasta que se analice y se 
reforme de ser pertinente por las áreas involucradas, la Resolución 008-DIGERCIC-CGAJ-
DPyN-2023, suscrita el 20 de julio de 2023, en lo que respecta a la figura del Autorizador 
de Gasto (…)”; 

Que,  mediante sumilla inserta en el memorando Nro. DIGERCIC-CGTIC-2024-0034-M de 
19 de enero de 2024, el Mgs. Mario Andrés Cuvero Mirando, Director General de 
Registro Civil, Identificación y Cedulación, dispone a la Abg. María Doménica Guevara 
Villacís, Coordinadora General de Asesoría Jurídica, lo siguiente: “Para su revisión y 
elaboración del instrumento correspondiente en base a normativa legal.”; y, 

En ejercicio de las atribuciones conferidas por el artículo 9, numeral 2 de la Ley Orgánica de 
Gestión de la Identidad y Datos Civiles, 

RESUELVE: 

EXPEDIR LA DELEGACIÓN AL DIRECTOR DE INFRAESTRUCTURA Y OPERACIONES TIC 
DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE REGISTRO CIVIL, IDENTIFICACIÓN Y CEDULACIÓN – 
DIGERCIC 

Artículo 1.-  DELEGAR al Director de Infraestructura y Operaciones TIC y/o quien haga sus 
veces, para que a más de las atribuciones y responsabilidades contempladas en el Estatuto 
Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos de la Dirección General de Registro Civil, 
Identificación y Cedulación; en la Resolución Nro. 008-DIGERCIC-CGAJ-DPyN-2023; y, 
Resolución Nro. 011-DIGERCIC-CGAJ-DPyN-2023 y, previo cumplimiento de la Constitución 
de la República del Ecuador, la Ley y más normativa aplicable, ejerza y ejecute las siguientes 
atribuciones: 

a) Actúe como autorizador de gasto por servicios concurrentes, contratados con la
Corporación Nacional de Telecomunicaciones CNT, que sean de responsabilidad de la
Dirección de Infraestructura y Operaciones TIC, y se devenguen mensualmente
contra prestación del servicio y emisión de las facturas correspondientes.

b) Solicitar la certificación PAP y los pagos a la Dirección de Planificación e Inversión y
a la Dirección Financiera.

DISPOSICIONES GENERALES 

Primera.- El Director General de Registro Civil, Identificación y Cedulación, podrá revocar 
las atribuciones delegadas en la presente Resolución, en cualquier momento, de así 
considerarlo oportuno; retomando las atribuciones delegadas, sin necesidad de que éstas 
sean reformadas o derogadas. 

Segunda.- Sin perjuicio de la responsabilidad del delegante, es de responsabilidad del 
respectivo delegado los hechos y actos que se expidan o suscriban en virtud de la presente 
resolución, quien deberá ejercerla en estricto apego a la Constitución y la ley e informar a la 
máxima autoridad, o cuando ésta así lo requiera. 

DISPOSICIONES FINALES 

PRIMERA.- La presente Resolución entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin 
perjuicio de su publicación en el Registro Oficial. 

SEGUNDA.- Por medio de la Unidad de Gestión de Secretaría de la DIGERCIC notifíquese el 
contenido de la presente Resolución, a la Subdirección General, Coordinación General 
Administrativa Financiera, Coordinación General de Planificación y Gestión Estratégica, 
Coordinación General de Tecnologías de la Información y Comunicación, Dirección 
Financiera, Dirección de Planificación e Inversión y Dirección de Infraestructura y 
Operaciones TIC, así como el envío al Registro Oficial para la publicación correspondiente. 

Dado en esta ciudad de Quito, Distrito Metropolitano, a los veintitrés (23) días del mes de 
enero de 2024. 

Mgs. Mario Andrés Cuvero Miranda 
DIRECTOR GENERAL DE REGISTRO CIVIL, 

IDENTIFICACIÓN Y CEDULACIÓN 

Firmado electrónicamente por:

MARIO ANDRES CUVERO 
MIRANDA
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RESOLUCIÓN No. SEPS-IGT-IGJ-INSOEPS-INFMR-2024-0004 

JORGE ANDRÉS MONCAYO LARA 
INTENDENTE GENERAL TÉCNICO 

CONSIDERANDO: 

Que, el artículo 76, números 1 y 7, letras a) y h), de la Constitución de la República del 
Ecuador, establece: “Art. 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y 
obligaciones de cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá 
las siguientes garantías básicas:- 1. Corresponde a toda autoridad administrativa o 
judicial, garantizar el cumplimiento de las normas y los derechos de las partes. (…) 7. 
El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías:- a) Nadie 
podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa o grado del procedimiento 
(…) h) Presentar de forma verbal o escrita las razones o argumentos de los que se crea 
asistida y replicar los argumentos de las otras partes; presentar pruebas y contradecir 
las que se presenten en su contra (…)”;

Que,  el artículo 82 ibídem determina: “El derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en 
el respeto a la Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, claras, 
públicas y aplicadas por las autoridades competentes”;

Que, el primer inciso del artículo 213 de la Constitución de la República del Ecuador dispone: 
“Las superintendencias son organismos técnicos de vigilancia, auditoría, intervención y 
control de las actividades económicas, sociales y ambientales, y de los servicios que 
prestan las entidades públicas y privadas, con el propósito de que estas actividades y 
servicios se sujeten al ordenamiento jurídico y atiendan al interés general. Las 
superintendencias actuarán de oficio o por requerimiento ciudadano. Las facultades 
específicas de las superintendencias y las áreas que requieran del control, auditoría y 
vigilancia de cada una de ellas se determinarán de acuerdo con la ley (…)”; 

Que, el artículo 226 de la misma Norma Suprema establece: “Las instituciones del Estado, sus 
organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que 
actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y 
facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el deber de 
coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio 
de los derechos reconocidos en la Constitución”; 

Que, el artículo 3 del Código Orgánico Administrativo determina: “Principio de eficacia. Las 
actuaciones administrativas se realizan en función del cumplimiento de los fines 
previstos para cada órgano o entidad pública, en el ámbito de sus competencias”;

Que,  el primer inciso del artículo 14 de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria 
dispone: “Disolución y Liquidación.- Las organizaciones se disolverán y liquidarán (…)
por las causales establecidas en la presente Ley y en el procedimiento estipulado en su 
estatuto social (…)”; 

Que, el artículo 57 letra e) número 7), ibídem dispone: “Disolución.- Las cooperativas podrán 
disolverse, por las siguientes causas:(…) e) Por resolución de la Superintendencia, en 

los siguientes casos: (…) 7. Las demás que consten en la presente Ley, su Reglamento y 
el estatuto social de la cooperativa (…)”; 

Que,  el artículo 60 de la Ley ut supra determina: “Liquidación.- (…) Salvo en los casos de 
fusión y escisión, una vez disuelta la cooperativa se procederá a su liquidación, la cual 
consiste en la extinción de las obligaciones de la organización y demás actividades 
relacionadas con el cierre; para cuyo efecto, la cooperativa conservará su personalidad 
jurídica, añadiéndose a su razón social, las palabras ‘en liquidación’”;

Que, el artículo 61 ejusdem dispone: “Designación de Liquidador.- El liquidador será 
designado por la Asamblea General cuando se trate de disolución voluntaria y por la 
Superintendencia cuando sea ésta la que resuelva la disolución.- El liquidador ejercerá 
la representación legal, judicial y extrajudicial de la cooperativa, pudiendo realizar 
únicamente aquellas actividades necesarias para la liquidación.- (…) El liquidador 
podrá o no ser servidor de la Superintendencia; de no serlo, no tendrá relación de 
dependencia laboral alguna con la cooperativa ni con la Superintendencia, y será de 
libre remoción, sin derecho a indemnización alguna.- El liquidador en ningún caso será 
responsable solidario de las obligaciones de la entidad en proceso de liquidación”; 

Que,  el artículo 146 de la Ley previamente citada, prevé: “El control de la Economía Popular 
y Solidaria y del Sector Financiero Popular y Solidario estará a cargo de la 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, que se crea como organismo 
técnico, con jurisdicción nacional, personalidad jurídica de derecho público, patrimonio 
propio y autonomía administrativa y financiera y con jurisdicción coactiva (…)”; 

Que,  el artículo 15 del Reglamento General de la Ley Orgánica de Economía Popular y 
Solidaria prescribe: “La Superintendencia en la resolución que declare disuelta la 
organización registrará el nombramiento del liquidador, facultándole el ejercicio de la 
representación legal mientras dure el proceso de liquidación”; 

Que,    el número 3 del artículo 55 del citado Reglamento establece: “La Superintendencia 
podrá resolver, de oficio o a petición de parte, en forma motivada, la disolución y 
consiguiente liquidación de una organización bajo su control, por las causales previstas 
en la Ley o una de las siguientes: (…) 3. Por incumplimiento del objeto social principal. 
La realización solo de una o varias de las actividades complementarias no implica el 
cumplimiento del objeto social principal; (…)”;

Que,  el artículo 56 del Reglamento citado dispone: “La resolución de disolución y liquidación 
de una cooperativa, será publicada, en el portal web de la Superintendencia de 
Economía Popular y Solidaria y un extracto de aquella en un periódico de amplia 
circulación nacional y/o del domicilio de la organización”;

Que,  el artículo 57 ibídem establece: “La Superintendencia, en la resolución de liquidación, 
nombrará al liquidador o ratificará al designado por la asamblea general, cuando se 
trate de liquidación voluntaria y fijará el monto de la caución que debe rendir (…)”; 

Que,  el número 1 del artículo 59 del Reglamento General de la Ley Orgánica de Economía 
Popular y Solidaria prescribe: “Atribuciones y responsabilidades.- Son atribuciones y 
responsabilidades del liquidador, las siguientes:- 1. Suscribir, conjuntamente con el 
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los siguientes casos: (…) 7. Las demás que consten en la presente Ley, su Reglamento y 
el estatuto social de la cooperativa (…)”; 

Que,  el artículo 60 de la Ley ut supra determina: “Liquidación.- (…) Salvo en los casos de 
fusión y escisión, una vez disuelta la cooperativa se procederá a su liquidación, la cual 
consiste en la extinción de las obligaciones de la organización y demás actividades 
relacionadas con el cierre; para cuyo efecto, la cooperativa conservará su personalidad 
jurídica, añadiéndose a su razón social, las palabras ‘en liquidación’”;

Que, el artículo 61 ejusdem dispone: “Designación de Liquidador.- El liquidador será 
designado por la Asamblea General cuando se trate de disolución voluntaria y por la 
Superintendencia cuando sea ésta la que resuelva la disolución.- El liquidador ejercerá 
la representación legal, judicial y extrajudicial de la cooperativa, pudiendo realizar 
únicamente aquellas actividades necesarias para la liquidación.- (…) El liquidador 
podrá o no ser servidor de la Superintendencia; de no serlo, no tendrá relación de 
dependencia laboral alguna con la cooperativa ni con la Superintendencia, y será de 
libre remoción, sin derecho a indemnización alguna.- El liquidador en ningún caso será 
responsable solidario de las obligaciones de la entidad en proceso de liquidación”; 

Que,  el artículo 146 de la Ley previamente citada, prevé: “El control de la Economía Popular 
y Solidaria y del Sector Financiero Popular y Solidario estará a cargo de la 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, que se crea como organismo 
técnico, con jurisdicción nacional, personalidad jurídica de derecho público, patrimonio 
propio y autonomía administrativa y financiera y con jurisdicción coactiva (…)”; 

Que,  el artículo 15 del Reglamento General de la Ley Orgánica de Economía Popular y 
Solidaria prescribe: “La Superintendencia en la resolución que declare disuelta la 
organización registrará el nombramiento del liquidador, facultándole el ejercicio de la 
representación legal mientras dure el proceso de liquidación”; 

Que,    el número 3 del artículo 55 del citado Reglamento establece: “La Superintendencia 
podrá resolver, de oficio o a petición de parte, en forma motivada, la disolución y 
consiguiente liquidación de una organización bajo su control, por las causales previstas 
en la Ley o una de las siguientes: (…) 3. Por incumplimiento del objeto social principal. 
La realización solo de una o varias de las actividades complementarias no implica el 
cumplimiento del objeto social principal; (…)”;

Que,  el artículo 56 del Reglamento citado dispone: “La resolución de disolución y liquidación 
de una cooperativa, será publicada, en el portal web de la Superintendencia de 
Economía Popular y Solidaria y un extracto de aquella en un periódico de amplia 
circulación nacional y/o del domicilio de la organización”;

Que,  el artículo 57 ibídem establece: “La Superintendencia, en la resolución de liquidación, 
nombrará al liquidador o ratificará al designado por la asamblea general, cuando se 
trate de liquidación voluntaria y fijará el monto de la caución que debe rendir (…)”; 

Que,  el número 1 del artículo 59 del Reglamento General de la Ley Orgánica de Economía 
Popular y Solidaria prescribe: “Atribuciones y responsabilidades.- Son atribuciones y 
responsabilidades del liquidador, las siguientes:- 1. Suscribir, conjuntamente con el 
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último Representante Legal, el acta de entrega - recepción de bienes y el estado 
financiero de liquidación de la cooperativa, al iniciar sus funciones (…)”; 

Que,  el segundo artículo innumerado agregado a continuación del artículo 64 ibídem 
establece: “Liquidación de Cooperativas de Vivienda.- En el caso de Cooperativas de 
Vivienda, será causal de liquidación el haber cumplido más de cinco años de vida 
jurídica desde su constitución (…)”;

Que,  los artículos 15, 34, 38 y 41 de la Norma de Control que Regula la Intervención de las 
Cooperativas y Liquidación de las Organizaciones de la Economía Popular y Solidaria y 
la Calificación de Interventores y Liquidadores, emitida mediante Resolución No. SEPS-
IGT-IGS-INFMR-INGINT-2021-0389 de 26 de julio de 2021, reformada, manifiesta:
“Artículo 15.- Acta de entrega recepción.- Los ex representantes legales o ex directivos 
de la organización, tienen la obligación de suscribir con el liquidador designado el acta 
de entrega – recepción de bienes, valores, libros de contabilidad, estados financieros y 
demás documentos correspondientes.- En caso de imposibilidad de suscribir el acta de
entrega recepción, se dejará constancia de ello, conjuntamente con el informe del 
auditor designado por la Superintendencia”; “Artículo 34.- Cálculo de la caución.- (…) 
Si el liquidador fuere servidor público de la Superintendencia no deberá rendir 
caución”; “Artículo 38.- Declaración patrimonial juramentada y de no tener 
impedimentos para ejercer el cargo.- El interventor y el liquidador presentarán una 
declaración patrimonial juramentada otorgada ante notario público, que incluirá la 
declaración de no tener impedimentos para ejercer el cargo, al iniciar su gestión, en el 
formato autorizado para el efecto, excepto cuando el liquidador sea servidor público 
de la Superintendencia (…)”; y, “Artículo 41.- Posesión.- El Superintendente de 
Economía Popular y Solidaria, o su delegado, posesionará al interventor o liquidador, 
cuya gestión iniciará con este acto y se ceñirá estrictamente al marco legal y normativo 
vigente” (Énfasis añadido); 

Que,  la Norma de Control para el Envío y Recepción de Información y Notificaciones, emitida 
con Resolución No. SEPS-IGT-SGE-IGJ-2018-016 de 05 de julio de 2018, en los 
artículos 3, 4 y 15, prevé: “Art. 3.- Remisión de información.- Las personas obligadas a 
informar a la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria remitirán 
obligatoriamente, la información que ésta solicite, en medios electrónicos.- Para tal 
efecto, contarán con servicios electrónicos que permitan el envío y recepción de datos 
de la información solicitada (…)”; “Artículo 4.- Cumplimiento de requerimientos.- Las 
personas obligadas a informar se sujetarán a los plazos, medios, procedimientos y al 
diseño específico de registros y archivos que la Superintendencia determine para el 
envío de la información (…)”; “Art. 15.- Notificación de actuaciones administrativas.- 
La Superintendencia de Economía Popular y Solidaria notificará (…) cualquier 
actuación administrativa por medios electrónicos, al buzón de entrega de información 
electrónica o al correo electrónico institucional o personal señalado por las 
organizaciones, administradores, sujetos responsables y demás personas interesadas 
(…)”; 

Que,   mediante Acuerdo No. 000003 de 16 de mayo de 2001, el Ministerio de Bienestar Social 
aprobó el estatuto y concedió personería jurídica a la Pre-Cooperativa de Vivienda “5 
DE AGOSTO”;

Que,   a través de la Resolución No. SEPS-ROEPS-2013-002549 de 10 de junio de 2013, este 
Organismo de Control aprobó el estatuto de la COOPERATIVA DE VIVIENDA 5 DE 
AGOSTO, adecuado a las disposiciones de la Ley Orgánica de Economía Popular y
Solidaria, con domicilio en el cantón de Santo Domingo, provincia de Santo Domingo 
de los Tsáchilas; 

Que,  el Estatuto Adecuado de la COOPERATIVA DE VIVIENDA 5 DE AGOSTO, en los 
artículos 3 y 43, señala: “ (…) OBJETO SOCIAL: La Cooperativa tendrá como objeto 
social la satisfacción de las necesidades habitacionales de sus socios y sus familias, en 
entornos favorables para la reproducción de la vida, construyendo comunidades 
habitacionales cooperativas que sustenten vecindarios sanos, pacíficos y seguros (…)”;
y, “DISOLUCIÓN Y LIQUIDACIÓN: La cooperativa se disolverá y liquidará (…) por 
resolución de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria de acuerdo con las 
causales establecidas en la Ley y su Reglamento”;

Que, la Intendencia Nacional de Supervisión a Organizaciones de la Economía Popular y 
Solidaria mediante Oficios Circulares Nos. SEPS-SGD-INSOEPS-2021-06963-OFC y 
SEPS-SGD-INSOEPS-2021-12283-OFC de 23 de marzo y 20 de mayo de 2021, en su 
orden, requirió información a organizaciones de vivienda, entre las cuales se encontró la
COOPERATIVA DE VIVIENDA 5 DE AGOSTO; otorgando inicialmente un plazo de 
entrega de dos meses, y ampliándolo a un mes adicional; 

Que, la entonces Dirección Nacional de Acceso a la Información de este Organismo de Control 
certificó el envío de los Oficios Circulares Nos. SEPS-SGD-INSOEPS-2021-06963-
OFC y SEPS-SGD-INSOEPS-2021-12283-OFC a los correos electrónicos y casilleros 
SEPS de las organizaciones, a través de los Memorandos Nos. SEPS-SGD-SGE-DNAIF-
2021-2273; SEPS-SGD-SGE-DNAIF-2021-2418 y SEPS-SGD-SGE-DNAIF-2021-
3456 de 25 de mayo, 02 de junio y 29 de junio de 2021, respectivamente;

Que,  en atención a la solicitud de información efectuada a través de los oficios circulares antes 
singularizados, la COOPERATIVA DE VIVIENDA 5 DE AGOSTO remitió el trámite 
No. SEPS-CZ7-2021-001-044585 de 24 de junio de 2021, mediante el cual, el Gerente 
de la organización solicita ampliación de plazo para la entrega de documentación; 
requerimiento que fue atendido por la Superintendencia a través del oficio No. SEPS-
SGD-INSOEPS-2021-17358-OF de 15 de julio de 2021; por su parte, la Organización, 
mediante trámites Nos. SEPS-CZ8-2021-001-058472 de 10 de agosto de 2021 y SEPS-
UIO-2023-001-003740 de 17 de enero de 2023,  remitió documentación solicitada por 
esta Superintendencia; 

Que,  este Organismo de Control mediante Oficio No. SEPS-SGD-INSOEPS-DNSOEPS-
2023-21699-OF de 27 de julio de 2023, efectuó un requerimiento de información 
actualizada, ante lo cual la referida Cooperativa da contestación mediante Trámite No. 
SEPS-UIO-2023-001-064061 de 27 de julio de 2023, revisada que fue la documentación, 
entre la que consta el Certificado de gravámenes, se verifica que el terreno que posee la 
Cooperativa tiene prohibición de enajenar, conforme lo especifica el citado documento 
que en su parte pertinente, precisa: “(…) BAJO REPERTORIO 8771, número 1687, del 
Registro de Prohibiciones de Enajenar, de fecha once de junio del dos mil trece (…) se 
encuentra inscrita LA PROHIBICIÓN DE ENAJENAR (…)”; adicionalmente en el 
trámite referido, el  Gerente de la Cooperativa, informa: “(…) recalco que NUESTRA 
ORGANIZACIÓN POSEE SOLO UN LOTE DE TERRENO. De igual forma le doy a 
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Que,   a través de la Resolución No. SEPS-ROEPS-2013-002549 de 10 de junio de 2013, este 
Organismo de Control aprobó el estatuto de la COOPERATIVA DE VIVIENDA 5 DE 
AGOSTO, adecuado a las disposiciones de la Ley Orgánica de Economía Popular y
Solidaria, con domicilio en el cantón de Santo Domingo, provincia de Santo Domingo 
de los Tsáchilas; 

Que,  el Estatuto Adecuado de la COOPERATIVA DE VIVIENDA 5 DE AGOSTO, en los 
artículos 3 y 43, señala: “ (…) OBJETO SOCIAL: La Cooperativa tendrá como objeto 
social la satisfacción de las necesidades habitacionales de sus socios y sus familias, en 
entornos favorables para la reproducción de la vida, construyendo comunidades 
habitacionales cooperativas que sustenten vecindarios sanos, pacíficos y seguros (…)”;
y, “DISOLUCIÓN Y LIQUIDACIÓN: La cooperativa se disolverá y liquidará (…) por 
resolución de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria de acuerdo con las 
causales establecidas en la Ley y su Reglamento”;

Que, la Intendencia Nacional de Supervisión a Organizaciones de la Economía Popular y 
Solidaria mediante Oficios Circulares Nos. SEPS-SGD-INSOEPS-2021-06963-OFC y 
SEPS-SGD-INSOEPS-2021-12283-OFC de 23 de marzo y 20 de mayo de 2021, en su 
orden, requirió información a organizaciones de vivienda, entre las cuales se encontró la
COOPERATIVA DE VIVIENDA 5 DE AGOSTO; otorgando inicialmente un plazo de 
entrega de dos meses, y ampliándolo a un mes adicional; 

Que, la entonces Dirección Nacional de Acceso a la Información de este Organismo de Control 
certificó el envío de los Oficios Circulares Nos. SEPS-SGD-INSOEPS-2021-06963-
OFC y SEPS-SGD-INSOEPS-2021-12283-OFC a los correos electrónicos y casilleros 
SEPS de las organizaciones, a través de los Memorandos Nos. SEPS-SGD-SGE-DNAIF-
2021-2273; SEPS-SGD-SGE-DNAIF-2021-2418 y SEPS-SGD-SGE-DNAIF-2021-
3456 de 25 de mayo, 02 de junio y 29 de junio de 2021, respectivamente;

Que,  en atención a la solicitud de información efectuada a través de los oficios circulares antes 
singularizados, la COOPERATIVA DE VIVIENDA 5 DE AGOSTO remitió el trámite 
No. SEPS-CZ7-2021-001-044585 de 24 de junio de 2021, mediante el cual, el Gerente 
de la organización solicita ampliación de plazo para la entrega de documentación; 
requerimiento que fue atendido por la Superintendencia a través del oficio No. SEPS-
SGD-INSOEPS-2021-17358-OF de 15 de julio de 2021; por su parte, la Organización, 
mediante trámites Nos. SEPS-CZ8-2021-001-058472 de 10 de agosto de 2021 y SEPS-
UIO-2023-001-003740 de 17 de enero de 2023,  remitió documentación solicitada por 
esta Superintendencia; 

Que,  este Organismo de Control mediante Oficio No. SEPS-SGD-INSOEPS-DNSOEPS-
2023-21699-OF de 27 de julio de 2023, efectuó un requerimiento de información 
actualizada, ante lo cual la referida Cooperativa da contestación mediante Trámite No. 
SEPS-UIO-2023-001-064061 de 27 de julio de 2023, revisada que fue la documentación, 
entre la que consta el Certificado de gravámenes, se verifica que el terreno que posee la 
Cooperativa tiene prohibición de enajenar, conforme lo especifica el citado documento 
que en su parte pertinente, precisa: “(…) BAJO REPERTORIO 8771, número 1687, del 
Registro de Prohibiciones de Enajenar, de fecha once de junio del dos mil trece (…) se 
encuentra inscrita LA PROHIBICIÓN DE ENAJENAR (…)”; adicionalmente en el 
trámite referido, el  Gerente de la Cooperativa, informa: “(…) recalco que NUESTRA 
ORGANIZACIÓN POSEE SOLO UN LOTE DE TERRENO. De igual forma le doy a 
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conocer que nuestra organización se encuentra inmersa en un proceso de embargo y 
remate por una deuda contraída al pretender vender el inmueble (…)”; y, precisa que: 
“(…) en la actualidad no estaríamos cumpliendo con la actividad del objeto social de la 
Cooperativa para lo cual SOLICITAMOS LA REVOCATORIA DE ESTATUTOS porque 
nuestra organización no va a realizar actividades propias de una Cooperativa de 
Vivienda (…)”; concluyéndose que la COOPERATIVA DE VIVIENDA 5 DE AGOSTO 
incumple del Objeto Social para el cual fue constituida; 

Que,  la COOPERATIVA DE VIVIENDA 5 DE AGOSTO fue constituida el 16 de mayo de 
2001, mediante Acuerdo No. 000003 emitido por el Ministerio de Bienestar Social; y, 
adecuó su Estatuto a las disposiciones de la Ley Orgánica de Economía Popular y 
Solidaria, a través de la Resolución No. SEPS-ROEPS-2013-002549 de 10 de junio de 
2013; con lo cual, se desprende que la Organización cuenta con más de cinco años de 
vida jurídica desde su constitución; 

Que, de la consulta a la información predial efectuada en la página web institucional del GAD 
Municipal del cantón Santo Domingo, se verificó que la COOPERATIVA DE 
VIVIENDA 5 DE AGOSTO, registra un bien inmueble; adicionalmente, la Cooperativa 
registra activos en entidades financieras controladas por la Superintendencia de 
Economía Popular y Solidaria, mantiene una cuenta corriente en un Banco; asimismo del 
balance general y de la consulta efectuada a la vista materializada del Formulario de 
Declaración del Impuesto a la Renta del Servicio de Rentas Internas, la misma registra 
activos, cuyos valores superan el monto de un salario básico unificado;  

Que,  luego del análisis efectuado, este Organismo de Control informó a la COOPERATIVA 
DE VIVIENDA 5 DE AGOSTO, los resultados del proceso a través del Oficio No. 
SEPS-SGD-INSOEPS-DNSOEPS-2023-22402-OF de 04 de agosto de 2023;  

Que,  por lo descrito en los considerandos anteriores, se evidencia que la COOPERATIVA DE 
VIVIENDA 5 DE AGOSTO, cumple con las condiciones para declarar el inicio del 
proceso de disolución y liquidación, siendo pertinente la aplicación de lo dispuesto en la 
Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria, que en su artículo 14 precisa: “Las 
organizaciones se disolverán y liquidarán (…) por las causales establecidas en la 
presente Ley y en el procedimiento estipulado en su estatuto social (…)”; así como lo 
indicado en la citada Ley, en el artículo 57, letra e) número 7, que dispone: “Disolución.- 
Las cooperativas podrán disolverse, por las siguientes causas: (…) e) Por resolución de 
la Superintendencia, en los siguientes casos: (…) 7. Las demás que consten en la 
presente Ley, su Reglamento y el estatuto social de la cooperativa”; concordante con lo 
dispuesto en el número 3) del artículo 55 del Reglamento General a la Ley Orgánica de 
Economía Popular y Solidaria, mismo que indica: “(…) La Superintendencia podrá 
resolver, de oficio o a petición de parte, en forma motivada, la disolución y consiguiente 
liquidación de una organización bajo su control, por las causales previstas en la Ley o 
una de las siguientes: (…) 3. Por incumplimiento del objeto social principal (…)”; lo 
previsto en el segundo artículo innumerado agregado a continuación del artículo 64 del 
Reglamento General a la Ley precitada, que indica: “Art. (...).- Liquidación de 
Cooperativas de Vivienda.- (…).- En el caso de Cooperativas de Vivienda, será causal 
de liquidación el haber cumplido más de cinco años de vida jurídica desde su 
constitución (…)”; y, lo dispuesto en el artículo 43 del Estatuto social de la organización, 
que dispone: “(…) “(…) La cooperativa se disolverá y liquidará (…) por resolución de 

la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria de acuerdo con las causales 
establecidas en la Ley y su Reglamento (…)”;

Que,  la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución recomendó 
designar como liquidador de la Organización al señor Ángel Andrés Mieles Gómez, 
servidor público de este Organismo de Control; 

Que, observando las garantías básicas del debido proceso, la COOPERATIVA DE 
VIVIENDA 5 DE AGOSTO ha sido requerida oportunamente con la solicitud de entrega 
de información, en el marco de la verificación del cumplimiento de lo dispuesto en el 
artículo innumerado segundo, agregado después del artículo 64 del Reglamento General 
de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria; estableciéndose que de la 
información remitida por la Organización, así como la información con la que cuenta 
este Organismo de Control, sustenta la aplicación de la causal de disolución y liquidación 
de oficio de la Organización, conforme a la normativa vigente;

Que,  esta Superintendencia, como órgano de poder público, cumple con el deber de motivar 
el presente acto administrativo, al fundamentar racionalmente lo previamente indicado, 
en función de las normas aplicables, los hechos expuestos y la relación entre estos, de 
forma clara y comprensible;

Que, de conformidad con lo establecido en el Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional 
por Procesos de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, expedido 
mediante Resolución No. SEPS-IGT-IGS-IGD-IGJ-001 de 31 de enero de 2022, el 
Intendente General Técnico tiene entre sus atribuciones y responsabilidades el suscribir 
las Resoluciones de disolución y liquidación; y,

Que,   conforme consta en la Acción de Personal No. 1395 de 24 de septiembre de 2021, el 
Intendente General de Desarrollo Organizacional, delegado de la señora Superintendente 
de Economía Popular y Solidaria, nombró como Intendente General Técnico al señor 
Jorge Andrés Moncayo Lara.

En ejercicio de sus atribuciones legales, 

RESUELVE: 

ARTÍCULO PRIMERO.- Declarar la disolución de la COOPERATIVA DE VIVIENDA 5 DE 
AGOSTO, con Registro Único de Contribuyentes No. 1791805259001, con domicilio en el 
cantón Santo Domingo, provincia de Santo Domingo de los Tsáchilas, conforme a lo dispuesto 
en los artículos 14 y 57 letra e), número 7), de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria, 
concordante con lo dispuesto en el artículo 55 número 3); así como lo previsto en el segundo 
artículo innumerado agregado a continuación del artículo 64 del Reglamento General a la Ley 
ibídem; y, lo ordenado en el artículo 43 del Estatuto de la Organización.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Disponer el inicio del proceso de liquidación de la COOPERATIVA 
DE VIVIENDA 5 DE AGOSTO, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 60 de la Ley 
Orgánica de Economía Popular y Solidaria, a efecto de lo cual, la Organización conservará su 
personalidad jurídica, añadiendo a su razón social las palabras “En Liquidación”.
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la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria de acuerdo con las causales 
establecidas en la Ley y su Reglamento (…)”;

Que,  la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución recomendó 
designar como liquidador de la Organización al señor Ángel Andrés Mieles Gómez, 
servidor público de este Organismo de Control; 

Que, observando las garantías básicas del debido proceso, la COOPERATIVA DE 
VIVIENDA 5 DE AGOSTO ha sido requerida oportunamente con la solicitud de entrega 
de información, en el marco de la verificación del cumplimiento de lo dispuesto en el 
artículo innumerado segundo, agregado después del artículo 64 del Reglamento General 
de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria; estableciéndose que de la 
información remitida por la Organización, así como la información con la que cuenta 
este Organismo de Control, sustenta la aplicación de la causal de disolución y liquidación 
de oficio de la Organización, conforme a la normativa vigente;

Que,  esta Superintendencia, como órgano de poder público, cumple con el deber de motivar 
el presente acto administrativo, al fundamentar racionalmente lo previamente indicado, 
en función de las normas aplicables, los hechos expuestos y la relación entre estos, de 
forma clara y comprensible;

Que, de conformidad con lo establecido en el Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional 
por Procesos de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, expedido 
mediante Resolución No. SEPS-IGT-IGS-IGD-IGJ-001 de 31 de enero de 2022, el 
Intendente General Técnico tiene entre sus atribuciones y responsabilidades el suscribir 
las Resoluciones de disolución y liquidación; y,

Que,   conforme consta en la Acción de Personal No. 1395 de 24 de septiembre de 2021, el 
Intendente General de Desarrollo Organizacional, delegado de la señora Superintendente 
de Economía Popular y Solidaria, nombró como Intendente General Técnico al señor 
Jorge Andrés Moncayo Lara.

En ejercicio de sus atribuciones legales, 

RESUELVE: 

ARTÍCULO PRIMERO.- Declarar la disolución de la COOPERATIVA DE VIVIENDA 5 DE 
AGOSTO, con Registro Único de Contribuyentes No. 1791805259001, con domicilio en el 
cantón Santo Domingo, provincia de Santo Domingo de los Tsáchilas, conforme a lo dispuesto 
en los artículos 14 y 57 letra e), número 7), de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria, 
concordante con lo dispuesto en el artículo 55 número 3); así como lo previsto en el segundo 
artículo innumerado agregado a continuación del artículo 64 del Reglamento General a la Ley 
ibídem; y, lo ordenado en el artículo 43 del Estatuto de la Organización.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Disponer el inicio del proceso de liquidación de la COOPERATIVA 
DE VIVIENDA 5 DE AGOSTO, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 60 de la Ley 
Orgánica de Economía Popular y Solidaria, a efecto de lo cual, la Organización conservará su 
personalidad jurídica, añadiendo a su razón social las palabras “En Liquidación”.



Jueves 15 de febrero de 2024 Registro Oficial Nº 498

48 

ARTÍCULO TERCERO.- Designar como liquidador de la COOPERATIVA DE VIVIENDA 
5 DE AGOSTO “EN LIQUIDACIÓN”, al señor Ángel Andrés Mieles Gómez, servidor público
de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, quien no percibirá remuneración 
adicional por el ejercicio de tales funciones, y actuará de conformidad con lo dispuesto en la Ley 
Orgánica de Economía Popular y Solidaria, su Reglamento General y demás normativa 
aplicable.

ARTÍCULO CUARTO.- Disponer que el liquidador se posesione ante la Dirección Zonal
correspondiente de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, dentro de los cinco 
días posteriores a su designación y proceda a la suscripción del acta de entrega-recepción de los 
bienes, valores, libros de contabilidad, estados financieros y demás documentos 
correspondientes a la gestión de la COOPERATIVA DE VIVIENDA 5 DE AGOSTO, los 
mismos que deberán ser entregados por el ex representante legal y los ex directivos de la 
Organización. En caso de negativa, se aplicarán las sanciones que para el efecto dispone la Ley 
Orgánica de Economía Popular y Solidaria.

DISPOSICIONES GENERALES 

PRIMERA.- Disponer a la Dirección Nacional de Comunicación e Imagen Institucional de esta 
Superintendencia, en coordinación con la Intendencia Nacional Administrativa  Financiera, la 
publicación de un extracto de la presente Resolución en un periódico de amplia circulación del 
cantón Santo Domingo, provincia de Santo Domingo de los Tsáchilas, domicilio de la 
COOPERATIVA DE VIVIENDA 5 DE AGOSTO, conforme a lo dispuesto en el artículo 56 del 
Reglamento General de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria.   

SEGUNDA.- Notificar al ex representante legal de la COOPERATIVA DE VIVIENDA 5 DE 
AGOSTO con la presente Resolución, a través de los canales correspondientes, y en el domicilio 
que haya fijado para el efecto.

TERCERA.- Disponer a la Secretaría General de esta Superintendencia sentar la razón 
respectiva del presente acto administrativo en la Resolución No. SEPS-ROEPS-2013-002549;
y, la publicación de esta Resolución en el Registro Oficial, así como su inscripción en los 
registros correspondientes. 

CUARTA.- Disponer que se publique la presente Resolución en el portal web de la 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria. 

QUINTA.- Poner esta Resolución en conocimiento del Servicio de Rentas Internas, Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social y Registro de la Propiedad respectivo, para los fines legales 
pertinentes.

SEXTA.- Disponer que la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de 
Resolución ponga en conocimiento de la Dirección Nacional de Procuraduría Judicial y 
Coactivas e Intendencia Nacional Administrativa Financiera, el contenido de la presente 
Resolución para que procedan en el ámbito de sus atribuciones y responsabilidades.  

SÉPTIMA.- La presente Resolución regirá a partir de la fecha de su expedición, sin perjuicio 
de su publicación. De su ejecución y cumplimiento, encárguese la Intendencia Nacional de 
Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución, quien dejará constancia de la publicación y 
notificación realizada, en el respectivo expediente.

CÚMPLASE Y NOTIFÍQUESE.- 

Dado y firmado en la ciudad de Quito, Distrito Metropolitano, a los 4 días del mes de enero de 
2024.

JORGE ANDRÉS MONCAYO LARA 
INTENDENTE GENERAL TÉCNICO 

Firmado electrónicamente por: 
JORGE ANDRES MONCAYO LARA 
INTENDENTE GENERAL TÉCNICO 
04/01/2024 14:21:03
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SÉPTIMA.- La presente Resolución regirá a partir de la fecha de su expedición, sin perjuicio 
de su publicación. De su ejecución y cumplimiento, encárguese la Intendencia Nacional de 
Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución, quien dejará constancia de la publicación y 
notificación realizada, en el respectivo expediente.

CÚMPLASE Y NOTIFÍQUESE.- 

Dado y firmado en la ciudad de Quito, Distrito Metropolitano, a los 4 días del mes de enero de 
2024.

JORGE ANDRÉS MONCAYO LARA 
INTENDENTE GENERAL TÉCNICO 

Firmado electrónicamente por: 
JORGE ANDRES MONCAYO LARA 
INTENDENTE GENERAL TÉCNICO 
04/01/2024 14:21:03
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RESOLUCIÓN No. SEPS-IGT-IGJ-INSOEPS-INFMR-2024-0005 

JORGE ANDRÉS MONCAYO LARA 
INTENDENTE GENERAL TÉCNICO 

CONSIDERANDO: 

Que, el artículo 76 números 1 y 7, letras a) y h), de la Constitución de la República del 
Ecuador, establece: “Art. 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y 
obligaciones de cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso que 
incluirá las siguientes garantías básicas:- 1. Corresponde a toda autoridad 
administrativa o judicial, garantizar el cumplimiento de las normas y los derechos 
de las partes. (…) 7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes 
garantías:- a) Nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa o 
grado del procedimiento (…) h) Presentar de forma verbal o escrita las razones o 
argumentos de los que se crea asistida y replicar los argumentos de las otras partes; 
presentar pruebas y contradecir las que se presenten en su contra (…)”;

Que, el artículo 82 ibídem determina: “El derecho a la seguridad jurídica se fundamenta 
en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, claras, 
públicas y aplicadas por las autoridades competentes”;

Que, el primer inciso del artículo 213 de la Constitución de la República del Ecuador 
dispone: “Las superintendencias son organismos técnicos de vigilancia, auditoría, 
intervención y control de las actividades económicas, sociales y ambientales, y de 
los servicios que prestan las entidades públicas y privadas, con el propósito de que 
estas actividades y servicios se sujeten al ordenamiento jurídico y atiendan al interés 
general. Las superintendencias actuarán de oficio o por requerimiento ciudadano. 
Las facultades específicas de las superintendencias y las áreas que requieran del 
control, auditoría y vigilancia de cada una de ellas se determinarán de acuerdo con 
la ley (…)”; 

Que, el artículo 226 de la misma Norma Suprema establece: “Las instituciones del Estado, 
sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas 
que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y 
facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el deber de 
coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y 
ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución”; 

Que, el artículo 3 del Código Orgánico Administrativo determina: “Principio de eficacia. 
Las actuaciones administrativas se realizan en función del cumplimiento de los fines 
previstos para cada órgano o entidad pública, en el ámbito de sus competencias”;

Que,  el primer inciso del artículo 14 de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria 
dispone: “Disolución y Liquidación.- Las organizaciones se disolverán y liquidarán 
(…) por las causales establecidas en la presente Ley y en el procedimiento estipulado 
en su estatuto social (…)”; 

Que, el artículo 57 letra e) número 7), ibídem dispone: “Disolución.- Las cooperativas 
podrán disolverse, por las siguientes causas:(…) e) Por resolución de la 

Superintendencia, en los siguientes casos: (…) 7. Las demás que consten en la 
presente Ley, su Reglamento y el estatuto social de la cooperativa (…)”; 

Que,  el artículo 60 de la Ley ut supra determina: “Liquidación.- (…) Salvo en los casos de 
fusión y escisión, una vez disuelta la cooperativa se procederá a su liquidación, la 
cual consiste en la extinción de las obligaciones de la organización y demás 
actividades relacionadas con el cierre; para cuyo efecto, la cooperativa conservará 
su personalidad jurídica, añadiéndose a su razón social, las palabras "en 
liquidación”;

Que, el artículo 61 ejusdem dispone: “Designación de Liquidador.- El liquidador será 
designado por la Asamblea General cuando se trate de disolución voluntaria y por 
la Superintendencia cuando sea ésta la que resuelva la disolución.- El liquidador 
ejercerá la representación legal, judicial y extrajudicial de la cooperativa, pudiendo 
realizar únicamente aquellas actividades necesarias para la liquidación.- Cuando el 
liquidador sea designado por la Superintendencia, ésta fijará sus honorarios, que 
serán pagados por la cooperativa y cuando sea designado por la Asamblea General 
de la cooperativa, será ésta quien fije sus honorarios.- (…) El liquidador podrá o no 
ser servidor de la Superintendencia; de no serlo, no tendrá relación de dependencia 
laboral alguna con la cooperativa ni con la Superintendencia, y será de libre 
remoción, sin derecho a indemnización alguna.- El liquidador en ningún caso será 
responsable solidario de las obligaciones de la entidad en proceso de liquidación”; 

Que,  el artículo 146 de la Ley previamente citada, prevé: “El control de la Economía 
Popular y Solidaria y del Sector Financiero Popular y Solidario estará a cargo de 
la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, que se crea como organismo 
técnico, con jurisdicción nacional, personalidad jurídica de derecho público, 
patrimonio propio y autonomía administrativa y financiera y con jurisdicción 
coactiva (…); 

Que,  el artículo 15 del Reglamento General de la Ley Orgánica de Economía Popular y 
Solidaria prescribe: “La Superintendencia en la resolución que declare disuelta la 
organización registrará el nombramiento del liquidador, facultándole el ejercicio de 
la representación legal mientras dure el proceso de liquidación”; 

Que, el artículo 56 del Reglamento citado dispone: “La resolución de disolución y 
liquidación de una cooperativa, será publicada, en el portal web de la 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria y un extracto de aquella en un 
periódico de amplia circulación nacional y/o del domicilio de la organización”;

Que,  el artículo 57 ibídem establece: “La Superintendencia, en la resolución de 
liquidación, nombrará al liquidador o ratificará al designado por la asamblea 
general, cuando se trate de liquidación voluntaria y fijará el monto de la caución 
que debe rendir (…)”; 

Que,  el número 1 del artículo 59 del Reglamento General de la Ley Orgánica de Economía 
Popular y Solidaria prescribe: “Atribuciones y responsabilidades.- Son atribuciones 
y responsabilidades del liquidador, las siguientes:- 1. Suscribir, conjuntamente con 
el último Representante Legal, el acta de entrega - recepción de bienes y el estado 
financiero de liquidación de la cooperativa, al iniciar sus funciones (…)”; 
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Superintendencia, en los siguientes casos: (…) 7. Las demás que consten en la 
presente Ley, su Reglamento y el estatuto social de la cooperativa (…)”; 

Que,  el artículo 60 de la Ley ut supra determina: “Liquidación.- (…) Salvo en los casos de 
fusión y escisión, una vez disuelta la cooperativa se procederá a su liquidación, la 
cual consiste en la extinción de las obligaciones de la organización y demás 
actividades relacionadas con el cierre; para cuyo efecto, la cooperativa conservará 
su personalidad jurídica, añadiéndose a su razón social, las palabras "en 
liquidación”;

Que, el artículo 61 ejusdem dispone: “Designación de Liquidador.- El liquidador será 
designado por la Asamblea General cuando se trate de disolución voluntaria y por 
la Superintendencia cuando sea ésta la que resuelva la disolución.- El liquidador 
ejercerá la representación legal, judicial y extrajudicial de la cooperativa, pudiendo 
realizar únicamente aquellas actividades necesarias para la liquidación.- Cuando el 
liquidador sea designado por la Superintendencia, ésta fijará sus honorarios, que 
serán pagados por la cooperativa y cuando sea designado por la Asamblea General 
de la cooperativa, será ésta quien fije sus honorarios.- (…) El liquidador podrá o no 
ser servidor de la Superintendencia; de no serlo, no tendrá relación de dependencia 
laboral alguna con la cooperativa ni con la Superintendencia, y será de libre 
remoción, sin derecho a indemnización alguna.- El liquidador en ningún caso será 
responsable solidario de las obligaciones de la entidad en proceso de liquidación”; 

Que,  el artículo 146 de la Ley previamente citada, prevé: “El control de la Economía 
Popular y Solidaria y del Sector Financiero Popular y Solidario estará a cargo de 
la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, que se crea como organismo 
técnico, con jurisdicción nacional, personalidad jurídica de derecho público, 
patrimonio propio y autonomía administrativa y financiera y con jurisdicción 
coactiva (…); 

Que,  el artículo 15 del Reglamento General de la Ley Orgánica de Economía Popular y 
Solidaria prescribe: “La Superintendencia en la resolución que declare disuelta la 
organización registrará el nombramiento del liquidador, facultándole el ejercicio de 
la representación legal mientras dure el proceso de liquidación”; 

Que, el artículo 56 del Reglamento citado dispone: “La resolución de disolución y 
liquidación de una cooperativa, será publicada, en el portal web de la 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria y un extracto de aquella en un 
periódico de amplia circulación nacional y/o del domicilio de la organización”;

Que,  el artículo 57 ibídem establece: “La Superintendencia, en la resolución de 
liquidación, nombrará al liquidador o ratificará al designado por la asamblea 
general, cuando se trate de liquidación voluntaria y fijará el monto de la caución 
que debe rendir (…)”; 

Que,  el número 1 del artículo 59 del Reglamento General de la Ley Orgánica de Economía 
Popular y Solidaria prescribe: “Atribuciones y responsabilidades.- Son atribuciones 
y responsabilidades del liquidador, las siguientes:- 1. Suscribir, conjuntamente con 
el último Representante Legal, el acta de entrega - recepción de bienes y el estado 
financiero de liquidación de la cooperativa, al iniciar sus funciones (…)”; 
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Que,  el segundo artículo innumerado a continuación del artículo 64 ibídem establece: 
“Liquidación de Cooperativas de Vivienda.- En el caso de Cooperativas de Vivienda, 
será causal de liquidación el haber cumplido más de cinco años de vida jurídica 
desde su constitución (…)”;

Que,  la Disposición Transitoria Décimo Quinta del Reglamento General de la Ley 
previamente citada establece: “Las Cooperativas de Vivienda que actualmente se 
encuentren bajo el control de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, 
cuyo objeto social no se hubiere cumplido en el plazo máximo previsto en este 
Reglamento, tendrán el plazo de un año para cumplir, contado a partir de la vigencia 
del presente Decreto Ejecutivo, caso contrario el Organismo de Control dispondrá 
su disolución y liquidación”; 

Que,  los artículos 15, 34, 38 y 41 de la Norma de Control que Regula la Intervención de 
las Cooperativas y Liquidación de las Organizaciones de la Economía Popular y 
Solidaria y la Calificación de Interventores y Liquidadores, emitida mediante 
Resolución No. SEPS-IGT-IGS-INFMR-INGINT-2021-0389 de 26 de julio de 2021, 
reformada, manifiesta: “Artículo 15.- Acta de entrega recepción.- Los ex 
representantes legales o ex directivos de la organización, tienen la obligación de 
suscribir con el liquidador designado el acta de entrega – recepción de bienes, 
valores, libros de contabilidad, estados financieros y demás documentos 
correspondientes.- En caso de imposibilidad de suscribir el acta de entrega 
recepción, se dejará constancia de ello, conjuntamente con el informe del auditor 
designado por la Superintendencia”; “Artículo 34.- Cálculo de la caución.- (…) Si 
el liquidador fuere servidor público de la Superintendencia no deberá rendir 
caución”; “Artículo 38.- Declaración patrimonial juramentada y de no tener 
impedimentos para ejercer el cargo.- El interventor y el liquidador presentarán una 
declaración patrimonial juramentada otorgada ante notario público, que incluirá la 
declaración de no tener impedimentos para ejercer el cargo, al iniciar su gestión, en 
el formato autorizado para el efecto, excepto cuando el liquidador sea servidor 
público de la Superintendencia (…)”; y, “Artículo 41.- Posesión.- El
Superintendente de Economía Popular y Solidaria, o su delegado, posesionará al 
interventor o liquidador, cuya gestión iniciará con este acto y se ceñirá estrictamente 
al marco legal y normativo vigente” (Énfasis añadido); 

Que,  la Norma de Control para el Envío y Recepción de Información y Notificaciones, 
emitida con Resolución No. SEPS-IGT-SGE-IGJ-2018-016 de 05 de julio de 2018, 
en los artículos 3, 4 y 15, prevé: “Art. 3.- Remisión de información.- Las personas 
obligadas a informar a la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria 
remitirán obligatoriamente, la información que ésta solicite, en medios 
electrónicos.- Para tal efecto, contarán con servicios electrónicos que permitan el 
envío y recepción de datos de la información solicitada (…)”; “Artículo 4.- 
Cumplimiento de requerimientos.- Las personas obligadas a informar se sujetarán a 
los plazos, medios, procedimientos y al diseño específico de registros y archivos que 
la Superintendencia determine para el envío de la información (…)”; “Art. 15.- 
Notificación de actuaciones administrativas.- La Superintendencia de Economía 
Popular y Solidaria notificará (…) cualquier actuación administrativa por medios 
electrónicos, al buzón de entrega de información electrónica o al correo 

electrónico institucional o personal señalado por las organizaciones, 
administradores, sujetos responsables y demás personas interesadas (…)”; 

Que,    a través de la Resolución No. SEPS-ROEPS-2015-901003 de 02 de febrero de 2015,
este Organismo de Control aprobó el estatuto y concedió personalidad jurídica a la 
COOPERATIVA DE VIVIENDA 6 DE NOVIEMBRE “COOPVINOV”, 
domiciliada en el cantón Santo Domingo, provincia de Santo Domingo de los 
Tsáchilas; 

Que, el Estatuto de la COOPERATIVA DE VIVIENDA 6 DE NOVIEMBRE 
“COOPVINOV”, en el artículo 43, señala: “DISOLUCIÓN Y LIQUIDACIÓN: La 
cooperativa se disolverá y liquidará (…) por resolución de la Superintendencia de 
Economía Popular y Solidaria de acuerdo con las causales establecidas en la Ley y 
su Reglamento.”; 

Que,  la Intendencia Nacional de Supervisión a Organizaciones de la Economía Popular y 
Solidaria mediante Oficio No. SEPS-SGD-INSOEPS-2021-27022-OF de 22 de 
octubre de 2021, notificó el Oficio Circular No. SEPS-SGD-INSOEPS-2021-21404-
OFC de 26 de agosto de 2021, a la COOPERATIVA DE VIVIENDA 6 DE 
NOVIEMBRE “COOPVINOV”, a través del cual se requirió información e informes, 
otorgándole plazo de dos meses para que se efectúe la correspondiente entrega;

Que,  la COOPERATIVA DE VIVIENDA 6 DE NOVIEMBRE “COOPVINOV”, ingresó 
a este Organismo de Control información y documentación a través de los trámites 
No. SEPS-UIO-2021-001-105799 de 27 de diciembre de 2021 y No. SEPS-CZ8-
2022-001-020752 de 04 de marzo de 2022;  

Que,  este Organismo de Control con Oficio No. SEPS-SGD-INSOEPS-DNSOEPS-2023-
23115-OF de 15 de agosto de 2023, efectuó un requerimiento de información 
actualizada a la Organización, ante lo cual, la Cooperativa ingresó el Trámite No. 
SEPS-CZ8-2023-001-072764 de 24 de agosto de 2023, mediante el cual el Gerente 
de la Organización precisa:“(…) Descripción del número de lotes entregados con 
escrituras; y, cantidad de lotes pendientes de entregar las respectivas escrituras, a 
la presente fecha; al respecto cúmpleme en informarle que mi representada 
Cooperativa 6 de Noviembre “COOPVINOV”, se encuentra en proceso de 
aprobación de los planos en el Gad Municipal (…)”; 

Que,  de lo anteriormente citado, se concluye que la Cooperativa no ha entregado escrituras 
a los socios, debido a que aún se encuentra en proceso de aprobación los planos en el 
GAD Municipal del Cantón Santo Domingo de los Tsáchilas, incumpliendo con el 
plazo previsto en la Disposición Transitoria Décimo Quinta del Reglamento General 
de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria; 

Que, de la Información reflejada en la página web institucional del GAD Municipal del 
cantón Santo Domingo de los Tsáchilas e información proporcionada por el Gerente 
de la Organización, se evidenció que la COOPERATIVA DE VIVIENDA 6 DE 
NOVIEMBRE “COOPVINOV”, registra un bien inmueble; y, de la consulta 
efectuada a la vista materializada en el FRIGGA del Formulario de Declaración del 
Impuesto a la Renta del Servicio de Rentas Internas, se verifica que la Organización 
ha reportado información del ejercicio económico 2022; cuyos valores superarían el 
monto de un salario básico unificado;
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electrónico institucional o personal señalado por las organizaciones, 
administradores, sujetos responsables y demás personas interesadas (…)”; 

Que,    a través de la Resolución No. SEPS-ROEPS-2015-901003 de 02 de febrero de 2015,
este Organismo de Control aprobó el estatuto y concedió personalidad jurídica a la 
COOPERATIVA DE VIVIENDA 6 DE NOVIEMBRE “COOPVINOV”, 
domiciliada en el cantón Santo Domingo, provincia de Santo Domingo de los 
Tsáchilas; 

Que, el Estatuto de la COOPERATIVA DE VIVIENDA 6 DE NOVIEMBRE 
“COOPVINOV”, en el artículo 43, señala: “DISOLUCIÓN Y LIQUIDACIÓN: La 
cooperativa se disolverá y liquidará (…) por resolución de la Superintendencia de 
Economía Popular y Solidaria de acuerdo con las causales establecidas en la Ley y 
su Reglamento.”; 

Que,  la Intendencia Nacional de Supervisión a Organizaciones de la Economía Popular y 
Solidaria mediante Oficio No. SEPS-SGD-INSOEPS-2021-27022-OF de 22 de 
octubre de 2021, notificó el Oficio Circular No. SEPS-SGD-INSOEPS-2021-21404-
OFC de 26 de agosto de 2021, a la COOPERATIVA DE VIVIENDA 6 DE 
NOVIEMBRE “COOPVINOV”, a través del cual se requirió información e informes, 
otorgándole plazo de dos meses para que se efectúe la correspondiente entrega;

Que,  la COOPERATIVA DE VIVIENDA 6 DE NOVIEMBRE “COOPVINOV”, ingresó 
a este Organismo de Control información y documentación a través de los trámites 
No. SEPS-UIO-2021-001-105799 de 27 de diciembre de 2021 y No. SEPS-CZ8-
2022-001-020752 de 04 de marzo de 2022;  

Que,  este Organismo de Control con Oficio No. SEPS-SGD-INSOEPS-DNSOEPS-2023-
23115-OF de 15 de agosto de 2023, efectuó un requerimiento de información 
actualizada a la Organización, ante lo cual, la Cooperativa ingresó el Trámite No. 
SEPS-CZ8-2023-001-072764 de 24 de agosto de 2023, mediante el cual el Gerente 
de la Organización precisa:“(…) Descripción del número de lotes entregados con 
escrituras; y, cantidad de lotes pendientes de entregar las respectivas escrituras, a 
la presente fecha; al respecto cúmpleme en informarle que mi representada 
Cooperativa 6 de Noviembre “COOPVINOV”, se encuentra en proceso de 
aprobación de los planos en el Gad Municipal (…)”; 

Que,  de lo anteriormente citado, se concluye que la Cooperativa no ha entregado escrituras 
a los socios, debido a que aún se encuentra en proceso de aprobación los planos en el 
GAD Municipal del Cantón Santo Domingo de los Tsáchilas, incumpliendo con el 
plazo previsto en la Disposición Transitoria Décimo Quinta del Reglamento General 
de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria; 

Que, de la Información reflejada en la página web institucional del GAD Municipal del 
cantón Santo Domingo de los Tsáchilas e información proporcionada por el Gerente 
de la Organización, se evidenció que la COOPERATIVA DE VIVIENDA 6 DE 
NOVIEMBRE “COOPVINOV”, registra un bien inmueble; y, de la consulta 
efectuada a la vista materializada en el FRIGGA del Formulario de Declaración del 
Impuesto a la Renta del Servicio de Rentas Internas, se verifica que la Organización 
ha reportado información del ejercicio económico 2022; cuyos valores superarían el 
monto de un salario básico unificado;
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Que,  la COOPERATIVA DE VIVIENDA 6 DE NOVIEMBRE “COOPVINOV” fue 
constituida mediante Resolución No. SEPS-ROEPS-2015-901003 de 02 de febrero 
de 2015, de lo que se desprende que la Organización cuenta con más de cinco años 
de vida jurídica desde su constitución; 

Que,  luego del análisis respectivo,  este Organismo de Control mediante Oficio No. SEPS-
SGD-INSOEPS-DNSOEPS-2023-24315-OF de 29 de agosto de 2023, comunicó los 
resultados del proceso en cuestión;

Que,  de lo descrito en los considerandos anteriores, se evidencia que la COOPERATIVA 
DE VIVIENDA 6 DE NOVIEMBRE “COOPVINOV”, cumple con las condiciones 
para declarar el inicio del proceso de disolución y liquidación, siendo pertinente la 
aplicación de lo dispuesto en la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria, que 
en su artículo 14 precisa: “Las organizaciones se disolverán y liquidarán (…) por 
las causales establecidas en la presente Ley y en el procedimiento estipulado en su 
estatuto social (…)”; así como lo indicado en el artículo 57, letra e) número 7, que 
dispone: “Disolución.- Las cooperativas podrán disolverse, por las siguientes 
causas: (…) e) Por resolución de la Superintendencia, en los siguientes casos: (…) 
7. Las demás que consten en la presente Ley, su Reglamento y el estatuto social de
la cooperativa”; concordante con lo dispuesto en el segundo artículo innumerado
agregado a continuación del artículo 64 del Reglamento General de la Ley ibídem,
que prevé: “Art. (...).- Liquidación de Cooperativas de Vivienda.- (…).- En el caso
de Cooperativas de Vivienda, será causal de liquidación el haber cumplido más de
cinco años de vida jurídica desde su constitución (…)”; adicionalmente lo descrito
en la Disposición Transitoria Décimo Quinta “(…) Las Cooperativas de Vivienda
que actualmente se encuentren bajo el control de la Superintendencia de Economía
Popular y Solidaria, cuyo objeto social no se hubiere cumplido en el plazo máximo
previsto en este Reglamento, tendrán el plazo de un año para cumplir, contado a
partir de la vigencia del presente Decreto Ejecutivo, caso contrario el Organismo de
Control dispondrá su disolución y liquidación”; y, el artículo 43 del Estatuto de la
Organización, mismo que reza: “DISOLUCIÓN Y LIQUIDACIÓN: La cooperativa
se disolverá y liquidará (…) por resolución de la Superintendencia de Economía
Popular y Solidaria de acuerdo con las causales establecidas en la Ley y su
Reglamento (…)”;

Que,  la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución, recomendó 
designar como liquidador de la Organización al señor Ángel  Andrés Mieles Gómez,
servidor público de este Organismo de Control; 

Que, observando las garantías básicas del debido proceso la COOPERATIVA DE 
VIVIENDA 6 DE NOVIEMBRE “COOPVINOV”, ha sido requerida oportunamente 
con la solicitud de entrega de información, en el marco de la verificación del 
cumplimiento de lo dispuesto en el artículo innumerado segundo, agregado después 
del artículo 64 del Reglamento General de la Ley Orgánica de Economía Popular y 
Solidaria, estableciéndose que de la información remitida por la Organización y la 
que cuenta este Organismo de Control, son las que sustentan la aplicación de la causal 
de disolución y liquidación de oficio de la Organización, conforme a la normativa 
vigente;

Que, esta Superintendencia, como órgano de poder público, cumple con el deber de 
motivar el presente acto administrativo, al fundamentar racionalmente lo 

previamente indicado, en función de las normas aplicables, los hechos expuestos y la 
relación entre estos, de forma clara y comprensible; 

Que, de conformidad con lo establecido en el Estatuto Orgánico de Gestión 
Organizacional por Procesos de la Superintendencia de Economía Popular y 
Solidaria, expedido mediante Resolución No. SEPS-IGT-IGS-IGD-IGJ-001 de 31 de 
enero de 2022, el Intendente General Técnico tiene entre sus atribuciones y 
responsabilidades el suscribir las Resoluciones de disolución y liquidación; y,

Que,   conforme consta en la Acción de Personal No. 1395 de 24 de septiembre de 2021, el 
Intendente General de Desarrollo Organizacional, delegado de la señora 
Superintendente de Economía Popular y Solidaria, nombró como Intendente General 
Técnico al señor Jorge Andrés Moncayo Lara.

En ejercicio de sus atribuciones legales. 

RESUELVE: 

ARTÍCULO PRIMERO.- Declarar la disolución de la COOPERATIVA DE VIVIENDA 
6 DE NOVIEMBRE “COOPVINOV”, con Registro Único de Contribuyentes No.
2390021197001, con domicilio en el cantón Santo Domingo, provincia de Santo Domingo 
de los Tsáchilas, conforme a lo dispuesto en los artículos 14 y 57 letra e), número 7), de la 
Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria, concordante con lo dispuesto en el segundo 
artículo innumerado agregado a continuación del artículo 64 del Reglamento General de la 
Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria, así como lo dispuesto en el artículo 43 del 
Estatuto de la Organización.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Disponer el inicio del proceso de liquidación de la 
COOPERATIVA DE VIVIENDA 6 DE NOVIEMBRE “COOPVINOV”, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 60 de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria, a 
efecto de lo cual, la Organización conservará su personalidad jurídica, añadiendo a su razón 
social las palabras “En Liquidación”.

ARTÍCULO TERCERO.- Designar como liquidador de la COOPERATIVA DE 
VIVIENDA 6 DE NOVIEMBRE “COOPVINOV” “EN LIQUIDACIÓN”, al señor Ángel  
Andrés Mieles Gómez, servidor público de la Superintendencia de Economía Popular y 
Solidaria, quien no percibirá remuneración adicional por el ejercicio de tales funciones, y
actuará de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica de Economía Popular y 
Solidaria, su Reglamento General y demás normativa aplicable.

ARTÍCULO CUARTO.- Disponer que el liquidador se posesione ante la Dirección Zonal 
correspondiente de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, dentro de los cinco 
días posteriores a su designación, y proceda a la suscripción del acta de entrega-recepción 
de los bienes, valores, libros de contabilidad, estados financieros y demás documentos 
correspondientes a la gestión de la COOPERATIVA DE VIVIENDA 6 DE NOVIEMBRE 
“COOPVINOV”, los mismos que deberán ser entregados por el ex representante legal y los 
ex directivos de la Organización. En caso de negativa, se aplicarán las sanciones que para el 
efecto dispone la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria.
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Andrés Mieles Gómez, servidor público de la Superintendencia de Economía Popular y 
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DISPOSICIONES GENERALES 

PRIMERA.- Disponer a la Dirección Nacional de Comunicación e Imagen Institucional de 
esta Superintendencia, en coordinación con la Intendencia Nacional Administrativa  
Financiera, la publicación de un extracto de la presente Resolución en un periódico de amplia 
circulación del cantón Santo Domingo, provincia de Santo Domingo de los Tsáchilas,
domicilio de la COOPERATIVA DE VIVIENDA 6 DE NOVIEMBRE “COOPVINOV”,
conforme a lo dispuesto en el artículo 56 del Reglamento General de la Ley Orgánica de 
Economía Popular y Solidaria.   

SEGUNDA.- Notificar al ex representante legal de la COOPERATIVA DE VIVIENDA 6 
DE NOVIEMBRE “COOPVINOV” con la presente Resolución, a través de los canales 
correspondientes, y en el domicilio que haya fijado para el efecto.

TERCERA.- Disponer a la Secretaría General de esta Superintendencia sentar la razón 
respectiva del presente acto administrativo en la Resolución No. SEPS-ROEPS-2015-
901003; y, la publicación de esta Resolución en el Registro Oficial, así como su inscripción 
en los registros correspondientes. 

CUARTA.- Disponer que se publique la presente Resolución en el portal web de la 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria. 

QUINTA.- Poner esta Resolución en conocimiento del Servicio de Rentas Internas, Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social y Registro de la Propiedad respectivo, para los fines legales 
pertinentes.

SEXTA.- Disponer que la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de 
Resolución ponga en conocimiento de la Dirección Nacional de Procuraduría Judicial y 
Coactiva e Intendencia Nacional Administrativa Financiera, el contenido de la presente 
Resolución para que procedan en el ámbito de sus atribuciones y responsabilidades. 

SÉPTIMA.- La presente Resolución regirá a partir de la fecha de su expedición, sin perjuicio 
de su publicación. De su ejecución y cumplimiento, encárguese a la Intendencia Nacional de 
Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución de esta Superintendencia, quien dejará 
constancia de la publicación y notificación realizada, en el respectivo expediente. 

CÚMPLASE Y NOTIFÍQUESE.- 

Dado y firmado en la ciudad de Quito, Distrito Metropolitano, a los 4 días del mes de enero 
de 2024. 

JORGE ANDRÉS MONCAYO LARA 
INTENDENTE GENERAL TÉCNICO 

Firmado electrónicamente por: 
JORGE ANDRES MONCAYO LARA 
INTENDENTE GENERAL TÉCNICO 
04/01/2024 14:19:54
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Oficio Nro. 0071-SG-GADCCC-2024 
Zumbi, 30 de enero del 2024 
 
Ingeniero 
Hugo Del Pozo Barrezueta 
DIRECTOR DEL REGISTRO OFICIAL 
Quito. 
 
De mi consideración:  
 

En nombre y representación del Gobierno Autónomo Descentralizado del cantón 
Centinela del Cóndor, hago extensivo a su autoridad un cordial saludo, 
deseándole el mejor de los éxitos en sus funciones. 

La ORDENANZA SUSTITUTIVA A LA ORDENANZA QUE REGLAMENTA LA 
RECUPERACIÓN Y EL COBRO DE CARTERA VENCIDA DE CRÉDITOS 
TRIBUTARIOS QUE ADEUDAN AL GOBIERNO AUTÓNOMO 
DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DE CENTINELA DEL CÓNDOR, A TRAVÉS 
DE LA EJECUCIÓN DE LA JURISDICCIÓN COACTIVA; Y, BAJA DE 
ESPECIES VALORADAS INCOBRABLES, fue publicada en el Registro Oficial 
Edición Especial Nro. 1130, el 22 de noviembre del 2023, la mismo que por un 
“Lapsus Calami”, a continuación de la disposición final específicamente en el acto 
de certificación del secretario general consta un nombre de ordenanza que no 
corresponde. 

Con estas circunstancias señor Director, rectificamos el error y solicitamos se 
corrija, con la figura FE DE ERRATAS, de la siguiente manera: 

DICE: “ORDENANZA DE PRESUPUESTO DEL EJERCICIO ECONÓMICO 
2023, DEL GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO DEL CANTÓN 
CENTINELA DEL CÓNDOR”. 

DEBE DECIR: “ORDENANZA SUSTITUTIVA A LA ORDENANZA QUE 
REGLAMENTA LA RECUPERACIÓN Y EL COBRO DE LA CARTERA 
VENCIDA DE CRÉDITOS TRIBUTARIOS Y NO TRIBUTARIOS QUE ADEUDAN 
AL GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DE 
CENTINELA DEL CÓNDOR, A TRAVÉS DE LA EJECUCIÓN DE LA 
JURISDICCIÓN COACTIVA; Y, BAJA DE ESPECIES VALORADAS 
INCOBRABLES”. 

Esperando mi pedido sea atendido favorablemente, me suscribo de usted, no sin 
antes manifestar mi sentimiento de consideración y estima 

Atentamente  

 

 

Ing. Segundo Pascual Sarango Masache 
ALCALDE DEL GAD CENTINELA DEL CÓNDOR 
Copia. Archivo 

Firmado electrónicamente por:

SEGUNDO PASCUAL
SARANGO MASACHE
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